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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Jorge Burgos Varela.                     

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 29 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.



Se suspende la sesión por cinco minutos.

)---------------(



--Se suspendió a las 16:19.



--Se reanudó a las 16:23.

)---------------(
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Continúa la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 52ª, ordinaria, en 15 de septiembre de 2015; 53ª, extraordinaria, y 54ª, ordinaria, ambas en miércoles 16 de septiembre de 2015, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

Mensajes



Veinticuatro de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica disposiciones aplicables a los funcionarios municipales y entrega nuevas competencias a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (boletín N° 10.057-06).



Con los catorce siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos:



1) Proyecto que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, permitiendo la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (boletín N° 9.601-25).



2) Proyecto de ley que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas (boletín N° 9.151-21).



3) Proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales (boletín N° 9.766-04).



4) Proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (boletín N° 9.790-07).



5) Proyecto de ley que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación y mejora la persecución penal en dichos delitos (boletín N° 9.885-07).



6) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos relativo al establecimiento de una oficina regional para América del Sur en Chile y el Acuerdo Interpretativo referido a la aplicación del Artículo VI de este” (boletín N° 9.897-10).



7) Proyecto de ley que introduce mejoras al transporte público remunerado de pasajeros, modificando las disposiciones legales que indica (boletín N° 10.007-15).



8) Proyecto de acuerdo que aprueba la “Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Tributaria”, firmada por la República de Chile en Santiago el 24 de octubre de 2013 (boletín N° 10.023-10).



9) Proyecto de ley que crea el plan de formación ciudadana para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado (boletín N° 10.043-04).



10) Proyecto de ley que crea Comisión de Valores y Seguros (boletín N° 9.015-05).



11) Proyecto de ley que permite la emisión de medios de pago con provisión de fondos por entidades no bancarias (boletín N° 9.197-03).



12) Proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (boletín N° 8.924-07).



13) Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales con el fin de estandarizar los contratos de adhesión (boletín N° 9.916-03).



14) Proyecto de ley que tipifica como delito los actos de maltrato o crueldad con niños y adolescentes fuera del ámbito de la violencia intrafamiliar (boletín N° 9.179-07).



Con los nueve siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (boletín N° 9.369-03).



2) Proyecto de ley que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (boletín N° 9.094-12).



3) Proyecto de acuerdo que aprueba la Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, adoptada en Doha, Qatar, el 8 de diciembre de 2012 (boletín N° 9.625-10).



4) Proyecto que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el Derecho Internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (boletín N° 9.773-07).



5) Proyecto de reforma constitucional, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (boletín N° 9.748-07).



6) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo para el Establecimiento del Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico”, suscrito en Cali, Colombia, el 22 de mayo de 2013 (boletín N° 10.013-10).



7) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Protocolo de Enmienda del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio (OMC)”, adoptado por Decisión del Consejo General de este organismo el 27 de noviembre de 2014 en Ginebra, Suiza, que incorpora el Acuerdo sobre Facilitación del Comercio a su Anexo 1A (boletín N° 10.121-10).



8) Proyecto que modifica la Ley de Tránsito y la ley N° 18.287 con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (boletín N° 10.125-15).



9) Proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (boletín N° 10.264-07).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los tres primeros comunica que aprobó las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley que autoriza erigir monumento “Tierra de campeones Estanislao Loayza y Arturo Godoy” en la comuna de Iquique (boletín N° 9.149-24) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.



2) Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Italiana sobre autorización para el ejercicio de actividad laboral de los familiares dependientes del personal diplomático, consular y técnico-administrativo de las Misiones Diplomáticas y Representaciones Consulares, suscrito en Roma, Italia, el 13 de diciembre de 2013 (boletín N° 9.887-10) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



3) Proyecto de ley que establece el Día Nacional del Yoga (boletín N° 9.695-29) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Salud.



Con el cuarto comunica que aprobó, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, el proyecto de ley que denomina “Aeropuerto Andrés Sabella” al actual aeropuerto nacional Cerro Moreno (boletín N° 8.107-04).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con el último manifiesta que aprobó el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas en la tramitación del proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín N° 8.207-07).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República para los efectos de lo dispuesto en el artículo 73 de la Carta Fundamental.



De la Excelentísima Corte Suprema:



Emite su parecer, conforme a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto que modifica la ley N° 20.084 en materias de procedimiento, medidas accesorias y determinación de las penas aplicables a los adolescentes infractores de la ley penal (boletín N° 10.263-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Adjunta resolución dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del inciso final del artículo 6° de la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria.



--Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República (S):



Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Senador señor García-Huidobro, copia de la investigación realizada acerca de conciliaciones suscritas por el Servicio de Salud de O’Higgins producto de negligencias médicas ocurridas en los últimos tres años.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo:



Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor Chahuán, en lo relativo a un eventual aumento de asignación presupuestaria para el Centro Interdisciplinario de Neurociencia de Valparaíso.



Del señor Ministro de Bienes Nacionales:



Responde petición de información, enviada en nombre de la Senadora señora Von Baer, respecto del destino del predio fiscal “Pellaifa”, comuna de Panguipulli.



Del señor Intendente de la Región de Atacama:



Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor Prokurica, en lo relativo a la construcción del Hospital Comunitario de Huasco.



Del señor Director de Relaciones Económicas Internacionales:



Atiende consulta, formulada en nombre del Senador señor Navarro, concerniente a las relaciones comerciales entre Chile y China.



Del señor Director Nacional de Gendarmería de Chile:



Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Senador señor De Urresti, copia del convenio de colaboración entre la municipalidad de Coquimbo y el complejo penitenciario de La Serena.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, adoptada en Doha, Qatar, el 8 de diciembre de 2012 (boletín N° 9.625-10) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Queda para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Ossandón, García-Huidobro, Guillier, Quinteros y Tuma, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 83 de la Carta Fundamental a fin de facultar a los alcaldes para deducir querellas por determinados delitos de alto impacto local, previo acuerdo del concejo municipal (boletín N° 10.316-06) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Dos del Senador señor Navarro con las que inicia igual número de proyectos de ley:



1) Con el primero modifica el artículo 12 de la ley N° 19.664 en lo relativo a los médicos que no cumplen su período asistencial obligatorio derivado de sus programas de especialización (boletín N° 10.318-11) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Salud.



2) Con el segundo modifica el decreto con fuerza de ley N° 340, sobre Concesiones Marítimas, para regular la extracción de agua de mar (boletín N° 10.319-12) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Zaldívar, para ausentarse del país a contar del 7 de octubre próximo.



--Se accede a lo solicitado.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta. 

)-------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, solicito que se fije un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que crea quince centros de formación técnica estatales (boletín N° 9.766-04), hasta el lunes 5, a las 12. Las Comisiones de Educación y de Hacienda, unidas, nos reuniríamos ese día a las 4 de la tarde.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo en tal sentido?



--Se accede a lo solicitado.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, pido que reconsideremos el proyecto ubicado en el lugar 15 de la tabla, sobre regulación de la actividad apícola.



Se acordó fusionarlo con otra iniciativa sobre la misma materia, pues se trata de ideas complementarias. Ya fue aprobado en general el primer proyecto y se encuentra en la Comisión de Agricultura. Y se está a la espera de que esta segunda iniciativa vaya al órgano técnico para debatir en general y en particular ambos proyectos. Por esa razón, solicito dar por hecha la discusión en general para los efectos de enviarla a la Comisión.



Pido, entonces, un acuerdo de la Sala en su oportunidad.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En su momento haremos la petición a la Sala.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, ¿cuál es el proyecto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se refiere al tema apícola. Las abejas son muy importantes para la polinización y otros aspectos.



En todo caso, no se ha adoptado ningún acuerdo todavía.

. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE CÓDIGO LABORAL EN MATERIA DE DECLARACIÓN DE TRABAJOS PESADOS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Letelier y de los entonces Senadores señores Gazmuri, Muñoz Aburto y Núñez, que modifica el Código Laboral en lo relativo a la declaración de trabajos pesados, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



--Los antecedentes sobre el proyecto (5.205-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Letelier, Gazmuri, Muñoz Aburto y Núñez).



En primer trámite, sesión 34ª, en 17 de julio de 2007.



Informe de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 11ª, en 21 de abril de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los principales objetivos del proyecto son los siguientes.



-Incorporar al Código Laboral un Título sobre los trabajos pesados que permita agilizar el procedimiento relativo a la declaración de trabajo pesado.



-Contemplar la unificación de criterios, por la autoridad competente, en materia de calificación de los trabajos pesados.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social deja constancia de que, no obstante tratarse de un proyecto de artículo único, lo discutió solo en general, acordando proponer a la Sala que adopte igual decisión, con el propósito de introducir los perfeccionamientos que sean necesarios durante la discusión en particular.



La referida Comisión aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Letelier.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en la página 6 del primer informe de la Comisión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, siempre que se pregunta en el ambiente laboral sobre cuáles son los trabajos pesados, hay una gran discusión acerca de qué manera se determinan y cuáles son ellos.



En realidad, hay una definición legal, y se consideran “trabajos pesados” aquellas labores cuya realización acelera el desgaste físico, intelectual o psíquico en la mayoría de quienes las realizan, provocando un envejecimiento precoz, aun cuando ellos no generen una enfermedad laboral.



No necesariamente tiene que ser un trabajo que produzca la muerte o que provoque, de alguna forma, un deterioro o una enfermedad laboral permanente.



Así, el artículo 2° del decreto supremo N° 681, de 1963, estableció que son trabajos pesados:



-Los que producen desgaste orgánico excepcional, por requerir esfuerzo físico excesivo.



-Los que se realizan sometidos, en forma habitual, a temperaturas bajas o excesivamente altas.



-Los que se ejecutan habitual o integralmente de noche.



-Las labores subterráneas o submarinas.



-Los que se desarrollan en alturas superiores a 4 mil metros de altura sobre el nivel del mar.



Pero, a la vez, deben haber sido incorporados a la Lista Oficial de Trabajos Pesados, elaborada por el Instituto de Previsión Social y la Comisión Nacional Ergonómica.



En nuestro país, las normas laborales sobre el trabajo pesado buscan proteger la integridad de los trabajadores en el desempeño de sus funciones, es decir, están dirigidas a la protección de estos. Es la Comisión Ergonómica Nacional, entidad autónoma y de conformación eminentemente técnica -creada por la ley N° 19.404, de 21 de agosto de 1995-, la encargada de la calificación de una labor considerada pesada, para la rebaja de edad legal que permita pensionarse por vejez.



Señor Presidente, según un informe de la Superintendencia de Pensiones de 2013, desde 1997 a 2012 la Comisión Ergonómica Nacional calificó 14 mil 113 puestos de trabajo a nivel nacional. De ellos, un 64,9 por ciento corresponde a casos aprobados (es decir, 9 mil 168 tienen la condición de trabajo pesado, calificados con una cotización adicional de 1 por ciento o de 2 por ciento); mientras, el 35,4 por ciento del total calificado ha sido rechazado en esa condición (esto es, 4 mil 945 puestos de trabajo).



Ese mismo informe señala que el año 2012, de 511 puestos de trabajo sometidos a calificación por la Comisión Ergonómica Nacional, 88 por ciento fueron aprobados como trabajo pesado (o sea, 450) y solo hubo 61 rechazados.



Señor Presidente, el proyecto que nos ocupa tiene como principales objetivos incorporar al Libro II del Código del Trabajo un título sobre los trabajos pesados que permita agilizar el procedimiento relativo a la declaración de trabajo pesado; flexibilizar las solicitudes que dan inicio al procedimiento de evaluación de trabajos que pueden llegar a ser considerados pesados, y, finalmente, unificar los criterios en materia de calificación de los trabajos pesados por la autoridad competente.



Me parece que esta iniciativa va en la línea correcta -y por eso en Renovación Nacional la vamos a apoyar-, ya que la actual normativa para calificar de pesada una labor perjudica fundamentalmente a los trabajadores que se desempeñan en la minería, donde muchos de quienes quieren cotizar por trabajo pesado hoy se ven imposibilitados de hacerlo.



Hay que tener en cuenta que la mayor cantidad de puestos de trabajo calificados como pesados se presenta en la actividad minera (explotación de minas y canteras; trabajo en fundiciones), en el transporte, en el almacenamiento y las comunicaciones, en fin.



Además, se trata de una materia sensible, por el significado que tiene el trabajo minero, en especial para regiones como la de Atacama, a la cual represento, que tanto aportan a nivel nacional a través de esta gran actividad, y también porque existe un importante número de trabajadores mineros que quieren cotizar por trabajo pesado para jubilar o pensionarse anticipadamente como retribución al mayor esfuerzo y desgaste físico o psíquico derivado de la actividad que realizan (debido al medioambiente, a la altura, etcétera) y que con la legislación vigente no lo pueden hacer.



Por todo lo anterior, me parece que este proyecto constituye un aporte al mejoramiento y fortalecimiento de la normativa sobre trabajo pesado de nuestro país.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La Mesa ha recibido una petición para abrir la votación.



¿Les parece a Sus Señorías?



Acordado.



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, este proyecto, conforme a lo que entiendo, apunta en un sentido correcto básicamente porque busca generar una interpretación más sabia de la ley con respecto a cuándo un trabajo se considera pesado.



Lo concreto es que hoy, al pedirse nominativamente la declaración respectiva a la Comisión Ergonómica Nacional, se producen de hecho situaciones que no son ideales, pues para algunos trabajadores su labor es considerada pesada, atendidas sus características, y para otros que hacen exactamente lo mismo se estima trabajo normal por no plantearse esa condición.



No es tan simple ver cuál va a ser la aplicación práctica de esta iniciativa. Pero a mi juicio está bien inspirada. Es sano que haya una normativa pareja para lo que se declara o no se declara trabajo pesado.



Me parece buena la lógica de flexibilizar las solicitudes que dan inicio a los procesos de evaluación de labores que pueden llegar a considerarse pesadas a partir de un porcentaje de trabajadores que representen al menos 5 por ciento de los que realizan la labor a la que se pretende dar esa calificación. Y estimo correcto que se unifiquen los criterios sobre el particular.



Se trata, pues, de un proyecto que apunta a generar mayor igualdad, una condición equivalente ante situaciones similares.



Ello, probablemente, es más fuerte en algunas labores de la minería, pero también tiene que ver con situaciones vinculadas a la agricultura o a otro tipo de actividades.



Ahora, debemos ver la aplicación práctica de lo que se plantea. Porque esto puede tener incidencia cuando se habla de cotizaciones, de la forma como funciona el sistema y de los costos de determinada actividad. Pero habrá que evaluarlo en su mérito, para precisar su dimensión.



Sí, me parece bien -y por eso voy a aprobar esta iniciativa- que se equilibren las normas.



Me ha tocado acompañar a trabajadores a la Comisión Ergonómica, que opera con una lógica compleja, y he observado que en ella hay una disparidad de interpretaciones, en función del momento o de la situación en que se presenta la solicitud para la declaración pertinente.



Lo razonable es que las reglas sean parejas para todos y que ante condiciones iguales de declaración existan condiciones iguales de previsión.



En tal sentido, entendiendo que se trata de un debate general y que, por lo tanto, habrá una discusión particular, me parece una buena idea avanzar legislando sobre esta materia.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, el proyecto de ley que ahora discutimos incorpora al Código del Trabajo un nuevo título, relativo a los trabajos pesados, facilitando con ello la posibilidad de solicitar la declaración de un trabajo como pesado y unificando los criterios respecto de la calificación -valga la redundancia- de trabajos pesados.



Resulta destacable que este título se incorpore dentro del Libro II del Código Laboral, referido a la protección a los trabajadores.



Los trabajos pesados se han desarrollado en Chile desde sus inicios, sobre todo en ámbitos como la agricultura, la construcción y la minería. Pese a ello, hoy no cuentan con ninguna mención dentro del principal cuerpo normativo llamado a regular el trabajo: el Código del Trabajo. En efecto, y tal como da cuenta la moción, su regulación se encuentra diseminada a lo largo de nuestra legislación en distintos cuerpos normativos.



Por ello, resulta loable la intención de los autores en el sentido de facilitar la solicitud de declaración de trabajo pesado a los trabajadores. Pero debemos ser claros en que este proyecto de ley solo facilita el acceso al procedimiento de declaración, sin regular el amplísimo espectro de materias vinculadas a los trabajos pesados.



Digo esto porque podría inducir a error incluir un título llamado “De los trabajos pesados” en el cual no se regulan estos sino la forma de solicitar la declaración respectiva.



En ese mismo sentido, sería conveniente refundir el nuevo título con el Título V del Libro II del Código del Trabajo, denominado “De la protección de los trabajadores de carga y descarga de manipulación manual”, labor que por definición es pesada. Se echa de menos el tratamiento de diversos asuntos vinculados. Por ejemplo, la prevención de riesgos, la sobrecotización acorde, el mejoramiento de las condiciones de trabajo y, en la medida de lo posible, la reducción cuantitativa y cualitativa de su existencia.



Tengo claro que varios de los aspectos que es necesario regular pueden exceder lo que buscan los autores de la moción, e incluso, requerir el patrocinio del Ejecutivo, por tratarse de ámbitos relacionados con la seguridad social.



Por lo mismo, quiero aprovechar la oportunidad para hacer un llamado al Gobierno a los efectos de, en lo posible, complementar este proyecto y hacerlo armónico con una regulación adecuada en un tema poco tratado: la labor en altura, que afecta principalmente a trabajadores de la minería de la región que represento. De esta forma, podremos dar una protección integral a dichos trabajadores, quienes sacrifican su salud por cumplir con su cometido día a día.



Votaré favorablemente este proyecto, señor Presidente.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, la calificación de trabajo pesado busca proteger con condiciones especiales a los trabajadores cuando su labor habitual puede generarles un daño físico.



Por lo tanto, creo que el proyecto que nos ocupa va en la dirección correcta.



Sus ideas matrices apuntan, en primer lugar, a “Incorporar al Código del Trabajo las principales normas que regulan dicha materia, porque con ello se logrará darle una mayor publicidad a la norma correspondiente, por el hecho de incorporarla al cuerpo legal más importante en materia laboral, y además, se corregirá un error que se ha mantenido en el tiempo, el cual es excluir de los temas netamente laborales el relativo a los trabajos pesados.”.



En segundo lugar, a “Flexibilizar las solicitudes que dan inicio al procedimiento de evaluación de trabajos que pueden llegar a ser considerados como trabajos pesados. El proyecto establece que cualquier organización sindical o grupo de trabajadores o trabajador que representen al menos el 5 por ciento del total de los trabajadores que realicen el trabajo que se pretende considerar pesado, puedan recurrir sin mediar formalidad alguna al organismo competente para solicitar la calificación de la respectiva labor como trabajo pesado.” (léase la Comisión Ergonómica o la Comisión de Apelación, según corresponda).



Y, en tercer lugar, a “Unificar los criterios respecto de la calificación de trabajos pesados. El proyecto dispone que ante trabajos de características idénticas o similares, desarrollados en condiciones también similares, el organismo competente, es decir, la Comisión Ergonómica Nacional o la Comisión de Apelaciones según corresponda, deberá declarar la calidad de trabajo pesado de dichas labores, en el evento en que alguna de estas labores haya sido calificada con anterioridad como de trabajo pesado…” (es decir, se establece el principio de que donde existe la misma razón debe existir la misma disposición). “Esta normativa pretende evitar que existan trabajadores cuyo trabajo no sea considerado pesado, no obstante, existan otros trabajadores que desarrollen actividades idénticas o similares, en condiciones parecidas o iguales, y reciban los beneficios de ser considerada su labor como trabajo pesado.”.



En definitiva, señora Presidenta, la moción avanza en la dirección correcta. Pero, dada las naturales limitaciones que tenemos como parlamentarios, yo entiendo que ella deja fuera un conjunto de elementos que a mi juicio debiéramos demandar de parte del Ejecutivo. 



Por eso, voy a concurrir con mi voto a favor. No obstante, creo que aquí se requiere pedirle al Gobierno que complemente esta iniciativa.



Por ejemplo, no parece adecuado que no se establezca algún tipo de consideración que dé cuenta de lo que ocurre en la Región del Biobío con los trabajadores del ámbito forestal. Ello constituye un elemento fundamental.



La Federación Nacional de Sindicatos de Trabajadores Forestales (FETRAFOR), de la comuna de Curanilahue, ha llevado una larga lucha, a través de sus dirigentes (Juan Fonseca y todo su equipo), para declarar el trabajo forestal como pesado. 



Cuántos trabajadores de empresas forestales o de empresas contratistas de las forestales sufren profundos daños en su salud derivado de las condiciones laborales. Además, al no estar considerado el trabajo forestal como pesado, no se obliga a los empleadores a adoptar medidas de resguardo para mantener la salud de sus trabajadores.



Insisto: creo que la moción va en el sentido correcto al establecer la posibilidad de flexibilizar la forma como los trabajadores, y a través de sus organizaciones sindicales, pueden solicitar la calificación de una labor como pesada.



También va en la dirección correcta en cuanto intenta incorporar el principio de que donde existe la misma razón debe existir la misma disposición y homologar situaciones similares, unas calificadas como pesadas y otras no. 



Pero, sí, creo que se requerirá el patrocinio del Ejecutivo para complementar esa importante modificación y así dar mejor cobertura a los trabajadores que realizan acciones que conllevan riesgo para su salud.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, estimados colegas, el origen de este proyecto, del que soy autor, es la provincia de Cachapoal (Región de O’Higgins), a partir de dos realidades. 



Primero, la realidad de miles de trabajadores de la gran minería que laboran en altura al interior de un yacimiento (algunos lo han hecho durante 20 años) para sus empleadores -o terceros, como se les dice-, que son empresas contratistas, sometidos a contratos que duran tres años.



Ese trabajo está calificado de pesado tratándose de quienes laboran para la empresa mandante: CODELCO.



En el caso de los trabajadores de empresas contratistas, la definición de trabajo pesado depende de la Comisión Ergonómica. Así, puede ser el sindicato o la Seremi del Trabajo quien inicie el procedimiento respectivo. Este se extiende por alrededor de dos años, que es normalmente la duración del contrato en las empresas contratistas.



Se trata de trabajadores que llevan 20 años al lado de otros trabajadores: unos, de la empresa principal: CODELCO; otros, de empresas contratistas. Estos últimos van cambiando de empleador o mantienen el mismo. Todos se hallan expuestos a silicosis o a otras patologías propias de trabajos pesados en las minas. Sin embargo, unos tienen el reconocimiento de trabajo pesado, y los otros, no, debido al procedimiento existente sobre la materia.



Eso ha llevado, no a una igualdad, sino a una desigualdad ante la ley.



La segunda realidad, señora Presidenta, es la de los trabajadores agrícolas, muchos de los cuales se encuentran sujetos a contratos por obra o faena que se renuevan cada cuatro años.



Su Señoría sabe que esta es una discusión que lleva años: desde que ambos éramos Diputados.



Por ejemplo, en el caso de un tractorista de planta, con contrato indefinido, su labor puede definirse como “trabajo pesado”. Pero tratándose del similar de una empresa contratista, o de un enganchador, o de alguien que fumiga con productos químicos de cuidado, en fin, no se reconoce la condición de trabajo pesado ni la de trabajo peligroso.



Ese es el origen de la moción que presentamos, señora Presidenta. 



En el fondo -no quiero entrar en el detalle del articulado-, con este proyecto se procura encontrar un mecanismo que agilice y flexibilice el procedimiento para solicitar la declaración de trabajo pesado y poner ciertos parámetros para que ella se determine casi automáticamente tratándose de ciertas actividades por todos conocidas.



Por supuesto, señora Presidenta, voy a aprobar la idea de legislar.



Debo recordar que este proyecto viene desde hace bastante tiempo. Fue patrocinado en su época por los Senadores -hoy exsenadores- Jaime Gazmuri, Pedro Muñoz Aburto y Ricardo Núñez. Entonces, en nombre de ellos también, pido que se apruebe en general, pues aborda una materia esencial para lograr trabajos decentes en nuestro país. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, en este país hay muchos aspectos en los cuales todavía estamos en deuda y no hemos avanzado lo suficiente.



En particular, hay un área que -yo diría- sigue estando muy deprimida, que carece de políticas específicas, que no ha sido objeto de adecuación ni de modernización, que abarca todo lo que tiene que ver con accidentes del trabajo y enfermedades profesionales. 



De hecho, aún en materia de accidentes tradicionales tenemos una legislación arcaica. Para determinar, por ejemplo, una enfermedad profesional se requiere un agente causal único, cosa que hoy no existe.



Las personas que presentan factores multicausales y, por ejemplo, sufren de lumbago no pueden establecer que esa es una enfermedad profesional, en circunstancias de que sí lo es.



Hoy existen muchas enfermedades, como la hipertensión arterial, que claramente tienen un antecedente multicausal (un conjunto de agentes las están generando). Pero como la ley señala que ha de haber un agente causal único muchas veces no son consideradas como enfermedades profesionales, cuando sí lo son.



Por lo tanto, debemos modernizar nuestra legislación laboral en materia de enfermedades profesionales y accidentes del trabajo.



No tenemos suficiente fiscalización en lo que respecta a accidentes del trabajo.



Cuando fui Director del Servicio de Salud Metropolitano del Ambiente (SESMA), me tocó iniciar las primeras políticas sobre accidentes del trabajo. Y como no había recursos, la que desarrollamos apuntaba solamente a fiscalizar los accidentes graves. Así, cualquier accidente que sufriera una persona y que tuviera como consecuencia una hospitalización o una cirugía lo considerábamos grave y se fiscalizaba. Porque no se podía fiscalizar todo tipo de accidentes.



Cada vez que se fiscalizaban esos accidentes observábamos que normalmente se trataba de los mismos que se producían en idénticas circunstancias, en las mismas máquinas, las cuales carecían de elementos de seguridad y de protección.



Y eso sigue siendo así.


En cuanto al trabajo pesado, pienso que este proyecto constituye un avance. 



Hay un conjunto de labores que deben considerarse trabajo pesado, pues tienen una relación causal directa con la aparición de enfermedades crónicas e incluso con la posible generación de accidentes.



Por consiguiente, creo que debemos aprobar esta iniciativa.



Sin embargo, ello no obsta a que sigamos en deuda. Se requiere una nueva política en materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, pero también, a mi entender, en el ámbito de los prestadores.



Las mutuales han cumplido una función importante en nuestro país. También los servicios de salud, cuando deben hacerse cargo de los accidentes del trabajo y las enfermedades profesionales. No obstante, es indudable que las mutuales requieren una readecuación muchas veces, por ejemplo, con recursos de los trabajadores se desarrollan actividades que nada tienen que ver con la finalidad para la que se crearon dichas instituciones, que se relacionan con los accidentes laborales y las enfermedades profesionales.



En todo caso, señor Presidente, valoro que aquí estemos dando un salto significativo en la dirección correcta.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (23 votos afirmativos y 1 pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Araya, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



No votó, por estar pareado, el señor Tuma.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde fijar plazo para presentar indicaciones.



¿Le parece a la Sala el 16 de noviembre, a las 12?


--Así se acuerda.
AMPLIACIÓN DE DONACIÓN CRUZADA DE ÓRGANOS ENTRE PERSONAS VIVAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi, que modifica la ley N° 19.451 para ampliar la donación cruzada de órganos entre personas vivas, con informe de la Comisión de Salud.


--Los antecedentes sobre el proyecto (10.009-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi):



En primer trámite, sesión 11ª, en 21 de abril de 2015.



Informe de Comisión:



Salud: sesión 32ª, en 7 de julio de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de esta iniciativa es ampliar las posibilidades de donación de órganos por la vía de incorporar la modalidad de donación cruzada, con el propósito de ofrecerles a la sociedad y a los pacientes la oportunidad de trasplante de órganos entre personas vivas en los casos de las personas relacionadas en que no existe compatibilidad entre el donante y el receptor, ya sea por poseer un grupo sanguíneo incompatible o por resultar negativo el examen de histocompatibilidad. Asimismo, dicha modalidad potencia la actividad de obtención de órganos para trasplantes al objeto de reducir los tiempos de espera y acortar la brecha entre la oferta y la demanda de aquellos.



La Comisión de Salud discutió este proyecto en general y particular, por ser de artículo único, y lo aprobó en general y particular por la unanimidad de sus miembros, Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán, Girardi y Rossi.



Dicho órgano técnico comunica que los Senadores señora Van Rysselberghe y señor Rossi adhirieron a la moción en informe y solicitaron inscribir sus nombres entre los de sus autores.



El texto que se propone aprobar se consigna en la página 20 del informe de la Comisión de Salud y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se solicitó abrir la votación.



¿Les parece a Sus Señorías?



Acordado.



En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, voy a comentar el sentido de la moción que presentamos.



Parto señalando que tiene un significado especial que nos ocupemos hoy en el proyecto originado por ella.



En efecto, el domingo último el Ministerio de Salud nos invitó a todos -a la sociedad chilena, al país completo- a iniciar una campaña para fomentar la donación de órganos, ámbito en el que muchas veces enfrentamos situaciones emblemáticas -prioridades nacionales, en fin- y ante las cuales, sin embargo, ha costado mucho generar un cambio que permita aumentar el número de donantes.



Al revisar los datos observamos que hubo una modificación importante de la ley, la que estableció la calidad de donante universal; es decir, todos los mayores de 18 años, una vez fallecidos, somos donantes de órganos, a menos que hayamos manifestado ante notario la voluntad expresa de no serlo.



Cabe recordar que, antes de la referida modificación, cuando uno iba a renovar su cédula de identidad señalaba si quería o no ser donante. 



Hasta esa fecha, 3 millones 800 mil personas -cantidad relevante- manifestaron que no deseaban serlo. Hay un registro de cerca de 4 millones de habitantes que expresan que no quieren ser donantes.



A eso se suma la negativa, en la mayoría de los casos, de la familia del fallecido a la donación de órganos, pese a que este manifestó en vida su deseo de ser donante.



Aquello tiene varias explicaciones. Muchas veces existe temor (generalmente infundado) o desconfianza en lo que implica ser donante. Ello, versus la posibilidad de entregar vida, que es lo que hay detrás de una donación.



Señor Presidente, además de sumarnos a la campaña a que se nos convocó, con el proyecto que nos ocupa estamos recogiendo la inquietud de varias personas -sobre todo de las afectadas por insuficiencia renal- que desean abrir la posibilidad, aparte la donación cadavérica -esta es la habitual, la que constituye prioridad; o sea, aquella en la que los órganos se extraen una vez que el donante muere-, a la donación entre personas vivas.



Nuestra legislación permite la donación entre vivos hasta el segundo grado de consanguinidad.



Pues bien: en muchas ocasiones ni el hermano, ni el papá ni el hijo con compatibles, pero sí existe otra persona que lo es.



Abrir la donación entre personas vivas es algo que no se ha hecho ni se va a hacer, porque implica una serie de riesgos; por ejemplo, el de tráfico de órganos.



Empero, hay una experiencia, que es justamente la que proponemos mediante esta iniciativa: la donación cruzada -se ha implementado en Francia, Estados Unidos, Reino Unido, España, Ecuador, Perú, etcétera-, que consiste en buscar parejas mutuamente compatibles.



Por ejemplo, si mi marido necesita una donación de riñón -en este caso es factible la donación entre vivos-, yo no puedo ser donante, pues no tenemos compatibilidad. Pero sí hay otra pareja, y yo soy compatible con el cónyuge y viceversa. Es decir, en forma cruzada, ambas parejas son compatibles.



Entonces, se hace un registro normado, justamente para aumentar la posibilidad de encontrar un donante vivo compatible. Ello permite una regulación que dé seguridad e impida el tráfico de órganos.



Esta es una iniciativa que recogí de los casos de varias personas -destaco el de una magallánica, Cristina Barría, quien además ha sido activa promotora de las donaciones, junto con la Asociación de Dializados y Trasplantados de Chile (ASODI)- que ven en ella, aunque no la solución total, al menos la ampliación de las posibilidades para acceder a un órgano y seguir viviendo.



En la actualidad, 1.825 personas esperan ser receptoras de un órgano. La mayor parte de ellas necesitan un riñón; están con diálisis, y el deterioro de su salud aumenta día a día. Y este proyecto les abre una alternativa.



Sobre todo, señor Presidente, queremos instalar una discusión bastante más favorable en torno a la donación de órganos; que despeje los temores; que nos permita poner sobre la mesa el valor de la solidaridad y el propósito de que la vida se prolongue aun en momentos de tanto dolor, como el que provoca la pérdida de un familiar, de un ser querido.



Insisto en que los datos demuestran las dificultades con que se encuentran quienes necesitan conseguir donantes de órganos.



Por eso, considero muy importante lo que pueda hacer cada uno de nosotros para reforzar el sistema existente. Tal vez habría que buscar medidas encaminadas a fortalecer los protocolos y los mecanismos con que se cuenta para obtener órganos.


Especialmente quienes representamos a regiones extremas vivimos aquello cuando existe la factibilidad de un donante y se requiere el traslado inmediato del órgano respectivo o de los especialistas idóneos para realizar el trasplante.



Por consiguiente, aquí no solo se trata de la legislación en proyecto, sino también de cómo perfeccionamos el sistema para que funcione mejor y permita revertir las tasas negativas existentes en la materia.



En 2010 la tasa de donantes efectivos por millón de habitantes era de 5,4; el año 2013 fue de 5,9.



Entonces, cuando uno revisa lo que hemos logrado culturalmente como país siente que hay un déficit y un espacio en el que, desde nuestra legislación, debemos contribuir para dar opciones a numerosas personas que en la medida que puedan contar con un donante compatible van a tener esperanzas de seguir viviendo.



Reitero que este proyecto no busca remplazar al donante cadavérico. Al contrario, procura ser una alternativa que amplíe las posibilidades de continuar con vida.



En los países donde se ha implementado dicha alternativa, en general funciona. También presenta ventajas en términos de cómo reacciona el receptor (muchas veces se trata de jóvenes) tras recibir un órgano y, asimismo, de las probabilidades de éxito del trasplante.



Reitero que lo más importante es de qué manera avanzamos hacia una sociedad que entienda que aquí se abre camino para ser efectivamente solidario y, a partir de un acontecimiento triste, de pérdida (el deceso de una persona), posibilitar que continúe la vida, vida que se multiplica más allá de la persona en la medida que los órganos donados pueden contribuir a sanar enfermedades y a dar esperanzas a familias que en algunas oportunidades hacen llamados dramáticos para conseguir un donante.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, la iniciativa que estamos discutiendo representa una oportunidad importante para responder a la extensa lista de espera para trasplante de órganos existente en nuestro país. Los más de 1.300 pacientes que figuran en ella obtendrán con este proyecto una alternativa real a su tan anhelada demanda.



La donación cruzada de órganos permite que una pareja de parientes con donante y receptor incompatibles entre sí done órganos a otra pareja de parientes en igual condición, y viceversa.



Con esto se amplían las oportunidades de obtener una donación, sobre todo teniendo en cuenta que a partir de donantes vivos se realiza 20 por ciento de los trasplantes en nuestro país.


Asimismo, el reglamento que establece las normas para la organización y funcionamiento de un registro de parejas donante-receptor facilitará la búsqueda de parejas biológicamente compatibles entre sí, aplicando criterios de priorización para la recepción.



Las experiencias internacionales en esta materia, especialmente en países como Francia, España, Estados Unidos y Reino Unido, demuestran que los resultados son positivos. Sin embargo, debemos reflexionar sobre estos efectos en el contexto chileno, tomando en cuenta los avances y las limitaciones de ellos.



Ante la ineficacia de la Ley del Donante Universal, con un rechazo de más del 50 por ciento de las familias a la voluntad de los pacientes, este proyecto se presenta como una alternativa relevante, pero no suficiente. Por ende, deberemos seguir trabajando a los efectos de mejorar las condiciones para provocar un aumento en la donación de órganos, sobre todo en el caso de la donación cadavérica.



Partir por una educación adecuada en esta materia para los ciudadanos es central a los efectos de mejorar la ley. Importa que los chilenos y las chilenas comprendan la urgencia y la generosidad existentes en el ámbito de la donación de órganos.



Empero, las limitaciones que hay actualmente para el aumento de los trasplantes no se extienden solo a materias de la ley universal, sino también a las condiciones materiales y humanas en que estas se desarrollan.


Sabemos que el número de profesionales de la medicina en nuestras regiones no es suficiente y que los recintos hospitalarios muchas veces no reúnen las condiciones mínimas para la implementación de este tipo de intervenciones.


Los equipamientos médicos para las cirugías y los medios para el traslado de órganos no se encuentran disponibles en todos los territorios.



Tampoco ayudan la situación de permanente crisis que parece afectar a la salud pública ni las deficiencias detectadas en los procedimientos aplicados en ciertos hospitales y que se han hecho públicas a partir de una auditoría practicada por la Contraloría General de la República.



Pero, sin duda, el mayor obstáculo lo representa la desconfianza predominante en la mayoría de los habitantes, la que afecta a todas las actividades, públicas y privadas.


No obstante, esa actitud, muy fuerte en nuestra cultura, y aún más en el actual contexto social, no es inmodificable.



Esta realidad puede y debe ser revertida.



Para ello se requiere una acción pública y privada coordinada, basada en la educación de las nuevas generaciones, en campañas de difusión con recursos suficientes y en una red de salud que actúe de forma impecable en todo el proceso de donación y trasplante, con protocolos rigurosos y con capacidad para actuar en todas las regiones de nuestro país de manera eficaz y oportuna.



Para tener resultados sustancialmente diferentes de los actuales, esta política debe ser una prioridad de país.



La ley en proyecto, que permite la donación cruzada de órganos, probablemente tendrá resultados acotados. Pero así sean unos pocos los casos que puedan resolverse mediante esta vía, la iniciativa valdrá la pena.



Por eso, voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Gracias, don Rabindranath Quinteros, Senador por la Región de Los Lagos.



Continuaremos con dicha Región, pues intervendrá el Honorable señor Moreira.



Vecina de la Región de Aisén, por cierto: esa es la principal característica de la Región de Los Lagos.



La Región de Aisén tiene más lagos que la de Los Lagos y más ríos que la de Los Ríos. ¡Por si Sus Señorías no lo sabían...!

El señor MOREIRA.- ¡Y también tiene mucha reineta…!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, yo solo voy a decir algunas palabras sobre este proyecto de ley, que aborda una materia bastante sensible e importante para los chilenos, y especialmente para aquellos que gracias a un órgano donado pueden continuar viviendo.



En nuestro país hemos tenido casos muy emblemáticos, que han estremecido a la sociedad.



Quiero recordar que, hace ya varios años, con algunos Diputados presentamos en la Cámara Baja una serie de proyectos precisamente para que fluyera la donación de órganos; por ejemplo, el atinente a donante universal, en fin.



Se ha ido avanzando en la materia, pero no como uno quisiera.



Según se expresó, el objetivo de esta iniciativa es “ofrecer a la sociedad y a los pacientes la posibilidad de trasplante de órganos entre personas vivas, en aquellos casos de personas relacionadas en que no existe compatibilidad entre el donante y el receptor, ya sea por poseer un grupo sanguíneo incompatible o por resultar negativo el examen de histocompatibilidad. Asimismo, esta modalidad potencia la actividad de obtención de órganos para trasplantes, con el objeto de reducir los tiempos de espera, y acorta la brecha entre la oferta y la demanda.



El proyecto apunta a permitir que un donante y un receptor, quienes pueden ser familiares o pareja y resultar incompatibles, efectúen una donación cruzada con otra pareja en las mismas circunstancias, siempre y cuando no se conozcan entre sí y exista voluntariedad.



Hoy en día solo se puede realizar una donación directa a un receptor que sea consanguíneo o cónyuge, lo que implica que, en caso de incompatibilidad, es posible contactar a una familia en la misma condición.



Es importante consignar que en la moción se afirma que el trasplante será una necesidad creciente en el futuro próximo, como alternativa de sobrevida o una opción para quienes anhelan mejorar la calidad de su existencia y recuperar la autonomía requerida para reinsertarse en la sociedad.



Si bien en nuestro país se ha legislado con la intención de aumentar la disponibilidad de órganos para trasplantes, ella resulta claramente insuficiente, por lo que hemos podido ver, ante las crecientes demandas de la población.



La ley N° 20.673, del donante universal, realizó una contribución al establecer que todos los mayores de dieciocho años pasaban a ser donantes una vez fallecidos. Sin embargo, tres millones novecientas y tantas mil personas se han inscrito como no donantes en los últimos años. Es decir, el espíritu del cuerpo legal no dio los resultados que hubiéramos querido. De ese total, solo nueve mil quinientas treinta han manifestado su voluntad ante un notario, como lo exige dicha normativa.



Además, se vive un período de adaptación en el cual la conducta no ha variado, ya que la familia tiene la última palabra y se encuentra en un momento de fragilidad emocional en el minuto de ser consultada. Según la presidenta de la Corporación del Trasplante, gran parte de la tasa de donación se debe al rechazo que se manifiesta. La negación es alta -del cincuenta por ciento, aproximadamente- y se ha mantenido históricamente, sin que haya sido posible bajar la cifra en todos estos años. Un cambio es algo que supone educar a la población, porque las familias se pueden negar aunque la persona sea donante.



Chile se halla lejos de ser un innovador en la materia: se registran siete donantes por cada millón de personas, cifra muy distante de países como Uruguay, con veinte; Argentina, con veinticinco, o España, con treinta y seis. Exhibimos las menores tasas de donación en el Cono Sur.



Creo que el proyecto apunta en el sentido correcto. Ahora, los resultados vamos a verlos en el tiempo.



Otro dato importante: según una publicación de la Corporación Mater, mil trescientas setenta personas se hallan en la lista de espera para recibir un órgano, de las cuales mil ciento ochenta y seis aguardan un riñón; ciento treinta, un hígado; cuarenta y cinco, un pulmón, y nueve, un corazón.



A pesar de que la modalidad médica de que se trata es inédita en Chile, lleva más de una década realizándose en Estados Unidos, España, Holanda, Canadá, Reino Unido y Australia. De hecho, el primer reporte de un intercambio de donante vivo para trasplante renal fue en 1986 en el primero de esos países.



Nuestra tasa de donantes es de siete -repito- en un millón de personas. España es un líder mundial en la materia, creciendo el número año a año, pese a que disminuye la población, ya que el sistema funciona bien y otorga confianza. Su Organización Nacional de Trasplantes se ha encargado de capacitar a los especialistas.



Argentina, por su parte, encabeza las cifras en la región.



Pero estamos en Chile, donde tenemos que desarrollar los mayores esfuerzos a través de políticas públicas de salud que permitan incrementar la donación de órganos. Y la iniciativa en debate, que es muy importante, precisamente se traducirá en ampliar las posibilidades al incorporar la modalidad cruzada.



Es un camino muy compatible con la legislación vigente, para ir buscando la forma de incentivar el que las familias le pierdan el miedo a decir que sí cuando uno de sus miembros fallezca y estén dispuestas a la donación, en el entendido de que la generosidad hará posible mantener muchas vidas. Y no se tendrá que estar viendo en televisión, muchas veces, el grito desesperado de parientes, de madres, de padres, que piden un donante para poder salvar a un niño, a una mujer, a un joven.



Por eso, hacemos un llamado a votar a favor de la normativa propuesta y a seguir incentivando estas políticas públicas de salud. Cabe pedirle al Estado, al Gobierno, que busquemos otros mecanismos que puedan ser más expeditos. Y, a través de proyectos comunicacionales de difusión, conviene generar un incentivo y un cambio de hábitos, así como del aspecto cultural de temer a que un familiar entregue un órgano vital para la sobrevivencia.



Este es un llamado a la vida, a legislar en asuntos que no suelen, a veces, salir en las primeras páginas de los medios de comunicación. Mas estas son las iniciativas importantes en la materia y que contribuyen al bien común y a lograr que otros puedan prolongar su existencia.



En consecuencia, voy a votar a favor, ya que el texto sigue la línea correcta y resulta positivo, y espero que junto a otros podamos seguir avanzando.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, la donación de órganos representa, evidentemente, un desafío relevante para nuestra sociedad, porque muchas personas podrían salvar sus vidas si pudieran recibir aquel que necesitan.



En este momento, varios niños, entre seis y catorce años, se hallan en espera. Y si no consiguen el requerido van a tener el mismo destino que Felipe Cruzat, que hace algunos años falleció aguardando un corazón.



Eso dio origen a una ley, de la cual soy uno de los autores, que importó una reforma profunda en la concepción y la estrategia para enfrentar la donación. Antes, para verificarla, era preciso ir a una notaría y expresar la voluntad en tal sentido. Hoy día, con el cuerpo legal que implementamos y aprobamos en el Congreso, se es donante desde el nacimiento. Y se puede renunciar a tal condición, pero todos somos solidarios, somos provida, por el solo hecho de haber nacido en nuestro territorio y ser chilenos.



Despachamos una reforma adicional para que quien quisiera desestimar dicha calidad tuviera que ir a una notaría a fin de cumplir un trámite que lo obligara a cierta reflexión.



A pesar de ello, la tasa de donantes no ha aumentado en forma significativa. Como se ha dicho acá, Chile registra, a pesar de contar con una legislación adecuada, una cifra muy por debajo de las de otros países. Y eso significa cientos de personas postergadas, condenadas a sufrimientos dramáticos.



Ahora, este no es solo un problema legislativo. Soy coautor de la moción acerca de la donación cruzada entre personas vivas, con un conjunto de resguardos. Creo que eso ayuda. Pero es evidente que el espacio de una mayor posibilidad no dice relación con el donante cadáver. Porque a veces se incurre en una equivocación: no se obtiene un órgano de un fallecido, sino de alguien con muerte cerebral, pero con latidos. Por lo tanto, debemos disponer de una infraestructura adecuada para poder enfrentar la situación y de un sistema de procura.



Inicialmente, cada vez que haya una probable y lamentable muerte cerebral es necesario que una alerta advierta a la estructura de rescate. ¿Por qué? Porque se requieren un neurólogo e implementos para el diagnóstico, y establecido este último, un equipo de cirugía, con anestesista y cirujano. Después es preciso derivar el órgano -no contamos con un avión dedicado a ese efecto- y realizar estudios de histocompatibilidad, que son complejos.



Si de verdad registráramos treinta y tantos donantes por millón de habitantes, como España, no podríamos cumplir con el objetivo de que se trata, por no existir la infraestructura respectiva a lo largo de todo el país.



En consecuencia, diría que en Chile la legislación está. Tenemos que abocarnos al mecanismo de procura.



En seguida, es preciso emprender una gran campaña de educación y de toma de conciencia.



La ley que elaboramos es de un donante y un receptor universales. Nunca cabe olvidar que el primero puede pasar a tener también la otra calidad.



Con algunos parlamentarios incluso discutimos sobre una norma en el sentido de que, tratándose de dos personas en igualdad de condiciones para ser receptoras, se iba a privilegiar a la que era donante. En realidad, ello difícilmente puede ocurrir, pero era justamente para dar la señal de que es preciso favorecer la solidaridad.



El asunto que nos ocupa dice relación con esta última, pero se necesita construir una política y una campaña. Porque, ¿qué ocurre en la realidad? En la práctica, las personas quieren ser donantes: manifiestan su voluntad en tal sentido o no renuncian a tal condición. Pero ocurre algo dramático. Cuando finalmente se declara la muerte cerebral y el equipo médico les dice al padre, a la madre, a la familia, a los hermanos: “Su ser querido dejó establecido que quería ser donante”, es muy difícil, a pesar de existir el sustento legal para poder hacerlo, extraer un órgano en contra de la voluntad de ellos. Aunque la ley dispone priorizar la determinación de quien se encuentra con muerte cerebral, si fue manifestada, es difícil que un equipo de salud pueda violentar la decisión negativa de los más cercanos.



Por lo tanto, esta es una cuestión propiamente cultural, de educación, de toma de conciencia. Es ahí, entonces, donde me parece que hemos de hacer un gran esfuerzo.



¿Es preciso aprobar el proyecto de ley de donación cruzada? Sí. Ello resulta evidente, porque ayuda. Pero el esfuerzo principal radica en los otros aspectos. Tiene que existir una política fuerte, sólida, de procura y llevarse a cabo una campaña muy potente a lo largo de todo Chile, con una enseñanza a los niños desde el colegio, a los padres, a las madres, para que en el país exista conciencia de que esta es una sociedad provida y termine el conjunto de mitos de que se robarán los órganos, se sacarán las córneas y se verificará un tráfico. ¡Eso no es así! Pero es algo que requiere ser construido de abajo hacia arriba, como un proceso educativo. A mi juicio, lo que falta es eso.



Esta es la razón por la cual el fin de semana recién pasado se dio inicio, con la Ministra de Salud, a una campaña en los medios de comunicación que justamente pone el acento en la educación y el cambio cultural, que es lo que Chile necesita. Se trata de avanzar hacia una cultura de solidaridad, hacia una cultura pro vida, y salir del individualismo, que muchas veces nos ahoga, del cual somos rehenes y que nos impide mirar hacia el lado. Creo que este tal vez es el mayor desafío que tenemos por delante.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la donación de órganos es, sin duda, muy loable. Recordando al papa Juan Pablo II, cabe subrayar que dar vida después de la vida constituye realmente un compromiso de todos quienes sienten algún tipo de solidaridad por otros seres humanos.



Lamentablemente, parece que en Chile incluso desbordamos cualquier tema dictando cuerpos legales, y, como lo han planteado diversos señores Senadores, la situación no puede ser peor en la materia de que se trata.



En enero de 2010 se promulgó la ley N° 20.413, que supuestamente iba a resolver, si uno lee los informes o documentos pertinentes, la generalidad de los aspectos involucrados, pues se instauró el concepto de “donante universal”: todo mayor de 18 años se convierte automáticamente en uno de ellos, salvo que haya manifestado expresamente su oposición al momento de renovar su carné de identidad o su licencia de conducir, o de realizar algún trámite legal.



La finalidad principal era facilitar la donación y los trasplantes. Sin embargo, mil 825 personas esperan un órgano en la actualidad, de las cuales siete se encuentran con urgencia nacional, cuatro de ellas menores de edad, por desgracia.



Según las cifras entregadas por el Ministerio de Salud y el Instituto de Salud Pública sobre donantes y trasplantes desde 2000 a 2014, en Chile se realizan anualmente, en promedio, 316 de estas intervenciones, en tanto que los donantes llegan apenas a 125, poco más de un tercio.



Desde el año 2000 a la fecha se han llevado a cabo 4 mil 744 trasplantes, pero solo mil 879 personas han aportado órganos. La cifra máxima, en los últimos quince años, se dio en 2006, con 379 casos, seguido de 2014, con 342.



Nos hallamos muy lejos de otros países en donde la gente realmente practica la solidaridad con quien padece una enfermedad que puede acarrear una mala calidad de vida e incluso llevar a perderla. Algunos no son capaces de entregar órganos al momento de fallecer o también mientras viven.



Si bien voy a votar a favor del proyecto, estimo que la solución, como siempre, es el camino largo. La del camino corto es presentar una iniciativa, tramitarla y concluir: “Bueno, ya hemos resuelto el problema, y que la cuestión se arregle por su cuenta”.



Deseo consignar que las cifras demuestran que nos hallamos frente a un tremendo fracaso, a pesar de las leyes que hemos dictado y de que se han dado algunos pasos significativos. En la Administración del Presidente Piñera se registraron avances importantes en un área que algunos de los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra han mencionado, en el sentido de que en los hospitales públicos y el sector privado existan infraestructura, médicos y personal preparado cuando alguien quiera ser donante y se precise efectuar un trasplante o realizar los trámites necesarios según el lugar en que haya fallecido una persona. Porque creo que, muchas veces, la burocracia “se come” el asunto y no se sabe alertar en el momento específico.



Me pronunciaré -repito- por la aprobación, pero deseo exponer claramente que la cruzada por la movilización para que los chilenos puedan ser donantes, entregar vida después de la vida y contribuir, en algunos casos, a que otras personas logren una mejor calidad de la propia, es la vía de la educación, la del camino largo, la de poner recursos reales a disposición de una causa verdaderamente muy noble.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quisiera ser muy breve.



Considero que el problema de la donación de órganos en Chile refleja una debilidad muy importante en materia de solidaridad. Son pocas las personas disponibles para donar y la proporción, en relación con otros países, nos deja en una situación francamente mala. Nuestra tasa es de siete por cada millón de habitantes, en circunstancias de que en Uruguay es de veinte; en Argentina, de veinticinco, y en España, de treinta y seis.



Y esta es una realidad que afecta la vida de muchos chilenos.



Según una publicación de la Corporación MATER, existen 1.370 personas en lista de espera para recibir un órgano, y resulta que el número de trasplantes que se pudieron hacer el 2014, con 119 donantes, favoreció solo a 342 personas. 



Es decir, se hicieron 342 trasplantes, pero con 119 donantes. 



Y esta situación no se ve que mejore. El número de trasplantes que se han efectuado a septiembre del 2015 alcanza a 235, 15 menos que los que se habían hecho a la misma fecha del año pasado, que llegaban a 250.



Esa es, en dos palabras, la razón fundamental por la cual toda iniciativa que promueva la donación de órganos, posibilitando con ello el trasplante, para así favorecer la vida, es muy importante.



El proyecto en examen tiene un objetivo muy simple, que es permitir la donación cruzada de órganos entre personas vivas, lo cual es una ayuda para asegurar que este proceso siga avanzando, dando nuevas y mayores facilidades.



Experiencias en otros países, como Argentina, han demostrado que esto favorece y amplía las posibilidades de donación. Por lo tanto, tenemos que dar todo nuestro apoyo para que esta iniciativa se convierta en ley lo antes posible.



Por tales consideraciones, señor Presidente, voto que sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación. 


--Se aprueba en general el proyecto (26 votos a favor y un pareo); no habiéndose presentado indicaciones se aprueba también en particular y queda despachado en este trámite.



Votaron a favor las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


No votó, por estar pareado, el señor Tuma. 

)--------------(

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, me interesa saber si vamos a poder ver hoy el proyecto de autoría del Senador Larraín, relativo a la así llamada “ley del saco”. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí, señor Senador; es el que viene a continuación. Se tratará de inmediato. 

El señor LETELIER.- Muchas gracias. 

REDUCCIÓN DE PESO DE CARGAS DE MANIPULACIÓN MANUAL

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Larraín, García-Huidobro y Orpis, en primer trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo para reducir el peso de las cargas de manipulación manual por parte de los trabajadores, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (8.511-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 41ª, en 14 de agosto de 2012.



Informes de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 55ª, en 10 de septiembre de 2013.


Trabajo y Previsión Social (segundo): sesión 37ª, 22 de julio de 2015.



Discusión:



Sesión 62ª, en 9 de octubre de 2013 (se aprueba en general).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión consigna que el Senador señor Allamand manifestó su adhesión a la iniciativa, por lo que se acordó solicitar a la Sala que sea considerado como autor de ella, en conjunto con los señores Senadores ya individualizados.



La iniciativa en discusión fue aprobada en general en sesión de 9 de octubre del 2013.



En el informe se deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



La Comisión efectuó una enmienda al proyecto de ley aprobado en general, consistente en reemplazar el artículo único por dos preceptos, la cual fue acordada por unanimidad, por lo que debe ser votada sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnarla o existieren indicaciones renovadas. 



Dicha enmienda dice relación con fijar la carga máxima de manipulación manual en 25 kilos, sin distinguir la frecuencia de la acción, y en establecer el período de un año para la entrada en vigencia de la nueva disposición.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado en que se transcriben la modificación introducida por la Comisión y el texto como quedaría al aprobarla.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



¿Le parece a la Sala que abramos la votación respecto a la enmienda que se propone por unanimidad?



Acordado. 



En votación.



--(Durante la votación).       

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, este es un proyecto muy sencillo, que nace de la experiencia de visitar distintos molinos de mi Región, donde conocí numerosas personas que sufrían de dolencias lumbares, de problemas en la columna y de distintas dificultades. Inquiridos por mi parte dichos trabajadores y los administradores de esos molinos, me señalaron que todo ello tenía que ver con el exceso de carga que habían debido sobrellevar a lo largo de la vida. 



Eso nos llevó a estudiar el problema de cuál es la carga máxima razonable que deben sobrellevar las personas en forma individual cuando no hay posibilidades de hacerlo a través de maquinaria especializada en la materia. Y, por razones de la situación médica, de salud en el ámbito laboral y de la experiencia internacional, todas las cuales constan en el informe del proyecto, decidimos proponer esta norma de 25 kilos como carga máxima a sobrellevar.



Inicialmente habíamos planteado una carga variable que pudiera, en situaciones circunstanciales, modificarse. Pero en la Comisión, con los informes que nos hizo llegar el Ministerio del Trabajo, pudimos concluir que no era conveniente ni se necesitaba una norma distinta. Por lo tanto, había que suprimirla. En ese sentido, todo llevó a una sola norma: que el peso máximo sea de 25 kilos por persona.



Es evidente que esto provoca en el trabajador una situación muy razonable desde el punto de vista de su salud. Y por eso lo mantenemos con entusiasmo.



Sin embargo, también advertimos que esta disposición va a significar en muchos ámbitos cambiar algún tipo de formas de ensacar, de envasar o de definir contenidos que, desde un punto de vista industrial, tendrán que ser modificados. Hoy día hay muchos objetos que pesan más de 25 kilos y que son transportados habitualmente en distintos ámbitos, como en el agrícola, por ejemplo, pero no solamente en ese. De ahí que se haya pensado en una prórroga de su vigencia por un año, de manera que el sector industrial, el sector envasador o todos los que producen empaques o tienen maquinarias para obtener este tipo de soluciones, tengan tiempo de transformarse y adaptarse. Creemos que un año es más que suficiente, y por eso hemos convenido en esa norma, que está contenida en el artículo 2° del proyecto. 



Por todas estas consideraciones, la Comisión aprobó esto.



Había una solo una duda: si sería necesario que se dictara o se comprometiera un reglamento en esta materia. 



El Coordinador Legislativo del Ministerio, don Francisco del Río, nos planteó que ese reglamento existe y que, por lo tanto, los cambios para la implementación o para la forma como se debería regular y precisar en cada caso están dados ya por un decreto que habrá que modificar para asegurar que esta norma se pueda implementar debidamente.



Esa materia, que había quedado de presentar el Ejecutivo, la informo porque se despejó desde el momento en que se descubrió que existe el reglamento y que, por lo tanto, no es necesario dictar uno nuevo. Solo se debe cambiar el guarismo de “50”, que es el que existe hoy día, a “25”.



La Comisión de Trabajo aprobó el proyecto en forma unánime, cuestión que agradezco. Cabe recordar que lo presentamos junto con los Senadores García-Huidobro y Orpis, y creemos que es un aporte, sobre todo para los trabajadores que han debido sufrir en carne propia, durante largos años de su vida, la obligación de llevar cargas pesadas, lo que les ha significado detrimentos muy fuertes e importantes a su salud.



Por estas razones, señor Presidente, anuncio mi voto favorable a esta iniciativa.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, este es un proyecto de ley que sin duda cuenta con toda nuestra aprobación.



Sin embargo, parlamentarios que somos de zonas agrícolas estábamos comentando que puede presentarse un problema, no en cultivos como el de la papa -el saco de papas puede hacerse de 25 kilos- o de cualquier otro producto de ese tipo, pero sí en el caso de los fardos. Porque lo que dicen los campesinos -no los grandes propietarios- es que las máquinas para enfardar hacen que el fardo sea de 30 kilos. O sea, tendría que procederse al cambio de la maquinaria o adaptarse -no sé; no soy experto en eso-, de tal manera de poder dar una salida.



Y no basta un año. Porque esto afecta sobre todo al pequeño campesino. El gran campesino puede comprar una grúa horquilla y utilizarla. Pero al que moviliza 300, 400, 500 sacos, si requiere dos personas para transportar un saco de 30 kilos, los costos se le vuelven imposibles.



Entonces, hay que ver cómo compatibilizar una cosa con la otra. 



Yo estaba dándole vueltas al asunto. No sé si acaso podríamos abrir un plazo de indicaciones para los efectos de buscar una fórmula de transición o aprobar una disposición que diga, a continuación del artículo 1°, que un reglamento, en los casos en que fuera preciso y necesario -habría que darle forma-, determinará un proceso de adaptación de mayor tiempo.



Habría que buscar alguna solución.



Yo creo que debemos aprobar esta iniciativa, sacarla adelante. Pero también tenemos que actuar un poco con la realidad, que no afecta -insisto- al gran agricultor, que tiene maquinaria, sino más bien al pequeño y al mediano, que se van a ver forzados a adaptar -no sé cómo- su maquinaria.



Ese es el tema.



Yo no soy experto. A lo mejor habría que consultar esta materia, en forma muy puntual, como para darle una solución, de manera que realmente esta iniciativa de ley logre el objetivo que se propone y con el cual estamos todos de acuerdo.



Gracias, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero recordar que estamos en el segundo informe de la Comisión.


Tiene la palabra el Senador señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, esta es una discusión en particular y quiero decir que efectivamente aquí hay necesidad de adecuar una cultura respecto al trabajo.



El Senador que me antecedió en el uso de la palabra apuntó un ejemplo: los fardos. En adelante, las enfardadoras -creo que así se les dice- deberán tener un acoplado detrás de ellas, como se hace en otros países, para que los fardos caigan directamente a él y no haya esfuerzos. O habrá que encontrar la forma de hacer fardos más chicos. O -tercera alternativa- se tendrá que buscar la manera de que no sea una persona la que cargue. Porque esto tiene que ver con la carga y el peso que sobrellevan los trabajadores.



El problema también se va a presentar en los aeropuertos si las maletas pesan más de 23 kilos. O en objetos de tamaño distinto. Es un proceso.


Por eso parto con esta reflexión. Porque, incluso en las actividades frutícolas, cuando se lleva la escalera y el capacho lleno se están cargando más de 25 kilos. Y esto lo hacen no solamente hombres, sino también mujeres, y hay normas especiales para que sea un peso incluso menor.



Señor Presidente, quiero plantear mi apoyo a la reducción del peso y al período de transición propuesto para adecuar esta norma. Va a  ser un cambio cultural. Y va a ser un cambio industrial, porque los sacos -al Senador Larraín lo motivó el problema de los molinos- van a tener que cambiar de tamaño.



Vamos a darles un tiempo para que puedan usar los que tienen en stock, en bodega.



Pero esto también va a afectar a otros sectores.



La pregunta es qué queremos cuidar. Porque el objetivo que perseguimos es hacer compatibles la salud humana, el trabajo decente con el desarrollo productivo del país. Compatibilizar estos conceptos es complejo, y lo reconozco.


Antes no solo se cargaban sacos de 50 kilos...

El señor PROKURICA.- ¡De 80!
El señor PÉREZ VARELA.- Así es.

El señor LETELIER.- ¡Y de a dos sacos de 80 kilos!


Y quienes somos de zonas de desarrollo minero hemos visto, incluso, situaciones más duras.



Esto tiene que ver con la evolución humana. No puede ser que el trabajo dañe tanto la salud que genere patologías irreparables.



El proyecto en votación es muy coincidente con el que discutimos antes sobre trabajo pesado. Los dos apuntan a la necesidad de que logremos trabajo decente.



Quiero, sí, afirmar que el peso que hemos fijado es arbitrario. ¿Por qué 25 y no 30? ¿Por qué 25 y no 23, que es el peso de las maletas en los aeropuertos?



En todo caso, cualquier cifra que uno fije es un estándar general. Otros países no usan kilos, sino libras. 


Lo importante es que estamos avanzando en una dirección muy importante de respeto a la dignidad y a la salud de los trabajadores.



Y espero que en lo futuro logremos avanzar en otra materia que tiene que ver con los trabajos de movimientos repetitivos.



Yo represento una zona, junto con otro Senador, donde está la principal producción de carnes blancas del país, y en particular donde se ubican los mataderos. La cantidad de personas que tienen daños en su cuerpo (tendinitis) producto del manejo de los cuchillos en los mataderos es dramática. Genera, si no hay una rotación adecuada, la deformación del músculo, a tal punto que pierden el uso de una extremidad. Y ello ocurre porque no está bien regulada esta materia y porque el movimiento repetitivo y de cierto estrés muscular genera grandes daños.



Este proyecto, que tiene que ver con el peso, con la así llamada “ley del saco” en su tiempo, apunta en la dirección correcta.



Voto a favor, señor Presidente, anunciando que vamos a impulsar iniciativas sobre otros temas que también se relacionan con la salud y el trabajo, que debemos hacer compatibles.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero agradecer al Senador Larraín por haberme invitado, junto al Senador Orpis, a participar en este proyecto, que encuentro absolutamente necesario y muy realista, sobre todo porque se preocupa de la salud de nuestros trabajadores.



Se considera que existe un nexo causal entre los trastornos musculoesqueléticos -como se los llama- y el esfuerzo físico realizado durante la actividad laboral. Las dolencias o lesiones que afectan a los músculos, a los tendones, a las articulaciones, a los ligamentos y a los huesos están causadas principalmente por un esfuerzo mecánico excesivo de las estructuras biológicas del cuerpo humano, siendo una de las principales causales de dichos problemas el levantamiento de cargas pesadas.



Muchas dolencias lumbares existen, justamente, por mal movimiento o por la carga excesiva que han debido sobrellevar los trabajadores.


Tal como lo señaló el Senador que me antecedió en el uso de la palabra, originalmente los sacos eran de 80 kilos. Y me recuerdo que había competencia por ver quién cargaba más.


Después se bajó el límite a 50 kilos, lo que fue un avance importante.



Pero hoy día, la información de que disponemos en materia de salud a nivel mundial nos indica que esto provoca numerosas dolencias en la columna.



Por eso, señor Presidente, creo que es muy importante aprobar este proyecto. 


Quiero rescatar lo que ha manifestado el Senador Zaldívar respecto de los fardos. Efectivamente, es una situación compleja y yo espero que en la Cámara de Diputados -porque ya estamos en la discusión particular- se presente una indicación que fije un plazo más largo, que permita la adaptabilidad.



Bien se decía que hoy día en los campos grandes hay fardos que llegan prácticamente a los 500 kilos, y todo es mecánico. Pero los pequeños agricultores utilizan las enfardadoras tradicionales, que producen fardos de 30 kilos. 



El trabajo de enfardar pasto no es permanente, sino que solo se da cuando se cosecha. Y eso lo contemplaba el texto original, en que se aceptaban hasta 38 kilos.



Por eso sería importante aprobar este proyecto en el Senado, para que la Cámara de Diputados pudiera introducir esa enmienda y después en la Comisión Mixta se llegara a un acuerdo con el fin de que sea una realidad y no se afecte, fundamentalmente, a quienes tienen menos recursos en la agricultura, los más pequeños, que no pueden cambiar una enfardadora. Hoy, su valor es superior a los 20 millones de pesos. Y para un pequeño agricultor no es cosa de cambiarla de la noche a la mañana.



Creo que el detalle está ahí. Por lo tanto, sería importante aprobar el resto de los temas. El hecho de que los sacos lleven la mitad del peso de lo que llevan en la actualidad significa que habrá mayor cantidad de sacos. Pero las personas sufrirán menos y no tendrán los problemas de salud, fundamentalmente a la columna, que afectan a muchos trabajadores y extrabajadores que hoy están jubilados.



Por ello, felicito nuevamente al Senador Larraín. Pienso que estamos ante un gran proyecto, y con gusto lo hemos acompañado con el Senador Orpis.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, me adhiero al respaldo a esta iniciativa, que tiene como objetivo humanizar especialmente las labores agrícolas, sin perjuicio de otras, en relación con el peso de las cargas que deben transportar quienes laboran en este tipo de faenas.



Me he animado a intervenir para apoyar la opinión que dio el Senador Zaldívar en orden a que hay un efecto que se va a producir en los pequeños productores.



Yo represento a la Región de La Araucanía. Allí hay grandes productores que lo hacen muy bien, que exhiben altos rendimientos. Sin embargo, esto de los fardos es un tema que va a afectar principalmente a los pequeños, porque los grandes poseen maquinaria para mover ovillos de hasta 2 metros y sobre 200 kilos. Por lo tanto, está contemplado que tal labor se efectúe con maquinaria y hoy se hace de esa forma. 



Este proyecto no les va ni les viene a los sectores productivos que operan de ese modo, pero sí a los pequeños productores y comunidades indígenas, que emplean máquinas prácticamente hechizas que deberán adecuar. Eso tiene un costo y requiere también de tiempo. El texto contempla un año, que yo considero insuficiente para poder informar y advertir y para finalmente adecuar la maquinaria con el fin de que prepare fardos de 25 kilos y no de 30.



A mi juicio, lo que corresponde, desde el punto de vista de la técnica legislativa, si no queremos afectar a esos pequeños productores, es otorgar un mayor período antes de la aplicación de la ley. Hoy se prevén 12 meses; yo pienso que deberían ser 24. 



Y además debería haber un reglamento que regule aquello. Aquí se nos ocurrió que esto puede afectar a los fardos, pero también es posible que resulten afectadas actividades de otro tipo en las cuales igualmente se necesite realizar una inversión y se requiera un tiempo de adecuación para cumplir la normativa.



En consecuencia, señor Presidente, sugiero recoger la opinión unánime de la Sala para que en la disposición que contempla la transitoriedad de un año se establezca que se dictará un reglamento que contendrá una casuística y la forma como se aplicará esta legislación y en donde a determinadas actividades se les dé, no hasta un año, sino hasta 24 meses.



Creo que de esa manera podríamos despachar este proyecto, tan necesario y tan humanizador de la actividad laboral, porque, tal como está, afectaría especialmente a los pequeños y microempresarios y a los productores indígenas, que poseen maquinaria antigua que no sé cómo podrían renovar. Esto también será un desafío para el INDAP, que debería otorgar una bonificación o un subsidio destinado a reemplazar la actual maquinaria por otra que confeccione fardos de menor peso.



Voy a respaldar el proyecto, pero considero necesario, si hay unanimidad, agregar que existirá un reglamento para regularizar de mejor manera las distintas situaciones que se presentarán durante el período de transición de la aplicación de la ley.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, coincido con la importancia que tiene esta iniciativa para quienes desarrollan el trabajo diario y permanente de manipulación de bultos y cargas de distinto tipo, el cual se halla vinculado, normalmente, al sector del transporte, donde hay bodegaje y almacenamiento, y también, por supuesto, como aquí se ha dicho, a la actividad agrícola de toda índole.



A mí me parecería relevante que nos pudieran indicar por qué se establece un tope de 25 kilos, cuáles son las razones. El Senador Letelier señaló que fue un poco arbitrario, porque la primera propuesta consistía en una rebaja de 50 a 38 kilos, lo cual, me imagino, guardaba relación con el tipo de carga o de bultos en la industria molinera, en el ámbito agrícola. 



Para ser claro, en las industrias, en todo el tema de operación logística, de almacenaje, de bodegaje, de distribución de cualquier clase, y, como se ha mencionado acá, en los servicios de aeropuertos, prácticamente todas las labores están mecanizadas. Ya no hay un camión que llegue con toneladas que deben ser descargadas a mano. El sistema de grúas horquilla, de correas transportadoras, de manipulación de bultos, que a veces se hace con sobrepeso, se halla establecido junto, lógicamente, a las indicaciones de quiénes y cómo se debe llevar a cabo el proceso de manipulación.



Esto va, creo yo, en la línea de ir ordenando y obligando a quienes participan en -vuelvo a decirlo- la industria del transporte. Antiguamente, el transporte tenía que llevar cuadrillas de carga o descarga de determinado producto o material. Hoy en día eso está bastante modernizado, organizado y existen contratos. 



Antes se llegaba a una localidad y se contrataba a las personas que estaban en la entrada de los distintos pueblos o zonas donde se desarrollaba una actividad. Actualmente, eso ya no existe en la práctica porque las propias industrias o los propios sectores productivos de distribución tienen personal encargado de la manipulación de los bultos. Y, en el caso del transporte, las empresas cuentan con un sistema más profesionalizado, con protección, con contrato, con horas de servicio, con límites de carga y descarga.



De todas maneras, me parece interesante que para sectores muy específicos, como los que aquí se han mencionado, se dicte un reglamento que establezca las excepciones correspondientes. Y habría que ver si dentro del plazo de implementación de un año previsto por el proyecto es posible adecuar la maquinaria o la forma de trabajo utilizada en el sector agrícola o en algún otro que lo amerite.



Yo pensé, señor Presidente, que estábamos en la discusión general. Entiendo que estamos en el debate particular, por lo que no tenemos posibilidad de introducir ninguna modificación. Pero el informe podría recoger las observaciones que se han planteado esta tarde para transmitírselas a la Cámara de Diputados. Yo supongo que la Secretaría sí puede hacer eso.



Vamos a votar a favor, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Podemos aprovechar la presencia del Diputado Gabriel Silber para que nos ayude a transmitir a sus colegas lo que han sugerido varios Senadores.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Quiero decir algo muy breve, señor Presidente, a propósito de la inquietud que ha manifestado, entre otros, el Senador Pizarro.



Originalmente, el proyecto distinguía entre carga frecuente y carga esporádica y permitía que esta última fuera de hasta 38 kilos, no así la primera. Sin embargo, según la información entregada por el Ejecutivo, las normas internacionales no distinguen entre una y otra. Por lo tanto, era necesario establecer un solo peso. Y se indicó que 25 kilos estaba ligeramente arriba en el rango fijado por las normas internacionales, pero aún dentro de él, aunque la tendencia es a bajarlo todavía más. Nos pareció que 25 kilos era razonable y por eso convinimos esa medida.



Como dije en mi intervención anterior, habrá un reglamento, por lo que si existe alguna necesidad de adaptar o flexibilizar la ley, sin alterar su sentido, ello se podrá hacer a través de él, según la actividad de que se trate. Con todo, me parece que la normativa está bien pensada.



Ahora, si, como señalaba el Senador Pizarro, surgieran algunas otras inquietudes, se podrían analizar en la Cámara de Diputados, en caso de que fuera indispensable. 



Por los antecedentes que pudimos recoger en la propia Secretaría de la Comisión y los que aportó el Ministerio del Trabajo, nos da la impresión de que la normativa que estamos planteando contiene dos ingredientes esenciales: uno, el peso máximo, y dos, la transitoriedad para el período de adaptación. Y por eso creo que merece ser aprobada.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.



Señor Secretario, consulte por favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (20 votos a favor y un pareo), y queda despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



No votó, por estar pareado, el señor Tuma.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de la Senadora señora Allende.

)------------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, quiero reiterar la solicitud de que la Sala dé por aprobado en general un proyecto sobre apicultura que complementa a otro relativo a la misma materia, ya despachado por el Senado para su segundo informe, con el objeto de que sea tratado en detalle por la Comisión de Agricultura.



Estamos a la espera de tal iniciativa, que además se acordó fusionar con aquella a que me estoy refiriendo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo?

El señor LETELIER.- ¿Se quiere votar?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No. La idea es dar por aprobado en general el proyecto para que pueda pasar a la Comisión y fusionarse con el otro.

El señor PROKURICA.- Pero no ha sido votado. No puede darse por aprobado sin antes votarlo.

El señor TUMA.- Lo que estoy pidiendo es que pase a la Comisión de Agricultura.

El señor LETELIER.- Hay que explicar el proyecto. Dar un informe sobre él.

El señor TUMA.- Ya lo expliqué.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Los proyectos ya están fusionados. Y lo que se está pidiendo es que queden en el mismo estado.

El señor LETELIER.- No pueden estar fusionados, señor Presidente. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Pero sí lo están, señor Senador.

El señor LETELIER.- Es imposible que estén fusionados, señor Presidente, porque no se encuentran  en el mismo trámite. 



Si entiendo bien la petición del Senador Tuma, lo que se quiere es aprobar en general el que falta, para que quede en el mismo estado que el otro y evaluar su fusión con aquel.



Yo soy autor del proyecto ya despachado por la Sala y no soy de aquellos que pongan dificultades para que se junten las iniciativas. Nunca las he puesto.



Mi duda es la siguiente, señor Presidente. Yo no vi el informe y solo quiero establecer un criterio al aprobar en general el texto a que se refiere el Senador Tuma.



Por eso pedí intervenir. No sé si este es el momento para hacerlo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le voy a dar la palabra al señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ese proyecto, señores Senadores, está en el número 15 de la tabla de hoy. Se halla en primer trámite constitucional y por eso fue refundido con el otro. Esto se acordó en la sesión del 2 de septiembre. Y se encuentra para ser discutido y votado en general por la Sala.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, yo no soy quién para siquiera insinuar una contradicción con el señor Secretario. Tampoco quiero decir que quienes le han entregado la información están equivocados. Sin embargo, al parecer falta un antecedente.



Uno de los proyectos ya fue aprobado en general por la Sala. Tiene urgencia y ya lo está tratando la Comisión.



Yo soy partidario de lo que ha planteado el Senador Tuma en términos de aprobar el que figura en el número 15 de la tabla para que se fusione y se trate simultáneamente con el otro, si así se decide. No tengo dificultad en eso.



Lo único que quiero es decir algo sobre el proyecto del Senador Tuma para que quede en acta, si me lo permite, señor Presidente.

El señor PÉREZ VARELA.- Y hay que fijar plazo para las indicaciones.

El señor LETELIER.- También.



Lo que quiero plantear es lo siguiente.



Un proyecto fija un marco de regulación y entrega definiciones sobre la actividad apícola; sobre la protección de sus diferentes etapas, relacionadas tanto con las abejas como principales polinizadores como con la trashumancia, es decir, su movimiento de un lugar a otro, para evitar la contaminación con patologías y enfermedades, así como con la exposición a agrotóxicos. Y también establece normas de fomento.



En la otra iniciativa, el Senador Tuma considera algo de tremenda importancia. Se ha descubierto que ciertos tipos de productos usados hoy dañan brutalmente a los principales polinizadores, que son las abejas. Y ello porque tienen como origen la nicotina. Producen adicción en las abejas y las mata. Así lo indican estudios internacionales.



Es un tema complementario que me parece muy importante. Y, por tanto, quiero dejar en acta mi opinión en cuanto a que ambos proyectos son compatibles y pueden ser trabajados en conjunto.



Algunos discutirán si esta es una materia que debe estar en la ley o en el reglamento, o si debe corresponder a una atribución del SAG, pero eso ya será parte de la discusión particular.



En suma, soy partidario de aprobar la iniciativa que figura en el número 15 de la tabla y opino que sí es compatible con la que ya fue despachada en general por la Sala. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, el colega Letelier ha señalado que no tiene reparo en que el proyecto sea aprobado por unanimidad en la Sala para que pueda comenzar a ser analizado en particular por la Comisión.



Es un texto complementario con el otro. Por lo tanto, no lo atrasemos y permitamos que prosiga el debate en la Comisión de Agricultura.



Aparece en el número 15 de la tabla. Y lo que estoy pidiendo es que sea despachado por la Sala para que pueda fusionarse con el otro. Ya hay un acuerdo de la Sala en ese sentido. 



En consecuencia, pido proceder en esos términos para que pueda pasar a la Comisión y esta quede facultada para iniciar el debate en particular.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-  ¿Habría acuerdo para aprobarlo en general, abriendo plazo para formular indicaciones?

El señor MOREIRA.- No, señor Presidente. Hay que votar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La otra alternativa es poner en votación general el proyecto del Senador Tuma, que se haga la discusión y después fijar un plazo para las indicaciones.



¿Habría acuerdo para aquello?

El señor MOREIRA.- En esos términos, sí.

El señor PROKURICA.- De acuerdo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.



Entonces, pasamos a discutir el proyecto.

REGULACIÓN DE ACTIVIDAD APÍCOLA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Conforme a lo recién acordado, corresponde discutir en general el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Tuma, García, Harboe y Matta, en primer trámite constitucional, que establece regulación de la actividad apícola, con informe de la Comisión de Agricultura.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.144-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Tuma, García, Harboe y Matta):


En primer trámite, sesión 30ª, en 30 de junio de 2015.



Informe de Comisión:


Agricultura: sesión 50ª, en 8 de septiembre de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.



El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe hacer presente que en sesión de fecha 2 de septiembre la Sala acordó refundir el presente proyecto de ley con el iniciado en moción del Senador señor Juan Pablo Letelier, en atención a que ambos regulan la actividad apícola.



Los principales objetivos de la iniciativa son:



a) Proteger la salud de las abejas para mantener su rol imprescindible en la salud, la alimentación y la agricultura del país.



b) Proteger sus hábitats, fomentando sus condiciones de biodiversidad para que subsistan y prosperen las colonias de abejas y otros polinizadores naturales.



c) Desarrollar la industria apícola nacional y local, especialmente la de los pequeños productores.



La Comisión de Agricultura discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la mayoría de sus miembros presentes. Votaron a favor los Senadores señores García, Harboe y Letelier y se pronunció en contra el Honorable señor Moreira.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en las páginas 34 a 45 del primer informe de la Comisión de Agricultura.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión general la iniciativa.



Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, solamente quiero dejar constancia de que creo que todo esto ha terminado por convertirse en un enredo -con todo respeto-, y yo solamente voy a ejercer mi derecho a votar en contra por las razones que hice ver en la Comisión, porque este proyecto, lamentablemente, fue cuestionado y yo voy a ser consecuente con lo que manifesté en ella.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, esta iniciativa es, lamentablemente, bastante controversial. 



Por un lado, estamos todos de acuerdo en crear condiciones de fomento y desarrollo de nuestra actividad apícola. Esta ha ido conquistando mercados en forma creciente, particularmente en Europa. La miel chilena, por nuestra posición estratégica, por nuestras barreras naturales: la cordillera, el mar, es muy muy valorada en mercados bastante exigentes.
Y nos parece del todo razonable que busquemos un justo equilibrio para que la actividad apícola tenga un desarrollo que le permita llevar adelante todas sus potencialidades.



Por otro lado, también concordamos en la necesidad del progreso de nuestra agricultura, pensando en que Chile sea una potencia agroalimentaria.



Cuando en la Comisión discutimos en general el proyecto del Senador Letelier y también la idea de legislar de la iniciativa del Senador Tuma, se dijo una frase que a mí me marcó mucho: “sin abejas no hay agricultura”.



Con mayor razón, entonces, debemos hacer un esfuerzo por poner las cosas en una balanza y equilibrarlas bien. Porque la contraparte de eso, como viene en varios artículos del proyecto que nos propone el Senador Tuma, es prohibir el uso de determinados insecticidas, de ciertos elementos químicos beneficiosos para la agricultura, para el control de plagas, etcétera, pero letales para el desarrollo apícola, mortales para las abejas.



Y quiero señalar que en la Comisión de Agricultura vamos a hacer el esfuerzo por lograr ese justo equilibrio. Aquí nadie está contra la agricultura. ¡Nadie podría estarlo! Representamos a zonas agrícolas, tenemos alto aprecio por el trabajo que se hace en el campo y por la vida rural.



En consecuencia, nuestro desafío es cómo equilibramos estos dos valores: el desarrollo apícola y el desarrollo de nuestra agricultura, para que Chile se transforme cada día más en potencia agroalimentaria.



Estoy seguro de que, trabajando las diferentes materias, asesorándonos con los técnicos correspondientes, podremos presentar a la Sala un muy buen proyecto en la discusión en particular, que -como digo- compatibilice ambos desarrollos: el de la apicultura y el de la agricultura.



Voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, esta iniciativa, que es complementaria a la que ya se encuentra en la Comisión de Agricultura, tiene por finalidad proteger a los polinizadores, en especial a las abejas.



Hemos señalado que la importancia de los polinizadores en la agricultura es vital. Puede que tengamos una debilidad en la industria apícola, pero eso va a redundar también en la debilitación de la agricultura. No puede haber agricultura próspera, fértil, sin que se garantice a los polinizadores realizar su trabajo.



Lo anterior tiene que ver con cómo garantizamos, a su vez, que los polinizadores dispongan de un medio ambiente en el cual puedan recibir una alimentación adecuada.



Las estadísticas nos indican que en los últimos años ha habido un incremento en la mortandad de los polinizadores, y de las abejas, en especial. Normalmente, cada invierno se perdían 10 por ciento de las colmenas. Hoy, 50 por ciento.



Entre las razones de ello están, por supuesto, el cambio climático; la urbanización, porque hay menos sectores agrícolas y menor cantidad de árboles o vegetación con las flores necesarias para la polinización. 



Pero, asimismo, las cifras nos muestran que el monocultivo y los productos utilizados para combatir las plagas de insectos están relacionados con elementos fatales para las abejas y los polinizadores. 



Con los antecedentes y los estudios que va a manejar la Comisión de Agricultura se podrá evaluar efectivamente cómo logramos equiparar la existencia de una agricultura con producción de intensidad y con cultivos en los que se puedan utilizar elementos de protección antiplagas que no atenten contra los polinizadores.



Tenemos que encontrar el equilibrio de que hablaba el Senador García.



Eso se puede lograr con la iniciativa que se encuentra en la Comisión de Agricultura, que tiene por finalidad el fomento de esta actividad, y con la que está en discusión, que busca el control de un patrimonio, como el existente en lo fitosanitario, mediante la protección de los polinizadores. Y con tal objeto se establecen en este proyecto medidas de control en el traslado de las abejas, en la internación de panales que pudiesen tener alguna infección o en el decreto de cuarentena en determinados lugares, en la protección del lugar donde se alimentan las abejas.



Por tanto, si hay voluntad de proteger y de fomentar esta industria y también la agricultura, ello pasa por cómo regulamos esta materia.



En consecuencia, en cuanto al artículo que a algún señor Senador pudiese no gustarle, relativo al control de determinado plaguicida, en la Comisión se resolverá, en definitiva, si los estudios ameritan o no fijar algunas prohibiciones de su uso en algunos lugares.



Creo que este es un avance, señor Presidente, porque no solamente se apoya a la industria apícola de la miel, sino que además se fortalece a una industria que está emergiendo en Chile, conformada especialmente por pequeños productores. Y de ahí que considero que es un deber de este Congreso Nacional establecer una regulación sensata, adecuada, razonable, para efectos de promover esta industria y proteger a nuestros polinizadores.



Invito a los colegas a apoyar esta iniciativa. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (7 votos a favor, 3 en contra, dos abstenciones y dos pareos).



Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Muñoz y los señores García, Girardi, Horvath, Pizarro y Patricio Walker. 


Votaron por la negativa los señores García-Huidobro, Moreira y Pérez Varela.


Se abstuvieron los señores Chahuán y Prokurica.



No votaron, por estar pareados, los señores Ossandón y Tuma.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminado el Orden del Día. 

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS
El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se les dará curso conforme al Reglamento.

)---------------(


--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor GARCÍA:



A los señores Directores del Servicio de Salud Araucanía Norte y del Servicio de Salud Araucanía Sur, requiriéndoles información acerca de LISTAS DE ESPERA CONCERNIENTES A CONSULTAS MÉDICAS POR ESPECIALIDAD Y A CIRUGÍAS AUGE Y NO AUGE. 



Al señor Director del Hospital Hernán Henríquez Aravena, de Temuco, solicitándole antecedentes sobre NÚMERO DE PACIENTES EN LISTA DE ESPERA PARA CIRUGÍAS NO AUGE AL 30 DE SEPTIEMBRE DE 2015.


Del señor MATTA:



A la señora Ministra de Justicia, para que informe acerca de MODIFICACIÓN DE ARTÍCULO 361 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL.


A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, pidiéndole estudiar otorgamiento de SUBSIDIO A USO DE BICICLETA PARA TRASLADO A LUGAR DE TRABAJO. 


Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriéndole SOLUCIÓN A PROBLEMAS DE CONECTIVIDAD DE VECINOS DE COMUNA DE LONGAVÍ y antecedentes sobre PROYECTOS DE CONECTIVIDAD EN SECTORES DE MIRAFLORES, LA PUNTILLA Y HUIMEO, COMUNA DE LONGAVÍ.


 Al señor Ministro de Agricultura, a fin de pedir PROGRAMAS PERMANENTES DE GESTIÓN DE RIESGO PARA PEQUEÑOS PRODUCTORES AGRÍCOLAS E INFORMACIÓN DE ACCIONES ANTE EMERGENCIAS.



Al señor Director Nacional de Obras Hidráulicas, pidiéndole informar sobre ESTADO GENERAL DE SISTEMA DE AGUA POTABLE EN LAS DISTINTAS REGIONES y acerca de TRAMITACIÓN DE PROYECTO DE LEY DE SERVICIO SANITARIO RURAL.



Del señor PROKURICA:



Al señor Ministro de Desarrollo Social, solicitándole dar a conocer ESTADO DE TRAMITACIÓN DE RECOMENDACIÓN TÉCNICA DE PROYECTO DE REPOSICIÓN HOSPITAL COMUNITARIO DE HUASCO.



Al señor Ministro de Obras Públicas, para que informe sobre ESTADO DE AVANCE DE ESTUDIOS DE COMPORTAMIENTO DE PRINCIPALES QUEBRADAS AFECTADAS POR ALUVIONES EN REGIÓN DE ATACAMA. 



Al señor Intendente de la Tercera Región, con el fin de que comunique diversos antecedentes sobre CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS EN CHAÑARAL Y EL SALADO (CANTIDAD, CARACTERÍSTICAS, UBICACIÓN, COSTO TOTAL Y NÚMERO DE BENEFICIADOS).


A la señora Directora del Servicio de Salud de Atacama, pidiéndole información sobre DAÑOS SUFRIDOS POR HOSPITAL DE COPIAPÓ DEBIDO A ALUVIONES DE 25 DE MARZO DE ESTE AÑO y ESTADO DE TRAMITACIÓN DE PROYECTO DE REPOSICIÓN DE HOSPITAL DIEGO DE ALMAGRO.
)---------------(



--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Partido MAS (Movimiento Amplio Social); Partido Unión Demócrata Independiente; Partido por la Democracia; Independientes; Partido Demócrata Cristiano e Independiente; Partido Renovación Nacional, y Partido Socialista, ningún señor Senador interviene.

)--------------(
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.


--Se levantó a las 18:26.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción

A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 363ª

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 52ª, ORDINARIA, EN MARTES 15 DE SEPTIEMBRE DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker, de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz y, accidentalmente, de la Honorable Senadora señora Allende.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Walker, don Ignacio y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia, de Economía, Fomento y Turismo, de Justicia, y de Transportes y Telecomunicaciones, señores Nicolás Eyzaguirre, Luis Felipe Céspedes, señora Javiera Blanco y señor Andrés Gómez-Lobo, respectivamente.


Participa, también, el Subsecretario de Transportes, señor Cristian Bowen.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 50ª, ordinaria, de 8 de septiembre de 2015, y 51ª, ordinaria, del día siguiente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA
Mensajes


Ocho de S.E. la Presidenta de la República:


Con los tres primeros, hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (Boletín N° 8.924-07).


2) El que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación, y mejora la persecución penal en dichos delitos (Boletín N°9.885-07).


3) Proyecto de ley que modifica ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (Boletín Nº 9.369-03).


Con los cinco que siguen, hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos:


1) Proyecto de ley que otorga un aporte único, de carácter reparatorio, a las víctimas de prisión política y tortura reconocidas por el Estado de Chile (Boletín N°10.196-17).


2) Proyecto de ley que extiende la aplicación de la ley N° 20.243, que establece normas sobre los derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual (Boletín N°9.889-24).


3) Proyecto de ley que establece normas para el acceso de la población con discapacidad auditiva a la información proporcionada por la ONEMI (Boletín Nº 8.353-19).


4) Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


5) Proyecto de reforma constitucional, iniciado en mensaje de S. E. la Presidenta de la República, que dispone la elección popular del órgano ejecutivo del gobierno regional (Boletín N° 9.834-06).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Tres de S.E. la Presidenta de la República:


Con el primero, manifiesta que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental, respecto del proyecto de ley que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos (Boletín N° 7.908-15).


-- Se toma conocimiento y se mandó comunicar al Excmo. Tribunal Constitucional.


Con el segundo, comunica que se ausentará del país entre los días 24 al 29 de septiembre, para asistir a la Asamblea General de las Naciones Unidas en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos de América.


Informa, además, que durante su ausencia será subrogada por el Ministro titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, señor Jorge Burgos Varela, con el título de Vicepresidente de la República.


-- Se toma conocimiento.


Con el tercero, solicita el acuerdo del Senado para designar como Consejero del Banco Central de Chile -en la vacante que dejara la renuncia de don Enrique Marshall Rivera-, a don Mario Marcel Cullell, haciendo presente para su despacho la urgencia establecida en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Boletín N° S1.833-05).


-- Pasa a la Comisión de Hacienda.


Seis de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, comunica que acordó designar a los miembros de la Comisión de Hacienda de esa Corporación, para que integren la Comisión Especial Mixta que deberá informar el proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2016.


-- Se toma conocimiento y se remite el documento a la referida Comisión Especial Mixta.


Con el segundo, informa que tomó conocimiento de la aprobación parcial por parte del Senado de las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados al proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº8.207-07), y comunica la nómina de los Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse en conformidad con lo dispuesto en el artículo 71 de la Carta Fundamental.


-- Se toma conocimiento y se mandó agregar a sus antecedentes.


Con los tres siguientes, señala que dio su aprobación a los proyectos de ley que se indican:


1) El que otorga un aporte único, de carácter reparatorio, a las víctimas de prisión política y tortura reconocidas por el Estado de Chile (Boletín N°10.196-17) (con urgencia calificada de “simple”).


-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y a la de Hacienda, en su caso.


2) El que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación, y mejora la persecución penal en dichos delitos (Boletín N°9.885-07) (con urgencia calificada de “suma”).


Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y a la de Hacienda, en su caso.


3) El que modifica la ley de Servicios de Gas y otras disposiciones legales que indica (Boletín N°9.890-08) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía y a la de Hacienda, en su caso.


Con el último, informa que dio su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín N°7.616-06) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Queda para Tabla.

De la Excelentísima Corte Suprema


Emite su parecer, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, sobre el proyecto de ley sobre publicidad vial (Boletín N° 10.209-09).


-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copias autorizadas de las sentencias definitivas dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:


- Inciso primero del artículo 492 del Código Penal.


- Artículos 277 y 279 del Código Penal.


- Artículo 62, inciso segundo, de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


-- Se manda archivar los documentos.

Del señor Ministro de Defensa Nacional


Atiende consulta, formulada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, relacionada con el regimiento de Artillería N°2 “Maturana”, de la comuna de La Unión.

Del señor Ministro de Agricultura


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Matta, relativa al proyecto que crea el Sistema Nacional y la Agencia Chilena para la Inocuidad y Calidad Alimentaria (ACHIPIA).


Entrega respuesta a solicitud de antecedentes, expedida en nombre del Honorable Senador señor García, sobre tramitación de reconocimiento oficial de la raza “Clavel” de carne chilena por el INIA de Carillanca.

De la señora Contralora (S) General de la República


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, los dictámenes emitidos a la fecha respecto del proceso de planificación y ejecución del censo de población y vivienda del año 2012.

Del señor Subsecretario de Hacienda


Da respuesta a acuerdo del Senado referido a la adopción de medidas para disponer la exención del pago de impuestos a las actividades destinadas a recaudar fondos con fines sociales.


Responde consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de los ítems o rubros en los cuales habría reducción de gastos si se trasladara el Congreso Nacional a la ciudad de Santiago.

De la señora Gobernadora Provincial de Malleco


Absuelve consulta, en lo relativo a su competencia, planteada por el Honorable Senador señor Espina, acerca de la situación de un paciente hospitalizado en el Hospital Mauricio Heyermann, de la comuna de Angol.

Del señor Director Ejecutivo del Consejo Regional de Atacama.


Informa la elección como Presidente del citado Consejo, de don Wladimir Muñoz Lagos.

Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de la difusión de la iniciativa “La abeja va al colegio”.


Contesta solicitud, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Matta, para agilizar la declaración de Ciénagas de Name como zona prohibida de caza.

Del señor Gerente General de EFE


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador Espina, acerca de la situación de infraestructura de servicios de tren en la localidad de Púa, Región de La Araucanía.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica las leyes N°s 19.496 y 19.628, para regular la protección de la vida privada en lo relativo al envío de publicidad (Boletín N°10.133-03).


De la Comisión de Educación y Cultura, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Nacional de Educación a las señoras Lorena Andrea Meckes Gerard, Loreto Fontaine Cox y Cecilia Sepúlveda Carvajal, conforme a lo dispuesto en los artículos 89 letra c) y 7° transitorio del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, Ley General de Educación (Boletín N° S 1.829-05) (con la urgencia establecida en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental).


-- Quedan para Tabla.

Moción


De los Honorables Senadores señores Quintana y Letelier, con la que inician un proyecto de ley que permite la transformación de los institutos profesionales y centros de formación técnica, en corporaciones reguladas por el Título XXXIII del Libro I del Código Civil (Boletín Nº 10.302-04).


-- Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Larraín, señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Letelier, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República acoger las propuestas presentadas por el Colegio de Profesores a la comisión creada para abordar la “agenda corta” que, entre otras medidas, permitiría solucionar la llamada Deuda Histórica del Magisterio (Boletín N° S 1.832-12).


-- Queda para ser votado en su oportunidad.

Solicitud de permiso constitucional


De la Honorable Senadora señora Goic con el que comunica que se ausentará del país desde el día 16 del presente mes.


-- Si le parece a la Sala, se accede a lo solicitado.

- - -


En el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Informe


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que suspende por el plazo de cinco años la inscripción de taxis en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros (Boletín N° 9.816-15) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Queda para Tabla.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Walker (don Patricio), señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar, con el que manifiestan su rechazo al proceso y sentencia que condena a don Leopoldo López en razón de haberse vulnerado manifiestamente las garantías de un debido proceso y al comunicado efectuado al respecto por el Gobierno Venezolano; solicitan a la Organización de Estados Americanos ejerza sus buenos oficios con el objeto que los ciudadanos que indican sean puestos en libertad, y solicitan a la Unión Interparlamentaria que pida al Gobierno de Venezuela el ingreso de observadores independientes al proceso eleccionario que se llevara a efecto en dicho país el día seis de diciembre del presente año (Boletín N° S 1.834-12).


-- Queda para ser votado en esta sesión.

Informe


De la Comisión Mixta constituida para solucionar la divergencia producida entre ambas Cámaras en la tramitación del proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


-- Queda para Tabla.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS


El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:


1.- Tratar en el primer, segundo y tercer lugar, del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy, respectivamente, los siguientes proyectos:


a) el proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


b) el proyecto de ley que  introduce  mejoras al transporte público remunerado de pasajeros, modificando las disposiciones legales que indica  (Boletín N° 10.007-15), signado con el número 1.- en la Tabla.


c) el proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


2.- Citar a sesión extraordinaria para mañana miércoles 16 de septiembre, entre las 10:00 y las 14:00 horas, para tratar asuntos de la Tabla, considerando en primer lugar del Orden del Día, el oficio de S. E. la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Nacional de Educación a las señoras Lorena Andrea Meckes Gerard, Loreto Fontaine Cox y Cecilia Sepúlveda Carvajal (Boletín Nº S 1.829-05); y, en segundo lugar, el proyecto de ley que crea juzgados que indica y modifica diversos cuerpos legales para alterar la composición de diversos tribunales de justicia (Boletín N° 9.896-07).


3.- Tratar en primer lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria de mañana, el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como Consejero del Banco Central de Chile al señor Mario Marcel Cullell, conforme a lo dispuesto en el artículo 7° del artículo primero de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central (Boletín N° S 1.833-05).
_________


Enseguida, a solicitud del Honorable Senador señor Lagos, se acuerdo autorizar a la Comisión de Hacienda para sesionar paralelamente con la Sala durante la sesión de hoy.
- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Quintana pide fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea quince Centros de Formación Técnica estatales (Boletín N° 9.766-04).


Se accede a lo solicitado, fijándolo hasta las 12:00 horas del día viernes 25 de septiembre de 2015.

- - -


A requerimiento del mismo señor Senador, se autoriza a la Comisión de Educación y Cultura para discutir en general y en particular, en el trámite de primer informe, las siguientes iniciativas.

1) Proyecto de ley, en primer trámite, que autoriza erigir un monumento en memoria del poeta Jorge Teillier, en la comuna de Lautaro (Boletín N° 10.291-04).

2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza la construcción de un monumento en homenaje a los exmineros del carbón, en la comuna de Coronel (Boletín N° 9.876-24).

_________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

TIEMPO DE VOTACIONES


Como se ha consignado precedentemente, la Sala ha acordado votar en esta sesión el segundo de los proyectos de acuerdo incluido en la cuenta de hoy.


Sobre la base de esta resolución, el señor Presidente requiere el asentimiento unánime de la Sala para poner en votación, antes de iniciar el Orden del Día, tanto los dos proyectos de acuerdo de que se dio cuenta hoy, así como los otros dos que se incluyen en la Tabla de esta sesión.


Se accede a lo solicitado.

Proyecto de acuerdo que rechaza la sentencia dictada en contra de Leopoldo López, en Venezuela, y solicita de acciones a OEA y Unión Interparlamentaria.


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Walker, don Patricio, señoras Allende, Goic, Muñoz, van Rysselberghe y von Baer y señores Araya, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio, y Zaldívar, correspondiente al Boletín Nº S 1.834-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“1. Manifestar su rechazo al proceso y sentencia que condena a trece años y nueve meses a don Leopoldo López, en razón de haberse vulnerado las garantías de un debido proceso, responsabilizándolo de hechos cuyos autores no han sido identificados.


2. Expresar su rechazo a las declaraciones emanadas del Gobierno de Venezuela respecto al comunicado realizado el día 12 de septiembre por el Gobierno de Chile, debido a que éste, por ninguna circunstancia, ha intentado inmiscuirse en asuntos internos de ese país; por el contrario, solo se refiere a una expresión respetuosa sobre derechos humanos y garantías fundamentales.


3. Solicitar a la Organización de Estados Americanos que ejerza sus buenos oficios con el objeto de que los ciudadanos señores Leopoldo López, Antonio Ledezma, Lorent Gomez Saleh, Gabriel Valles y Ronny Navarro sean puestos en libertad.


4. Solicitar a la Unión Interparlamentaria que pida al Gobierno de Venezuela el ingreso de observadores independientes al proceso eleccionario que se llevará a efecto en dicho país el día 6 de diciembre del presente año, a fin de velar por su total transparencia y legalidad.”.
- - -

Proyecto de acuerdo que solicita recursos presupuestarios para extripulantes de flota pesquera industrial afectados por ley N° 19.713.


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señoras Muñoz, Allende, Goic, Pérez San Martín y van Rysselberghe y señores Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio y Zaldívar, con el que solicitan a S.E. la señora Presidenta de la Repúblical se sirva instruir al señor Ministro de Hacienda que considere destinar recursos en el próximo Presupuesto Anual de la Nación para abordar y resolver los problemas generados a los extripulantes de la flota industrial pesquera que fueron desplazados durante la vigencia de la ley Nº 19.713, correspondiente al Boletín Nº S 1.828-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva instruir al señor Ministro de Hacienda para que, a partir de la próxima Ley de Presupuestos del Sector Público, se destinen recursos para abordar y resolver los problemas generados a los extripulantes de la flota industrial pesquera que fueron desplazados durante la vigencia de la ley Nº 19.713 y, para tales efectos, disponer que se adopten las siguientes medidas:


1) Enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que, por una parte, propenda a la seguridad y a la recuperación de las especies y de la inversión en el sector pesquero a largo plazo y, por la otra, corrija en forma definitiva las inequidades que se arrastran desde el año 2001, tras la entrada en vigencia de la ley N° 19.713, las que afectaron directamente a los mencionados extripulantes de la flota industrial. Ello, a fin de compensar, resarcir y entregar nuevos instrumentos a estos trabajadores que, producto de una mala administración, continúan soportando el costo del reordenamiento de la flota pesquera, el cual respondió, fundamentalmente, a la contracción de la industria y a la escasez de los recursos, incidiendo en el aumento de la inestabilidad laboral dada la falta de seguridad en el empleo y la aplicación de instrumentos inadecuados de reconversión laboral por parte del Estado respecto de los extrabajadores del sector de la pesca.


2) De la misma forma, disponer las medidas necesarias para la recuperación de los empleos de estos trabajadores, ya que, a la fecha, un número de ellos aún permanece en condiciones de desigualdad, tanto físicas como sociales y económicas, y enfrentando un grave detrimento de su situación previsional.


3) Establecer una asignación de $1.800.000.000, durante el año 2016, y otra de $1.800.000.000, durante el año 2017, para financiar un “Programa de Apoyo Social de Libre Disposición” en beneficio de los extrabajadores de la flota industrial pesquera desplazados durante la vigencia de la ley N° 19.713, y sus familias, que no cuenten con los medios económicos para afrontar la precaria situación que los afecta, a fin de superar esta problemática social.


4) Otorgar carácter vitalicio a las pensiones de gracia otorgadas y por conceder a estos extrabajadores, cuyo monto sea equivalente a dos ingresos mínimos mensuales para fines no remuneracionales, reajustable de acuerdo al valor del ingreso mínimo determinado en el mes de julio de cada año. Asimismo, disponer que tal pensión, en caso de fallecimiento del titular, se concederá, en los mismos términos en que fue otorgada al causante, al cónyuge o conviviente sobreviviente, o a quien el trabajador haya designado como su beneficiario directo y que, en caso de muerte de estos últimos, se distribuirá entre los hijos menores de 18 años y los hijos menores de 24 años que acrediten estudios, hasta que cumplan las edades señaladas. Respecto de los hijos que padezcan de autismo, síndrome de Down, parálisis cerebral o de alguna otra afección que genere una incapacidad total y permanente, establecer que percibirán dicha pensión en calidad de vitalicia.”.
- - -

Proyecto de acuerdo sobre reconocimiento como funcionarios a los profesionales de la salud en etapa de destinación y formación.


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín y van Rysselberghe y señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que envíe a trámite legislativo una iniciativa legal para modificar la ley N° 19.664, con el fin de reconocer como funcionarios a todos los profesionales de la salud que inician Etapa de Destinación y Formación, correspondiente al Boletín Nº S 1.831-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva enviar a tramitación legislativa una iniciativa legal para modificar la ley Nº 19.664, con el fin de reconocer como funcionarios a todos los profesionales de la salud que inicien la denominada Etapa de Destinación y Formación.”.

- - -

Proyecto de acuerdo sobre “deuda histórica” de los profesores.


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín y von Baer y señores Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Letelier, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República acoger las propuestas presentadas por el Colegio de Profesores a la comisión creada para abordar la “agenda corta” que, entre otras medidas, permitiría solucionar la llamada Deuda Histórica del Magisterio, correspondiente al Boletín Nº S 1.832-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“1) Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva instruir a la señora Ministra de Educación para que se acojan las propuestas presentadas por el Colegio de Profesores a la comisión creada para abordar la denominada “Agenda Corta” que, entre otras medidas, contempla propiciar una solución a la llamada Deuda Histórica del Magisterio.


2) Manifestar su comprensión y apoyo a los profesores que han sufrido la situación descrita y reiterar su voluntad de aprobar, con sus votos en el Senado, una iniciativa legal que permita reparar el daño causado y hacer justicia con una demanda social que no puede quedar desatendida.


3) Solicitar al Ejecutivo que, según el compromiso adquirido, la respuesta en referencia se entregue, a más tardar, el 30 de septiembre del año en curso, y que ella cuente con el respaldo de todas las autoridades competentes para hacer efectiva la fórmula que al efecto se adopte.”.
_________

ORDEN DEL DÍA
Proyecto de ley sobre Probidad en la Función Pública.


El señor Presidente, en conformidad a los Acuerdos de Comités consignados precedentemente, pone en discusión el informe de la Comisión Mixta recaído en la iniciativa de la referencia.


A continuación, el señor Secretario General indica que se trata del Boletín N° 7.616-06, con informe de comisión mixta, respecto del cual el Ejecutivo ha hecho presente la urgencia para su despacho, calificándola de “suma”.


Explica que las divergencias suscitadas entre ambas Cámara derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de todas las enmiendas efectuadas por el Senado.

Precisa que la Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que consiste en aprobar el proyecto despachado por el Senado en el segundo trámite constitucional, con diversas modificaciones, que fueron acordadas con las votaciones que consigna en su informe.

Hace presente que, con excepción de los artículos 28, 30 y 40, las normas del proyecto contenidas en la propuesta que formula la Comisión Mixta tienen el carácter de orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio.

Finalmente, informa que la Cámara de Diputados, en sesión del 15 de septiembre de 2015, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.
- - -


La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Corporaciones, propone lo siguiente:

“Artículo 4°

Numeral 3)

-- Reemplazarlo por el siguiente:


“3) Los integrantes de los Paneles de Expertos o Técnicos creados por la ley N° 19.940, por la ley N° 20.378, y por la ley N° 20.410.”.

Numeral 5)

-- Suprimirlo.

Numeral 9)
Ha pasado a ser numeral 8).


--Sustituirlo por el que sigue:


“8) Los presidentes y directores de corporaciones y fundaciones que presten servicios o que tengan contratos vigentes con la Dirección Administrativa de la Presidencia de la República, sea que perciban o no una remuneración, y los directores y secretarios ejecutivos de fundaciones, corporaciones o asociaciones reguladas en el decreto con fuerza de ley N° 1, del año 2006, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.

Numeral 10)

Ha pasado a ser numeral 9).


--Remplazarlo por el que sigue:


“9) Los funcionarios que cumplan labores directas de fiscalización.”.

Numeral 11)
Ha pasado a ser numeral 10).


-- Sustituirlo por el siguiente:


“10) Las demás autoridades y personal de planta y a contrata, que sean directivos, profesionales y técnicos de la Administración del Estado  y que se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico de la respectiva planta de la entidad o su equivalente. Para establecer la referida equivalencia deberá estarse al grado remuneratorio asignado a los empleos de que se trate, y en caso de no tener asignado un grado, al monto de las respectivas remuneraciones de carácter permanente.”.

Numeral 14)


-- Suprimirlo.

Artículo 5°


-- Suprimir su inciso segundo.

Artículo 6°


--Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 6°.- La declaración de intereses y patrimonio, y sus actualizaciones, deberán efectuarse a través de un formulario electrónico y conforme a lo previsto en la ley Nº 19.799. En caso de no estar implementado o habilitado el respectivo formulario electrónico la declaración podrá efectuarse en papel, debidamente autentificada al momento de su recepción por el ministro de fe del órgano u organismo al que pertenezca el declarante o, en su defecto, ante notario.


La declaración será pública, sin perjuicio de los datos sensibles y datos personales que sirvan para la individualización del declarante y su domicilio, y revestirá, para todos los efectos legales, la calidad de declaración  jurada. Respecto de los sujetos señalados en los numerales 1) a 4) del artículo 4°, y de los sujetos a que se refiere el Capítulo 3° del presente Título, esta declaración y sus actualizaciones se publicarán en el sitio electrónico de la institución respectiva, debiendo mantenerse en dicho sitio mientras el declarante se desempeñe en el cargo y hasta seis meses después del cese de sus funciones. Con todo, quienes posteriormente traten los datos contenidos en la declaración, no podrán usarlos con finalidades diferentes a aquellas que permitan el control de la probidad en la función pública. Quienes infrinjan esta prohibición serán sancionados conforme al Título V de la ley N° 19.628.


Las declaraciones se contendrán en las bases de datos interoperables que determinen las entidades responsables de la fiscalización para cada caso. Un reglamento del Ministerio Secretaría General de la Presidencia determinará el formulario único en el cual deberán efectuarse las declaraciones y la forma en que las declaraciones se harán disponibles para quienes corresponda supervisar el cumplimiento de esta obligación, sea la Contraloría General de la República para su debido registro y fiscalización respecto de los sujetos señalados en el artículo 4°, o la entidad que corresponda tratándose de los sujetos obligados que indica el Capítulo 3° de este Título.”.

Artículo 7°

Letra a)


-- Intercalar entre su voz final “declarante” y su punto final (.), lo siguiente: “, incluidas las realizadas en los doce meses anteriores a la fecha de asunción del cargo”.

Inciso tercero


--Remplazarlo por el siguiente:


“Tratándose de los sujetos señalados en los numerales 1) a 4) del artículo 4°, y de los sujetos a que se refiere el Capítulo 3° del presente Título, además, deberá incluirse el nombre completo de sus parientes por consanguinidad en toda la línea recta que se encuentren vivos y en el segundo grado tanto en la línea colateral como por afinidad.”.


--Intercalar como inciso cuarto, nuevo, el siguiente:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, en el sitio electrónico de la institución respectiva sólo podrá publicarse el nombre de los parientes por consanguinidad en primer grado en la línea recta del declarante. En el caso de los fiscales y de los jueces con competencia en lo penal, los datos respecto de todos los parientes indicados en el inciso precedente no serán publicados, debiendo registrarse esa información en el carácter de secreta.”.


-- Reemplazar su inciso final, por el que sigue:


“Un reglamento expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este título y regulará la forma en que la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de las declaraciones de patrimonio e intereses de los sujetos señalados en los numerales 1) a 4) del artículo 4°, y de los sujetos a que se refiere el Capítulo 3° del presente Título en portales accesibles a toda la ciudadanía, en formato de datos abiertos y reutilizables. Sin perjuicio de lo anterior, respecto de las declaraciones de los demás sujetos contemplados en el mencionado artículo 4°, serán plenamente aplicables las disposiciones contenidas en la ley N° 20.285.”.

Artículo 8°


--En su inciso segundo, intercalar como palabras finales de la primera oración las siguientes: “y deberá tener el consentimiento de éste”.


--En su inciso cuarto, agregar después del punto aparte, que pasa a ser punto seguido (.), la frase: “La declaración de los bienes del hijo sujeto a patria potestad, que no se encuentren bajo la administración del declarante, será voluntaria.”.

Artículo 15


--Incorporar como incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos, los siguientes: 


“De las infracciones a este Título cometidas por los funcionarios de las categorías B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional y por los abogados secretarios de comisiones corresponderá conocer, y resolver acerca de la aplicación de las sanciones, al respectivo jefe de servicio. De las infracciones cometidas por los Secretarios Generales de la Cámara de Diputados y del Senado, como también por el Director de la Biblioteca del Congreso Nacional y por quienes integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias o el Comité de Auditoría Parlamentaria, corresponderá conocer a la comisión bicameral a que aluden los artículos 66 y 66 A de la ley N° 18.918.


Si el sujeto obligado no realiza la declaración dentro del plazo o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido por el respectivo jefe de servicio o por la comisión bicameral, según sea el caso, para que la realice o rectifique en el plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de su remuneración. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. Formulados los cargos, el sujeto afectado podrá contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El jefe de servicio o la comisión bicameral deberá dictar la resolución dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.”.

Artículo 20


-- En su inciso tercero, reemplazar la expresión “en conciencia” por “conforme a las reglas de la sana crítica”.

Artículo 21, nuevo


--Consignar como artículo 21, nuevo, el siguiente:


“Artículo 21. El Contralor General de la República, el Subcontralor General de la República, los Contralores Regionales y quienes se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico en la Contraloría General de la República deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.


Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta será apercibido por el Contralor General de la República para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Contralor General de la República. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y podrá dar lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo. 


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el Contralor General de la República o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El Contralor deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.


Respecto del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de este título. El procedimiento podrá iniciarse de oficio  o por denuncia fundada de cualquier interesado ante la Secretaría de la Cámara que la tramitará de conformidad con el procedimiento que al efecto deberá determinar dicha Corporación.”.

Artículo 22, nuevo


--Incorporar como artículo 22, nuevo, el que sigue:


“Artículo 22. Los miembros de la  Directiva Central de los Partidos Políticos deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley, la cual deberá ser entregada al Servicio Electoral para su custodia.


Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Servicio Electoral de conformidad a su ley orgánica, que considerará una instancia de apelación. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el Servicio Electoral  o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El Servicio Electoral deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.


Respecto del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de este título. El procedimiento podrá iniciarse de oficio  o por denuncia fundada de cualquier interesado ante la Secretaría de la Cámara que la tramitará de conformidad con el procedimiento que al efecto deberá determinar dicha Corporación.”.

Artículo 23

Ha pasado a ser artículo 25.


--Reemplazar sus referencias a los artículos 24 y 29, por otra a los artíulos  26 y 31, respectivamente.

Artículo 24

Ha pasado a ser artículo 26.


-- Reemplazar la expresión “y los alcaldes” por la siguiente: “, los alcaldes y los jefes superiores de las entidades fiscalizadoras, en los términos del decreto ley N° 3551”.

Artículo 25

Ha pasado a ser artículo 27.


-- Intercalar entre las expresiones “deberá informar las modificaciones”  y “a la Contraloría General de la República”, las palabras “a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda;”.

Artículo 27

Ha pasado a ser artículo 29.


-- Sustituir, en su inciso segundo, la referencia al “artículo 23” por otra al “artículo 25”.

Artículo 31

Ha pasado a ser artículo 33.


--Sustituir la expresión “una vez que la respectiva Superintendencia se haya pronunciado al respecto” por  “sólo una vez que la respectiva Superintendencia se haya pronunciado respecto de la procedencia de la comunicación de conformidad con el artículo 39 inciso 4°.”.

Artículo 34

Ha pasado a ser artículo 36.


--En su inciso primero sustituir la referencia a “los artículos 22 y 23” por otra a “los artículos 24 y 25”.


--Reemplazar su inciso segundo por el siguiente: 


“Esta información que provea el mandatario deberá entregarse en términos que no vulnere lo establecido en los artículos 35 y 39. Para ello, la forma y plazo de la declaración jurada serán fijados mediante resolución por el Servicio de Impuestos Internos.”.


--En su inciso final, reemplazar el guarismo “38” por “40”.

Artículo 37

Ha pasado a ser artículo 39.


--Sustituir los guarismos “30” y “57” por “32” y “51”, respectivamente. 

Artículo 40

Ha pasado a ser artículo 42.


--Sustituir los guarismos 31, 32, 33, 37 y 27 por 33, 34, 35, 39 y 29, respectivamente.

Artículo 43

Ha pasado a ser artículo 45.

Numeral 1)


--Intercalar entre la palabra “recepción” y el punto final (.) que le sigue, la expresión “y de radiodifusión sonora”.

Numeral 2)


--Sustituir las palabras “cuando éstas” por las frases “o que exploten, a cualquier título, concesiones otorgadas por el Estado, cuando éstas o aquéllas”, e intercalar entre la voz “recepción” y el punto final (.) que le sigue las  palabras finales “y de radiodifusión sonora”..

Numeral 3)


--Suprimirlo.


-- Agregar en su inciso segundo, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase final: “Esta enajenación no podrá sujetarse a modalidades.”.

Artículo 45

Ha pasado a ser artículo 47.


--Reemplazar “artículo 46” por “artículo 48”.

Artículo 46

Ha pasado a ser artículo 48.


-- Intercalar a continuación de las frases “la Contraloría General de la República” y “la Contraloría”, la expresión “o por quien corresponda de conformidad al artículo 46”, y sustituir “43” y “24” por “45” y “26, respectivamente.
Artículo 48

Ha pasado a ser artículo 50.


-- Sustituir su inciso segundo, por el siguiente: 


“En caso de incumplimiento por parte del mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, las Superintendencias podrán aplicar las sanciones establecidas en los artículos 27 y 28 del decreto ley 3538, de 1980, del Ministerio de Hacienda y del artículo 19 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, según corresponda.”.

Artículo 49

Ha pasado a ser artículo 51.


--Reemplazar los guarismos 29, 30, 31, 33, 36 y 37 por 31, 32, 33, 35, 38 y 39, respectivamente.

Artículo 52


--Suprimirlo.

Artículo primero transitorio


--Intercalar, como incisos segundo y tercero, nuevos, los siguientes:


“Dentro del mismo plazo señalado en el inciso primero, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Superintendencia de Valores y Seguros deberán dictar la o las normas de carácter general a que se refieren los artículos 28, 29 y 38 de esta ley.


A su vez, el Servicio de Impuestos Internos deberá dictar la resolución señalada en el artículo 36, dentro del año calendario 2016.”.”.
- - -


A continuación, el señor Presidente pone en votación la proposición de la Comisión Mixta.


Terminada la votación, la aludida propuesta es aprobada por 24 votos, de un total de 37 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y von Baer y señores Araya, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma y Walker, don Patricio.


Funda su voto, el Honorable Senador señor Larraín.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Quintana.

- - -


Luego, hace uso de la palabra el Ministro Secretario General de la Presidencia.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

“LEY SOBRE PROBIDAD EN LA FUNCIÓN PÚBLICA Y PREVENCIÓN DE LOS CONFLICTOS DE INTERESES”.

TÍTULO I

Normas Generales


Artículo 1°.- Esta ley regula el principio de probidad en el ejercicio de la función pública y la prevención y sanción de conflictos de intereses.


El principio de probidad en la función pública consiste en observar una conducta funcionaria intachable, un desempeño honesto y leal de la función o cargo con preeminencia del interés general sobre el particular.


Existe conflicto de intereses en el ejercicio de la función pública cuando concurren a la vez el interés general propio del ejercicio de las funciones con un interés particular, sea o no de carácter económico, de quien ejerce dichas funciones o de los terceros vinculados a él determinados por la ley, o cuando concurren circunstancias que le restan imparcialidad en el ejercicio de sus competencias.


Artículo 2°.- Todo aquel que desempeñe funciones públicas, cualquiera sea la calidad jurídica en que lo haga, deberá ejercerlas en conformidad con lo dispuesto en la Constitución y las leyes, con estricto apego al principio de probidad.”.


La inobservancia del principio de probidad acarreará las responsabilidades y sanciones que determine la Constitución o las leyes, según corresponda..


Artículo 3°.- Para el debido cumplimiento del principio de probidad, esta ley determina las autoridades y funcionarios que deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública, en los casos y condiciones que señala.


Así también, esta ley determina los casos y condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de ciertos bienes y establece situaciones calificadas en que deberán proceder a la enajenación de determinados bienes que supongan conflicto de intereses en el ejercicio de su función pública.

TÍTULO II

De la declaración de intereses y patrimonio

CAPÍTULO 1°

De los sujetos obligados y del contenido de la declaración de intereses y patrimonio


Artículo 4°.- Además de los sujetos señalados en el Capítulo 3° del presente Título, se encontrarán obligados a realizar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos que indica la presente ley, las siguientes personas:


1) El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los gobernadores, los secretarios regionales ministeriales, los jefes superiores de servicio, los embajadores, los ministros consejeros y los cónsules.


2) Los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, los consejeros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública, los consejeros del Instituto Nacional de Derechos Humanos y los consejeros del Consejo Nacional de Televisión.


3) Los integrantes de los Paneles de Expertos o Técnicos creados por la ley N° 19.940, por la ley N° 20.378, y por la ley N° 20.410.


4) Los alcaldes, concejales y consejeros regionales.


5) Los oficiales generales y oficiales superiores de las Fuerzas Armadas y niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


6) Los defensores locales de la Defensoría Penal Pública.


7) Los directores o las personas a que se refieren los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 37 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas; y los directores y gerentes de las empresas públicas creadas por ley y de las sociedades en que el Estado tenga participación accionaria, aun cuando la ley señale que es necesario mencionarlas expresamente para quedar sujetas a la regulación de otras leyes, tales como Televisión Nacional de Chile, la Empresa Nacional de Minería, la Empresa de Ferrocarriles del Estado, la Corporación Nacional del Cobre de Chile o el Banco Estado.


8) Los presidentes y directores de corporaciones y fundaciones que presten servicios o tengan contratos vigentes con la Dirección Administrativa de la Presidencia de la República, sea que perciban o no una remuneración, y los directores y secretarios ejecutivos de fundaciones, corporaciones o asociaciones reguladas en el decreto con fuerza de ley N° 1, del año 2006, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de municipalidades.


9) Los funcionarios que cumplan funciones directas de fiscalización.


10) Las demás autoridades y personal de planta y a contrata, que sean directivos, profesionales y técnicos de la Administración del Estado y que se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico de la respectiva planta de la entidad o su equivalente. Para establecer la referida equivalencia deberá estarse al grado remuneratorio asignado a los empleos de que se trate, y en caso de no tener asignado un grado, al monto de las respectivas remuneraciones de carácter permanente. 


11) Las personas contratadas a honorarios que presten servicios en la Administración del Estado, cuando perciban regularmente una remuneración igual o superior al promedio mensual de la recibida anualmente por un funcionario que se desempeñe en tercer nivel jerárquico, incluidas las asignaciones que correspondan.


12) Los rectores y miembros de las juntas directivas de las Universidades del Estado.


Artículo 5°.- La declaración de intereses y patrimonio deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes a la fecha de asunción del cargo. Además, el declarante deberá actualizarla anualmente, durante el mes de marzo, y dentro de los treinta días posteriores a concluir sus funciones.


Artículo 6°.- La declaración de intereses y patrimonio, y sus actualizaciones, deberán efectuarse a través de un formulario electrónico y conforme a lo previsto en la ley Nº 19.799. En caso de no estar implementado o habilitado el respectivo formulario electrónico la declaración podrá efectuarse en papel, debidamente autentificada al momento de su recepción por el ministro de fe del órgano u organismo al que pertenezca el declarante o, en su defecto, ante notario.


La declaración será pública, sin perjuicio de los datos sensibles y datos personales que sirvan para la individualización del declarante y su domicilio, y revestirá, para todos los efectos legales, la calidad de declaración  jurada. Respecto de los sujetos señalados en los numerales 1) a 4) del artículo 4°, y de los sujetos a que se refiere el Capítulo 3° del presente Título, esta declaración y sus actualizaciones se publicarán en el sitio electrónico de la institución respectiva, debiendo mantenerse en dicho sitio mientras el declarante se desempeñe en el cargo y hasta seis meses después del cese de sus funciones. Con todo, quienes posteriormente traten los datos contenidos en la declaración, no podrán usarlos con finalidades diferentes a aquellas que permitan el control de la probidad en la función pública. Quienes infrinjan esta prohibición serán sancionados conforme al Título V de la ley N° 19.628.


Las declaraciones se contendrán en las bases de datos interoperables que determinen las entidades responsables de la fiscalización para cada caso. Un reglamento del Ministerio Secretaría General de la Presidencia determinará el formulario único en el cual deberán efectuarse las declaraciones y la forma en que las declaraciones se harán disponibles para quienes corresponda supervisar el cumplimiento de esta obligación, sea la Contraloría General de la República para su debido registro y fiscalización respecto de los sujetos señalados en el artículo 4°, o la entidad que corresponda tratándose de los sujetos obligados que indica el Capítulo 3° de este Título.


Artículo 7°.- La declaración de intereses y patrimonio deberá contener la fecha y lugar en que se presenta y la singularización de todas aquellas actividades y bienes del declarante, que se señalan a continuación:


a) Actividades profesionales, laborales, económicas, gremiales o de beneficencia, sean o no remuneradas, que realice o en que participe el declarante, incluidas las realizadas en los doce meses anteriores a la fecha de asunción del cargo.


b) Bienes inmuebles situados en el país o en el extranjero. Respecto de los ubicados en Chile, deberán indicarse su avalúo fiscal y fecha de adquisición, las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones, sea que tengan estos bienes en propiedad, copropiedad, comunidad, propiedad fiduciaria o cualquier otra forma de propiedad. Respecto de los inmuebles ubicados en el extranjero, deberá indicarse el valor corriente en plaza de los mismos, en los términos del artículo 46 bis de la ley N° 16.271, sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones. Asimismo, se deberán incluir aquellos inmuebles sobre los cuales ejerza otros derechos reales distintos de la propiedad.


c) Derechos de aprovechamiento de aguas y concesiones de que sea titular el declarante.


d) Bienes muebles registrables, tales como vehículos motorizados, indicando su inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados y avalúo fiscal, y las naves y aeronaves señalando su tasación, matrícula y los datos para su debida singularización.


e) Toda clase de derechos o acciones, de cualquier naturaleza, que tenga el declarante en comunidades, sociedades o empresas, constituidas en Chile con indicación del nombre o razón social, giro registrado en el Servicio de Impuestos Internos, porcentaje que corresponde al declarante en dichas entidades, la cantidad de acciones, fecha de adquisición de las acciones o derechos y el valor corriente en plaza o, a falta de éste, el valor de libros de la participación que le corresponde. También deberán incluirse los derechos o acciones que la autoridad o funcionario declarante tenga en sociedades u otras entidades constituidas en el extranjero, indicando los datos que permitan su adecuada singularización y valorización.


Cuando los derechos o acciones de que sea titular el declarante le permitan ser controlador de una sociedad en los términos del artículo 97 de la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, o influir decisivamente en la administración o en la gestión de ella en los términos del artículo 99 de la misma ley, también deberán incluirse los bienes inmuebles, derechos, concesiones y valores, a que se refieren las letras b), c) y f) de este artículo, y los derechos y acciones de que trata esta letra, que pertenezcan a dichas comunidades, sociedades o empresas, en los términos referidos precedentemente.


f) Valores, distintos de aquellos señalados en la letra anterior, a que se refiere el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 18.045, que tenga la autoridad o el funcionario declarante, sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, incluyendo aquellos emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile, con indicación de su fecha de adquisición y de su valor corriente en plaza.


g) Contratos de mandato especial de administración de cartera de valores con indicación de los siguientes antecedentes: Individualización de la persona jurídica mandataria; fecha de celebración de él o los contratos; notaría pública o consulado de Chile donde fueron otorgados, según corresponda, indicando el valor comercial global de la cartera de activos entregada en administración a la fecha de la declaración, conforme a lo informado por el mandatario en la última memoria anual presentada.


h) La enunciación del pasivo, siempre que en su conjunto ascienda a un monto superior a cien unidades tributarias mensuales.


La declaración deberá incluir asimismo el nombre completo del declarante y de su cónyuge o conviviente civil.


Tratándose de los sujetos señalados en los numerales 1) a 4) del artículo 4°, y de los sujetos a que se refiere el Capítulo 3° del presente Título, además, deberá incluirse el nombre completo de sus parientes por consanguinidad en toda la línea recta que se encuentren vivos y en el segundo grado tanto en la línea colateral como por afinidad.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, en el sitio electrónico de la institución respectiva sólo podrá publicarse el nombre de los parientes por consanguinidad en primer grado en la línea recta del declarante. En el caso de los fiscales y de los jueces con competencia en lo penal, los datos respecto de todos los parientes indicados en el inciso precedente no serán publicados, debiendo registrarse esa información en el carácter de secreta.


Adicionalmente, los sujetos obligados a efectuar declaración de intereses y patrimonio podrán declarar, voluntariamente, toda otra posible fuente de conflicto de intereses, distinta a la que se detalla en este artículo.


Un reglamento expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este título y regulará la forma en que la Contraloría General de la República y el Consejo para la Transparencia dispondrán de las declaraciones de patrimonio e intereses de los sujetos señalados en los numerales 1) a 4) del artículo 4°, y de los sujetos a que se refiere el Capítulo 3° del presente Título en portales accesibles a toda la ciudadanía, en formato de datos abiertos y reutilizables. Sin perjuicio de lo anterior, respecto de las declaraciones de los demás sujetos contemplados en el mencionado artículo 4°, serán plenamente aplicables las disposiciones contenidas en la ley N° 20.285.


Artículo 8º.- La declaración de intereses y patrimonio deberá comprender los bienes de su cónyuge siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal y los del conviviente civil del declarante, siempre que hayan pactado régimen de comunidad de bienes.


Si el declarante está casado bajo cualquier otro régimen o si es conviviente civil sujeto a un régimen de separación de bienes, dicha declaración será voluntaria respecto de los bienes de dicho cónyuge o conviviente, y deberá tener el consentimiento de éste. Si la cónyuge del declarante es titular de un patrimonio en los términos de los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil, la declaración será igualmente voluntaria respecto de dichos bienes. 


Sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior, el declarante deberá incluir en su declaración de intereses las actividades económicas, profesionales o laborales que conozca, de su cónyuge o conviviente civil.


La declaración de intereses y patrimonio también comprenderá los bienes de los hijos sujetos a la patria potestad del declarante y los de las personas que éste tenga bajo tutela o curatela. La declaración de los bienes del hijo sujeto a patria potestad, que no se encuentren bajo la administración del declarante, será voluntaria.

CAPÍTULO 2°

De las responsabilidades y sanciones por infracciones al deber de efectuar la declaración de intereses y patrimonio de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado


Artículo 9°.- El jefe superior del servicio, o quien haga sus veces,  tendrá el deber de verificar que todos los sujetos obligados bajo su dependencia efectúen oportunamente la declaración de intereses y patrimonio y sus respectivas actualizaciones.


Asimismo, deberá remitir a la Contraloría General de la República, en la forma que disponga el reglamento, las declaraciones de patrimonio e intereses efectuadas por declarantes de su servicio e informarle de las infracciones a la obligación de realizar dichas declaraciones, dentro de los treinta días posteriores a aquel en que tome conocimiento de aquellas.


Artículo 10.- La Contraloría General de la República fiscalizará la oportunidad, integridad y veracidad del contenido de la declaración de intereses y patrimonio respecto de los sujetos señalados en el Capítulo 1° de este Título.


Para lo anterior, la Contraloría podrá solicitar información a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a la Superintendencia de Valores y Seguros, a la Superintendencia de Pensiones, al Servicio de Impuestos Internos, a los Conservadores de Bienes Raíces, al Servicio de Registro Civil e Identificación y a cualquier otro órgano o servicio, de conformidad a los artículos 9° y 151 del decreto N° 2.421, del Ministerio de Hacienda, promulgado y publicado el año 1964, que fija el texto refundido de la ley N° 10.336, de organización y atribuciones de la Contraloría General de la República.


Artículo 11.- Si la persona obligada a efectuar o actualizar la declaración de intereses y patrimonio no la realiza dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta, la Contraloría General de la República de oficio o a petición fundada de cualquier interesado deberá apercibir al infractor para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles, notificándolo por carta certificada, conforme a lo establecido en el artículo 46 de la ley N° 19.880. Si tras el apercibimiento se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de diez días hábiles para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Contraloría, dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia, mediante resolución fundada, propondrá al jefe de servicio o a quien haga sus veces, la aplicación de una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la sanción.


Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.


De todo lo anterior se dejará constancia en la respectiva hoja de vida funcionaria.


El cese en funciones del sujeto obligado no extingue la responsabilidad a que haya lugar por infracción a las obligaciones de este Título, la que podrá hacerse efectiva dentro de los cuatro años siguientes al incumplimiento.


Lo dispuesto en este artículo no obsta la eventual responsabilidad penal que correspondiere conforme al artículo 210 del Código Penal.


Artículo 12.- La responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones que establece este Título se hará efectiva por quien, en conformidad a la Constitución o la ley, tenga la potestad disciplinaria o la facultad para remover al infractor, según corresponda.


Tratándose de los jefes de servicio, consejeros regionales, alcaldes y concejales que infrinjan las obligaciones establecidas en este Título, las sanciones que procedan a su respecto serán aplicadas por la Contraloría General de la República conforme a lo dispuesto en el artículo 11 de la presente ley y a sus respectivos estatutos.


La sanción que se aplique se notificará, según corresponda, al consejero, alcalde o concejal, y al secretario ejecutivo o secretario municipal respectivo, quien deberá ponerla en conocimiento del consejo regional o concejo municipal, según corresponda, en la sesión más próxima.


Respecto del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.


Artículo 13.- Las sanciones contempladas en el artículo 11 serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución.


La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días hábiles siguientes a tal requerimiento. La Corte podrá pedir también, en esa misma resolución, informe a este respecto a la Contraloría General de la República. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo. Respecto de la resolución que falle este asunto no procederán recursos ulteriores.


La interposición de la reclamación suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.

Capítulo 3°

De la declaración de intereses y patrimonio efectuada por otras autoridades


Artículo 14.- Los diputados y senadores, los funcionarios de las categorías A, B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional, los abogados secretarios de comisiones y quienes integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias o el Comité de Auditoría Parlamentaria deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración de intereses y patrimonio en los términos señalados en los artículos 5°, 6º, 7° y 8° de esta ley. De forma supletoria se aplicarán las reglas de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.


Artículo 15.- De las infracciones a este Título cometidas por diputados y senadores corresponderá conocer, y resolver acerca de la aplicación de las sanciones, a las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria.


Si el parlamentario obligado no realiza la declaración dentro del plazo o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido por la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria para que la realice o rectifique en el plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de su dieta. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo.


El procedimiento podrá iniciarse por las comisiones señaladas en el inciso primero de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. Formulados los cargos, el parlamentario afectado podrá contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Comisión deberá dictar la resolución dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.


De las infracciones a este Título cometidas por los funcionarios de las categorías B y C de las plantas de ambas corporaciones o de la planta de la Biblioteca del Congreso Nacional y por los abogados secretarios de comisiones corresponderá conocer, y resolver acerca de la aplicación de las sanciones, al respectivo jefe de servicio. De las infracciones cometidas por los Secretarios Generales de la Cámara de Diputados y del Senado, como también por el Director de la Biblioteca del Congreso Nacional y por quienes integren el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias o el Comité de Auditoría Parlamentaria, corresponderá conocer a la comisión bicameral a que aluden los artículos 66 y 66 A de la ley N° 18.918.


Si el sujeto obligado no realiza la declaración dentro del plazo o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido por el respectivo jefe de servicio o por la comisión bicameral, según sea el caso, para que la realice o rectifique en el plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, le aplicará una multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de su remuneración. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. Formulados los cargos, el sujeto afectado podrá contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El jefe de servicio o la comisión bicameraldeberá dictar la resolución dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.


Artículo 16.- Los miembros del escalafón primario y los de la segunda serie del escalafón secundario del Poder Judicial, a que se refieren los artículos 267 y 269 del Código Orgánico de Tribunales, respectivamente, y el Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio en los términos señalados en los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.


Si el sujeto obligado no realiza oportunamente la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido de oficio o a petición fundada de cualquier interesado, para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, en la forma que establece el Título XVI del Código Orgánico de Tribunales. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo, desde la notificación de la resolución que impone la sanción. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.


Artículo 17.- El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos estipulados en los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.


Si los fiscales regionales o los fiscales adjuntos no realizan oportunamente la declaración de intereses y patrimonio o la efectúan de manera incompleta o inexacta, serán apercibidos para que la realicen o rectifiquen dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, serán sancionados con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, impuestas administrativamente por el Fiscal Nacional o el Fiscal Regional respectivo, en su caso. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.


El procedimiento podrá iniciarse por el superior jerárquico que corresponda de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El superior jerárquico deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. Si el que incumple o comete las infracciones referidas precedentemente fuese el Fiscal Nacional, se estará a lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N° 19.640.


En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.


Artículo 18.- Los jueces titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública, los jueces de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, los ministros titulares y suplentes de los Tribunales Ambientales, y los ministros de fe de cada uno de estos tribunales, deberán efectuar una declaración de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.


Si el declarante no realiza oportunamente la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal, de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, que se descontará directamente de sus remuneraciones o dieta, según corresponda. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.


El procedimiento podrá iniciarse por el pleno de la Corte Suprema de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. La Corte deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone la sanción.


En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.


Artículo 19.- Los Ministros y los suplentes de Ministro del Tribunal Constitucional, los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones y los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.


Si el declarante no realiza oportunamente la declaración de intereses y patrimonio o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, la que será aplicada por el tribunal respectivo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.


El procedimiento podrá iniciarse por el tribunal respectivo de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El tribunal deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. La multa se reiterará por cada mes adicional de retardo desde la notificación de la resolución que impone la sanción.


En contra de la resolución que se pronuncie sobre la sanción procederá recurso de reposición, dentro de quinto día de notificada la resolución respectiva.


Artículo 20.- Los miembros del Consejo del Banco Central deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.


Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta, será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Consejo del Banco Central. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y dará lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo.


El procedimiento podrá iniciarse por el Consejo del Banco Central de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará conforme a las reglas de la sana crítica. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.


En todo caso, el afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69 de la ley N° 18.840, orgánica constitucional del Banco Central.


Artículo 21. El Contralor General de la República, el Subcontralor General de la República, los Contralores Regionales y quienes se desempeñen hasta el tercer nivel jerárquico en la Contraloría General de la República deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley.


Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta será apercibido por el Contralor General de la República para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Contralor General de la República. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad y podrá dar lugar a la destitución o cese de funciones del infractor, de acuerdo al estatuto respectivo. 


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el Contralor General de la República o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El Contralor deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.


Respecto del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de este Título. El procedimiento podrá iniciarse de oficio o por denuncia fundada de cualquier interesado ante la Secretaría de la Cámara, que la tramitará de conformidad con el procedimiento que al efecto deberá determinar dicha Corporación.


Artículo 22. Los miembros de la  Directiva Central de los Partidos Políticos deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los términos de los artículos 5°, 6°, 7° y 8° de esta ley, la cual deberá ser entregada al Servicio Electoral para su custodia.


Si el declarante no realiza la declaración dentro del plazo dispuesto para ello o la efectúa de manera incompleta o inexacta será apercibido para que la realice o rectifique dentro del plazo de diez días hábiles y, en caso de incumplimiento, será sancionado con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, la que será impuesta por el Servicio Electoral de conformidad a su ley orgánica, que considerará una instancia de apelación. Dicha multa se reiterará por cada mes adicional de retardo. Si el incumplimiento se mantuviera por un período superior a los cuatro meses siguientes a la notificación de la sanción, se considerará falta grave a la probidad.


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el Servicio Electoral  o por denuncia fundada de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días hábiles, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. El Servicio Electoral deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes contados desde la última diligencia.


Respecto del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de este título. El procedimiento podrá iniciarse de oficio  o por denuncia fundada de cualquier interesado ante la Secretaría de la Cámara que la tramitará de conformidad con el procedimiento que al efecto deberá determinar dicha Corporación.

TÍTULO III

Del mandato especial de administración de cartera de valores y la enajenación forzosa

CAPÍTULO 1°

Generalidades


Artículo 23.- Las autoridades señaladas en este Título tendrán la obligación de constituir un mandato especial de administración de cartera de valores, en adelante el “mandato”, y de enajenar ciertos bienes, en los casos y en la forma que establece esta ley.


Los candidatos a Presidente de la República, diputados o senadores, consejeros regionales y alcaldes podrán de forma voluntaria someterse a las normas de este Título al momento de inscribir la correspondiente candidatura en el Servicio Electoral.

CAPÍTULO 2°

Del mandato especial de administración de cartera de valores

Párrafo 1°

Definición y características


Artículo 24.- El mandato a que se refiere este Título es un contrato solemne en virtud del cual una autoridad, en la forma y en los casos señalados en esta ley, encarga a una o más personas autorizadas la liquidación de valores que integren su patrimonio, la inversión del producto de la liquidación en un portafolio de activos y la administración de éstos. La o las personas autorizadas se harán cargo separadamente de los valores, a nombre propio y a riesgo de la autoridad.


La autoridad que confiere el encargo se denomina mandante, y quien lo acepta, mandatario.


En todo lo no previsto en el presente Título, el mandato especial se regirá por las normas generales aplicables al mandato civil, contenidas en el Título XXIX del Libro Cuarto del Código Civil.


La celebración de este mandato especial no constituye enajenación de los bienes objeto del mismo para efectos tributarios.


Artículo 25.- En virtud del mandato a que se refiere este Título, la autoridad obligada a constituirlo encargará al mandatario la presentación y ejecución de un plan de liquidación de sus valores señalados en el artículo 26. El mandatario, en cumplimiento del encargo, deberá invertir el producto de dicha liquidación en un portafolio de activos lo suficientemente amplio como para evitar que las actividades de la autoridad obligada puedan incidir directamente en éstos. Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 31, el plan de liquidación no podrá contener disposiciones que permitan al mandatario invertir el producto de dicha liquidación en aquellos valores que la autoridad se encuentra obligada a enajenar.

Párrafo 2°

Objeto y constitución del mandato


Artículo 26.- El Presidente de la República, los ministros de Estado, los subsecretarios, los diputados y senadores, el Contralor General de la República, los intendentes, los gobernadores, los consejeros regionales, los alcaldes y los jefes superiores de las entidades fiscalizadoras, en los términos del decreto ley N° 3551, que sean titulares de acciones de sociedades anónimas abiertas, opciones a la compra y venta de tales acciones, bonos, debentures y demás títulos de oferta pública representativos de capital o de deuda que sean emitidos por entidades constituidas en Chile, que se encuentren inscritas en los registros de valores que llevan las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, y cuyo valor total supere las veinticinco mil unidades de fomento, deberán optar por una de las siguientes alternativas respecto de tales acciones y valores:


a) Constituir un mandato especial conforme a las normas de este Título, o


b) Vender las acciones y valores a que se refiere este Capítulo, al menos, en lo que exceda a dicho monto.


El producto de la enajenación efectuada conforme a la letra b) del inciso anterior no podrá destinarse a la adquisición de los valores a que se refiere dicho inciso.


Se deberá optar por una de las alternativas establecidas en este artículo dentro de los noventa días corridos posteriores a la asunción del cargo y, en su caso, dentro del mismo plazo contado desde la actualización de la respectiva declaración de intereses y patrimonio.


Artículo 27.- El mandato especial se constituye por voluntad del mandante y por la aceptación del mandatario, en un solo acto, mediante escritura pública otorgada y publicada en los términos de este Capítulo.


Dicha escritura deberá contener, al menos, las siguientes menciones:


1) La individualización del mandante y del mandatario. Respecto del mandatario deberá identificarse a su representante legal y a los dueños o accionistas controladores, en su caso.


2) El inventario detallado de los valores que conforman la parte del patrimonio del mandante sobre la que se constituye el mandato, así como el valor corriente de los mismos.


3) Las instrucciones generales de administración, referidas al plan de liquidación y al riesgo y diversificación de las inversiones. Con todo, dichas instrucciones no podrán referirse a efectuar inversiones en algún rubro o  empresa en particular.


Dentro de los cinco días hábiles siguientes al otorgamiento de la escritura pública de constitución del mandato, el mandante deberá entregar una copia autorizada de ella a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, y a la Contraloría General de la República. En el caso del Contralor General de la República, deberá entregarse copia de la escritura pública a la Cámara de Diputados, para su registro. En el caso de los diputados y senadores, además de remitir copia de la escritura a la Superintendencia que corresponda, deberá enviarse copia a la respectiva Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria.


Una copia de la escritura pública de la constitución del mandato y la declaración jurada a que se refiere el artículo 30 de esta ley deberán ser publicadas en el sitio electrónico del organismo en el cual desempeñe sus funciones el mandante. También deberán publicarse en el mismo sitio las modificaciones a los instrumentos referidos.


Durante la vigencia del mandato, el mandante sólo podrá rectificarlo por errores de hecho. Para estos efectos el mandante deberá informar las modificaciones a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. y a la Contraloría General de la República; en el caso del Contralor General de la República, a la Cámara de Diputados, y, en el caso de los diputados y senadores, a la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria, dentro de los treinta días siguientes a aquél en que se efectuó la modificación, con las mismas solemnidades señaladas en este Capítulo.


Artículo 28.- Sólo podrán desempeñarse como mandatarios, para los efectos de esta ley, las personas jurídicas que a continuación se señalan y que se encuentren inscritas previamente en los registros a que se refiere el artículo siguiente:


a) Las corredoras de bolsa, los agentes de valores, las administradoras generales de fondos, las administradoras de fondos mutuos y las administradoras de fondos de inversión, sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.


b) Las empresas bancarias autorizadas para operar en Chile.


c) Las entidades autorizadas para administrar activos de terceros, constituidas en el extranjero. Dichas entidades deberán designar a un apoderado en Chile con amplias facultades de representación, en conformidad a los términos que señale la norma de carácter general que para estos efectos dictarán, en conjunto, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Superintendencia de Valores y Seguros.


Artículo 29.- La Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras llevarán, separadamente, un Registro Especial de Administradores de Mandato en el cual deberán inscribirse las personas jurídicas autorizadas a desempeñarse como mandatarios. Dichos registros estarán a disposición permanente del público y deberán publicarse en el sitio electrónico de las respectivas instituciones.


Las mencionadas Superintendencias establecerán, conjuntamente, mediante una norma de carácter general, los antecedentes e información específica que deberán acompañar en sus solicitudes de inscripción quienes deseen desempeñarse como mandatarios para los efectos de esta ley y el contenido del plan de liquidación a que alude el artículo 25.


Artículo 30.- Las autoridades que otorguen mandato en los términos de esta ley, podrán designar a uno o más mandatarios.

Párrafo 3°

Obligaciones y prohibiciones del mandante


Artículo 31.- La autoridad que haya constituido un mandato deberá abstenerse de ejecutar cualquiera clase de acción, directa o indirecta, dirigida a establecer algún tipo de comunicación con el mandatario con el objeto de instruirlo sobre la forma de administrar el patrimonio o una parte de él, sin perjuicio de las excepciones contempladas en esta ley.


Artículo 32.- La autoridad obligada a constituir un mandato no podrá designar como mandatario a una persona jurídica en la cual dicha autoridad, su cónyuge, conviviente civil o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad tengan o hayan tenido participación accionaria o patrimonial directa o indirecta, entendiéndose esta última en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, durante el año anterior a su designación.


Tampoco podrá nombrarse como mandatarios a aquellas personas jurídicas cuyos directores o administradores, gerentes o ejecutivos principales, tengan relación de parentesco con la autoridad, su cónyuge, conviviente civil, o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad.


En el acto de constitución del mandato, el mandatario, debidamente representado, así como la autoridad obligada a su constitución, deberán efectuar una declaración jurada señalando no estar afectos a las relaciones de vinculación, parentesco o dependencia que impidan la celebración válida del contrato, referidas en los incisos anteriores. En caso de pérdida sobreviniente de esta calidad de independiente, el mandante deberá comunicarlo a la Superintendencia respectiva.”.

Párrafo 4°

Obligaciones y prohibiciones del mandatario


Artículo 33.- El mandatario deberá mantener su calidad de independiente en los términos definidos en el artículo anterior, durante todo el tiempo que dure el mandato. En el evento que por un hecho sobreviniente pierda tal carácter, deberá comunicarlo a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, a más tardar dentro de los cinco días hábiles siguientes a que tome conocimiento del hecho. Asimismo, deberá comunicarlo al mandante sólo una vez que la respectiva Superintendencia se haya pronunciado respecto de la procedencia de la comunicación de conformidad con el artículo 39 inciso 4°.


Artículo 34.- El mandatario no podrá delegar el encargo. Sin embargo, podrá encomendar la gestión de negocios específicos a terceras personas que designe, bajo su exclusiva responsabilidad, si fue autorizado por el mandante expresamente en la escritura de constitución del mandato. Los terceros que se designen para la gestión de negocios específicos estarán sujetos a las mismas prohibiciones, obligaciones y sanciones que se establecen para el mandatario.


Artículo 35.- Se prohíbe al mandatario divulgar cualquier información que pueda llevar al público general o al mandante a conocer el estado de las inversiones de este último.


Artículo 36.- Para efectos tributarios, el mandatario deberá proporcionar oportunamente al Servicio de Impuestos Internos una declaración jurada con la información necesaria para determinar la procedencia de los impuestos que correspondan por las rentas que administre conforme a los artículos 24 y 25 de este Título, especialmente aquella información que permita determinar si se trata de rentas exentas o no afectas, sujetándose en todo a las reglas establecidas en el Código Tributario contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, del Ministerio de Hacienda, promulgado y publicado el año 1974, y en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, del Ministerio de Hacienda, promulgado y publicado el año 1974. El mandatario deberá enviar, oportunamente, copia de dicha declaración jurada al mandante para que éste efectúe su declaración de impuestos.


Esta información que provea el mandatario deberá entregarse en términos que no vulnere lo establecido en los artículos 35 y 39. Para ello, la forma y plazo de la declaración jurada serán fijados mediante resolución por el Servicio de Impuestos Internos.


El mandatario será responsable por la información inexacta, inoportuna o incompleta que entregue al Servicio de Impuestos Internos de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero de este artículo. Asimismo, el mandante se encontrará exento de responsabilidad por las actuaciones del mandatario en esta materia.


Los gastos en que incurra el mandante para remunerar al mandatario en los términos del artículo 40 recibirán el tratamiento tributario que corresponda según la Ley sobre Impuesto a la Renta.”


Artículo 37.- El mandatario deberá, con cargo a la parte del patrimonio sobre la que se constituyó el mandato, proveer de fondos al mandante cada vez que éste así lo solicite, no pudiendo este último indicar la forma de obtenerlos ni el primero informar acerca de la fuente específica.


En ningún caso el mandante podrá invertir los fondos referidos en bienes que puedan quedar sujetos a la obligación de constituir un mandato o de enajenar, en atención al cargo que desempeña.


Artículo 38.- El mandatario deberá proporcionar anualmente al mandante y a la Superintendencia de Valores y Seguros  o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, una cuenta escrita fundada, que tendrá el carácter de reservada, acerca de la situación general del patrimonio administrado, acompañada de un estado general de ganancias y pérdidas.





Las mencionadas Superintendencias establecerán conjuntamente, mediante una norma de carácter general, el contenido mínimo de la cuenta y la forma en que ésta deberá ser presentada.


Artículo 39.- Se prohíbe al mandatario comunicarse, por sí o por interpósita persona, con el mandante, para informarle sobre el destino de su patrimonio o para pedir instrucciones específicas sobre la manera de gestionarlo o administrarlo. Esta prohibición se extiende, además, a las personas relacionadas con el mandante o que tengan interés, directo o indirecto, en el mandato, según los criterios determinados en el artículo 32.


El mandante no podrá exigir al mandatario otra cuenta que la señalada en el artículo anterior mientras el mandato se mantenga vigente.


La infracción a esta prohibición será sancionada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 51.


Excepcionalmente se permitirán comunicaciones por escrito entre el mandatario y el mandante, las que sólo podrán versar sobre resultados globales del mandato, giros a beneficio del mandante, pérdida de la calidad de independiente del mandatario, declaración y pago de impuestos, en conformidad a esta ley. Estas comunicaciones deberán ser, en todo caso, previamente aprobadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. Los actos que las superintendencias emitan de conformidad con el inciso anterior, en ningún caso darán lugar a responsabilidad por parte de aquéllas.


Artículo 40.- La constitución del mandato dará derecho al mandatario a recibir una remuneración por sus servicios, la que será determinada por las partes en el acto de constitución.


Artículo 41.- Los gastos incurridos por el mandatario en el desempeño de su cargo le serán abonados con cargo a los recursos que administra a medida que éstos se vayan devengando, y siempre de conformidad a las normas que se fijen en el mandato.

Párrafo 5°

Término del mandato y restitución de los bienes al mandante


Artículo 42.- El mandato especial termina por las siguientes causales:


1) Por la cesación en el ejercicio del cargo del mandante.


2) Por la revocación expresa del mandante.


3) Por la renuncia del mandatario.


4) Por la muerte del mandante o la disolución de la persona jurídica que ejerce la función de mandatario.


5) Por la declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o insolvencia del mandante.


6) Por la declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o insolvencia del mandatario.


7) Por haber perdido el mandatario, por causa sobreviniente, su calidad de independiente, de conformidad al artículo 33.


8) Por suspensión del Registro del Mandatario, por haber infringido lo dispuesto en los artículos 34, 35 ó 39.


9) Por la cancelación de la inscripción en el Registro Especial a que se refiere el artículo 29.


Artículo 43.- Terminado el mandato especial por las causales señaladas en el artículo anterior, el mandatario, previa rendición de cuenta, procederá a entregar al mandante el patrimonio que le fue encomendado, en la fecha pactada o, a falta de estipulación, en el plazo de diez días hábiles desde su término.


En el caso de disolución de la persona jurídica que ejerce las funciones de mandatario, la obligación señalada en el inciso primero, deberá ser cumplida íntegramente por sus liquidadores.


En los casos de declaración de deudor en un procedimiento concursal de liquidación del mandatario, las obligaciones de este último en relación con el mandato deberán ser asumidas por el liquidador del procedimiento concursal hasta la designación del nuevo mandatario.


En todo caso, para los efectos de lo señalado en este artículo, el mandatario saliente o sus representantes continuarán, hasta la designación del nuevo mandatario, siendo responsables de la gestión encomendada en lo relativo a las operaciones de carácter conservativo que resulten indispensables para una adecuada protección de la parte del patrimonio encomendada, como del cumplimiento de todas las obligaciones asumidas en el ejercicio del mandato.





La rendición de cuentas efectuada por el mandatario saliente será pública. El reglamento determinará el procedimiento de rendición de cuentas al que hace referencia este artículo.


Artículo 44.- Al término del mandato, el mandante cumplirá en todo caso las obligaciones pendientes contraídas por el mandatario.

CAPÍTULO 3°

De las enajenaciones a que obliga esta ley


Artículo 45.- Las autoridades que se señalan en este artículo deberán enajenar, o renunciar de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2108 y siguientes del Código Civil, a su participación en la propiedad sobre los bienes que se indican a continuación:


1) El Presidente de la República, los diputados, los senadores y el Contralor General de la República, respecto de su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o a sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones otorgadas por el Estado, incluidas las concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción y de radiodifusión sonora.


2) Los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los consejeros regionales, los superintendentes, los intendentes de dichas Superintendencias y los jefes de servicios, respecto de su participación en la propiedad de empresas proveedoras de bienes o servicios al Estado o sus organismos y en empresas que presten servicios sujetos a tarifas reguladas o que exploten, a cualquier título, concesiones otorgadas por el Estado, cuando éstas o aquéllas se encuentren vinculadas expresa y directamente con el ámbito de su competencia o bien sujetas, de acuerdo a la ley, a su fiscalización, y en las concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción y de radiodifusión sonora.


La enajenación o renuncia a que se refiere este artículo estará sujeta al tratamiento tributario que corresponda, de acuerdo a las reglas generales y deberá ser efectuada por la autoridad dentro del plazo de ciento veinte días corridos contados desde la fecha de su nombramiento o desde que legalmente le corresponda asumir en el cargo, o bien, dentro de los ciento veinte días corridos siguientes a la fecha en que la autoridad o la empresa en que participe pase a tener alguna de dichas calidades, todo ello sin perjuicio de las prohibiciones, incompatibilidades e inhabilidades establecidas en la Constitución Política de la República o en leyes especiales.  El producto de dichas ventas no podrá ser invertido en bienes sujetos a la obligación de enajenar, conforme a lo dispuesto en esta ley. Esta enajenación no podrá sujetarse a modalidades.


La renuncia presentada por un socio que asume alguno de los cargos señalados en esta disposición no se considerará intempestiva para efectos de los artículos 2110 y siguientes del Código Civil. Esta enajenación no podrá sujetarse a modalidades.

CAPÍTULO 4°

Fiscalización y sanciones por la infracción de las disposiciones de este Título y procedimiento de reclamación


Artículo 46.- Corresponderá velar por el cumplimiento de las disposiciones de este Título:


1) A la Contraloría General de la República respecto de las autoridades de la Administración del Estado obligadas.


2) A la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda, respecto de las personas jurídicas que se desempeñen como mandatarios.


3) A las Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria de la cámara que corresponda, respecto de los senadores y diputados.


4) A la Cámara de Diputados respecto del Contralor General de la República.


Artículo 47.- Las sanciones establecidas para las autoridades de la Administración del Estado señaladas en este Título serán aplicadas por la Contraloría General de la República, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 48 de esta ley.


En ejercicio de su rol fiscalizador, la Contraloría podrá requerir información a las autoridades obligadas por este Título y a quienes ejerzan como mandatarios conforme al mismo.


En todo lo no regulado expresamente, se aplicarán de forma supletoria las normas contempladas en la ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.”.


Artículo 48.- Transcurrido el plazo señalado en el artículo 45 sin que se haya cumplido con la obligación de enajenación, o transcurridos los plazos señalados en el artículo 26 sin que se haya constituido el mandato, la autoridad infractora será apercibida por la Contraloría General de la República o por quien corresponda de conformidad al artículo 46 para que dé cumplimiento a la respectiva obligación. A partir de la notificación, la autoridad contará con un plazo de diez días hábiles para subsanar su situación. Si se mantuviera el incumplimiento, la Contraloría  o por quien corresponda de conformidad al artículo 46  formulará cargos y el obligado tendrá el plazo de diez días hábiles para contestarlos. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada conforme a las reglas de la sana crítica. Expirado este plazo, la autoridad infractora será sancionada con multa a beneficio fiscal de diez a mil unidades tributarias mensuales.


La infracción referida en el inciso anterior será considerada, además, como una falta al principio de probidad administrativa. Corresponderá al Contralor General de la República ordenar la instrucción de los sumarios administrativos que procedan.


Tratándose del Presidente de la República y los ministros de Estado, la Contraloría General de la República deberá informar del incumplimiento reiterado a la Cámara de Diputados, para los fines que sean pertinentes.


En el caso del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley


Artículo 49.- Las multas que este Título establece para las personas jurídicas que se desempeñen como mandatario serán aplicadas por la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, según corresponda. La Superintendencia respectiva podrá imponer las sanciones a la sociedad, directores o gerentes.


Los procedimientos sancionatorios que la Superintendencia de Valores y Seguros inicie, se regirán por lo dispuesto  en el Título III del decreto ley N° 3.538, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.


Por su parte, los procedimientos que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras inicie, se regirán por lo dispuesto en el párrafo 3 del Título I de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda.


En caso de reincidencia, y atendida la gravedad de la infracción, se podrá aplicar la cancelación de su inscripción en el registro para ejercer como mandatario, respecto de los contratos regidos por esta ley.


Artículo 50.- Las Superintendencias de Valores y Seguros y de Bancos e Instituciones Financieras, para el eficaz ejercicio de sus funciones, podrán requerir información al mandatario designado


En caso de incumplimiento por parte del mandatario de la obligación referida en el inciso precedente, las Superintendencias podrán aplicar las sanciones establecidas en los artículos 27 y 28 del decreto ley 3538, de 1980, del Ministerio de Hacienda y del artículo 19 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, según corresponda.


Artículo 51.- La vulneración por el mandante de las obligaciones contenidas en los artículos 31 y 32 será sancionada con multa, a beneficio fiscal, de cincuenta a mil unidades tributarias mensuales en atención a la naturaleza y gravedad de la infracción. Dicho incumplimiento será considerado como una falta al principio de probidad administrativa.


Por su parte, la vulneración por el mandatario de las disposiciones contenidas en los artículos 33, 35, 38 y 39 será sancionada con multa, a beneficio fiscal, de cincuenta a dos mil unidades tributarias mensuales y, atendida la gravedad de la infracción, se podrá aplicar la suspensión por un año de la inscripción en el registro para operar como mandatario.


Artículo 52.- Las sanciones contempladas en este Título, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones del domicilio del reclamante, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique.


La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días hábiles siguientes a tal requerimiento. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.


La reclamación deberá ser fundada y acompañar los documentos probatorios en que se base.


En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado, fue fijado por medio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, el procedimiento de reclamación se regirá por lo dispuesto en los artículos 22 y 23 de dicha ley. En el caso que el reclamante sea alguna de las entidades reguladas por el decreto ley N° 3.538, del Ministerio de Hacienda, promulgado y publicado el año 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros, el procedimiento se regirá por lo dispuesto en el artículo 30 de dicho cuerpo legal.


Artículo 53.- Las responsabilidades de las autoridades y funcionarios establecidas en este Título se podrán hacer efectivas en el término de cuatro años desde la fecha de la infracción respectiva y no se extinguirán por el cese de funciones.

TÍTULO IV

Modificaciones a diversos cuerpos legales


Artículo 54.- Sustitúyese el inciso final del artículo 14 de la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840, por el siguiente:


Los miembros del Consejo, antes de asumir sus cargos, deberán declarar su estado de situación patrimonial, las actividades profesionales y económicas en que participen, y la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades señaladas precedentemente. Esta declaración jurada deberá efectuarse de conformidad a lo dispuesto en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses.


Artículo 55.- Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 35 del Código Tributario, la frase “y de los fiscales del Ministerio Público, en su caso”, por la siguiente: “, de los fiscales del Ministerio Público y de la Contraloría General de la República, en su caso”.”.


Artículo 56.- Deróganse las siguientes disposiciones:


1) El párrafo 3° “De la Declaración de Intereses y Patrimonio” y los artículos 65, 66 y 68 del Párrafo 4° “ De la Responsabilidad y de las Sanciones”, ambos del Título III denominado “De la Probidad Administrativa”, de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001.


2) Los artículos 5° C, 5° D y 5° E del Título Primero sobre “Disposiciones Generales” de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


3) Los artículos 323 bis y 323 bis A del Código Orgánico de Tribunales.


4) El artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.


5) Los artículos 9°, 9° ter y 47 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.


6) El artículo 9° bis del decreto ley N° 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


7) El artículo 6° bis de la ley N° 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones.


8) El artículo 7° bis de la ley N° 18.593, sobre Tribunales Electorales Regionales.


Artículo 57.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 12 de la ley N° 20.405, del Instituto Nacional de Derechos Humanos, por el siguiente:

“Con todo, serán aplicables a este personal las normas de probidad establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses y las disposiciones del Título III de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.”.


Artículo 58.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 43 de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública, por el que sigue:


“Sin perjuicio de lo anterior, serán aplicables a este personal las normas de probidad establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses y las disposiciones del Título III de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.”.


Artículo 59.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 15 de la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, por el siguiente:


“Con todo, en materia de remuneraciones tendrá el mismo régimen remuneratorio, de dedicación e incompatibilidades del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente. Asimismo, estos trabajadores estarán sujetos a las normas de transparencia a que se refiere el artículo octavo de la ley Nº 20.285, a las establecidas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses y al Título III de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001, debiendo consignarse en los contratos respectivos una cláusula que así lo disponga. La infracción a las normas de probidad será causal del término del contrato de trabajo.”.

Artículos transitorios


Artículo primero.- El Presidente de la República dictará el reglamento de esta ley dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de la misma.


Dentro del mismo plazo señalado en el inciso primero, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Superintendencia de Valores y Seguros deberán dictar la o las normas de carácter general a que se refieren los artículos 28, 29 y 38 de esta ley.


A su vez, el Servicio de Impuestos Internos deberá dictar la resolución señalada en el artículo 36, dentro del año calendario 2016.


Sin perjuicio de lo anterior, los órganos señalados en el Capítulo 3º del Título II de esta ley podrán dictar las normas administrativas que sean convenientes en las materias que les conciernen específicamente.


Esta ley comenzará a regir tres meses después de la publicación del reglamento señalado en el inciso primero respecto de los sujetos que se individualizan en el Capítulo 1º del Título II, y cinco meses después de la referida publicación, respecto de los sujetos individualizados en el Capítulo 3º del mencionado Título II.


Artículo segundo.- Desde la entrada en vigencia de esta ley, la referencia efectuada en otras normas a la obligación de presentar una declaración de intereses y una declaración de patrimonio, se entenderá hecha a esta ley.”.
- - -

Proyecto de ley que introduce mejoras al transporte público remunerado de pasajeros, modificando las disposiciones legales que indica.


El señor Presidente manifiesta que corresponde efectuar la segunda discusión en general de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce mejoras al transporte público remunerado de pasajeros, modificando las disposiciones legales que indica, cuyo Boletín es el N° 10.007-15, respecto del cual el Ejecutivo ha hecho presente la urgencia para su despacho, calificándola de “suma”.


Recuerda que el artículo 3° duodecies, contenido en el N° 6 del artículo 4° de la iniciativa, tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio.

Por otra parte, acota, el artículo 2° del proyecto es de quórum calificado y, en consecuencia, requiere para su aprobación de los votos favorables de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio.
- - -


A continuación, el señor Presidente pone en votación en general este proyecto de ley.


Terminada la votación, la iniciativa es aprobada por 23 votos a favor y 9 en contra, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento de esta forma a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República respecto del artículo 3° duodecies, contenido en el N° 6 del artículo 4° de la iniciativa, y del artículo 2° del proyecto, respectivamente.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Larraín, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.

Fundan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Girardi, Letelier, Navarro, señora Pérez San Martín y señor Quintana.


Fundan su voto negativo, los Honorables Senadores señores Chahuán, Larraín, Ossandón, Allamand,Pérez Varela y García-Huidobro.

- - -


Concluida la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 5 de octubre de 2015, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.
- - -

Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos.


La señora Vicepresidenta pone en discusión el informe de la Comisión Mixta recaído en la iniciativa de la referencia.


A continuación, el señor Secretario General indica que se trata del Boletín N° 8.207-07, con informe de comisión mixta, que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia.


Explica que las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte del Senado, en tercer trámite constitucional, de cinco enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados.

Precisa que la Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que acordó con las distintas votaciones que consigna en su informe, respecto de la cual hace presente que las propuestas recaídas en los preceptos que se señalan a continuación requieren el voto favorable de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, por cuanto recaen en normas de rango orgánico constitucional:

-La letra d) del artículo 2° del decreto ley N° 3.346, contenida en el literal c) del número 3) del artículo único.

-Las letras f) y g) del artículo 8° del mismo decreto ley, contenidas en el número 8) de dicho artículo único.

-La letra h) del artículo 11 del citado decreto ley, contenido en el número 10) del mismo artículo único, y

-El artículo noveno transitorio, nuevo.
- - -

La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Corporaciones, propone lo siguiente:

“ARTÍCULO ÚNICO

Número 3)

Literal d) contenido en la letra c), nueva


Contemplar como tal, la siguiente:


“d) Colaborar con el Ministerio de Relaciones Exteriores, dentro del ámbito de su competencia, en la elaboración y seguimiento de los informes periódicos ante los órganos y mecanismos de derechos humanos, en la ejecución de medidas cautelares y provisionales, soluciones amistosas y sentencias internacionales en que Chile sea parte, y en la implementación, según corresponda, de las resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado;”.

Número 6)

Letra a)


Reemplazarla por la siguiente:


“a) Reemplázase, en su encabezamiento, la expresión “Ministro de Justicia” por “Ministro de Justicia y Derechos Humanos”.”.

Número 8)

Literales f) y g) del artículo 8°


Consultar como tales, las que siguen:


“f) Colaborar con el Ministerio de Relaciones Exteriores según lo dispuesto en la letra d) del artículo 2°, en la elaboración y seguimiento de los informes periódicos ante los órganos y mecanismos de derechos humanos, en la ejecución de medidas cautelares y provisionales, soluciones amistosas y sentencias internacionales en que Chile sea parte, y en la implementación, según corresponda, de las resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado;


g) Diseñar, fomentar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para funcionarios de la Administración del Estado, en particular, los integrantes de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, y de Gendarmería.


Asimismo, propenderá a la celebración de acuerdos de cooperación con los otros órganos del Estado, destinados a la promoción y capacitación en materias relativas a los derechos humanos.”.

Número 9)

Letra b)


Reemplazar su enunciado por el que sigue:


“b) Agrégase la siguiente letra a):”.

Número 10)

Letra h) del inciso primero del artículo 11


Sustituirla por la siguiente:


“h) El Ministro o Ministra de la Mujer y la Equidad de Género.”.

Número 11), nuevo


Consultar como tal, el siguiente:


“11) Incorpórase el siguiente artículo 14 bis:


“Artículo 14 bis.- El Plan Nacional de Derechos Humanos tendrá una duración de 4 años y contendrá el diseño e implementación de las políticas encaminadas al respeto, promoción y protección de los derechos humanos, debiendo considerar al menos:


a)
El señalamiento de los objetivos y las metas.


b)
La identificación de responsables.


c) Los recursos financieros disponibles.


d) Los mecanismos de seguimiento y evaluación de resultados, a efectos de identificar las dificultades y adoptar las medidas correctivas o complementarias pertinentes.


Dicho Plan será elaborado a partir de las prioridades sectoriales, intersectoriales y de política exterior propuestas por el Comité Interministerial de Derechos Humanos y en su formulación se deberá tener en consideración la opinión de la sociedad civil, según lo dispuesto en el literal h) del artículo 8°, y los informes, propuestas y recomendaciones, conforme sea pertinente, procedentes del Instituto Nacional de Derechos Humanos, así como también del Sistema Interamericano y el Sistema Universal de Derechos humanos.


El Plan Nacional se materializará en la elaboración de políticas, que abordarán al menos especialmente las siguientes materias:


a)
La promoción de la investigación, sanción y reparación de los crímenes de lesa humanidad y genocidios, y crímenes y delitos de guerra, en especial, según correspondiere, aquellos comprendidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.

b)
La preservación de la memoria histórica de las violaciones a los derechos humanos.


c)
La promoción de la no discriminación arbitraria, de conformidad a la normativa nacional e internacional vigente, en especial la Ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, la Constitución Política de la República y los Tratados Internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


d)
La promoción de la educación y formación en derechos humanos, en los niveles de enseñanza parvularia, básica, media y superior, así como en los programas de capacitación, formación y perfeccionamiento de todas las autoridades y funcionarios de los órganos del Estado, incluidos el Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública, los miembros de las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile, Policías de Investigaciones de Chile, Gendarmería de Chile y las Municipalidades.


e)
La promoción del cumplimiento de las medidas cautelares y provisionales, soluciones amistosas y sentencias internacionales en que Chile sea parte, dictadas en virtud del Sistema Interamericano y el Sistema Universal de Derechos Humanos, de conformidad con la letra f) del artículo 8°.”.”.

Artículo segundo transitorio

(artículo tercero transitorio de la Honorable Cámara de Diputados)

Número 2


Contemplar como tal, el siguiente:


“2. Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos y fijar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal y de los encasillamientos que practique. Igualmente fijará su dotación máxima de personal, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación.”.

Artículo noveno transitorio, nuevo


Incorporar como tal, el que sigue:


“Artículo noveno.- Mientras no entre en vigencia el articulado permanente de la ley N° 20.280, integrará el Comité Interministerial de Derechos Humanos a que se refiere el artículo 11 el Ministro Director del Servicio Nacional de la Mujer.”.

- - -


A continuación, la señora Vicepresidenta pone en votación la proposición de la Comisión Mixta.


Terminada la votación, la aludida propuesta es aprobada por 29 votos, de un total de 37 en ejercicio, dándose cumplimiento al inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental en lo referente a la letra d) del artículo 2° contenida en el literal c) del número 3); a las letras f) y g) del artículo 8° propuesto por el número 8), y a la letra h) del inciso primero del artículo 11 contenido en el número 10), todos numerales del artículo único del proyecto de ley, y en lo que respecta al artículo noveno transitorio de la iniciativa.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, van Rysselberghe y von Baer y señores Araya, Chahuán, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Fundan su voto, los Honorables Senadores señor Quinteros, señoras van Rysselberghe y Pérez San Martín, y señores De Urresti y Larraín.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.

- - -


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.346, de 1980, que fija el texto de la ley orgánica del Ministerio de Justicia:


1) Reemplázase, en su denominación, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.


2) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 1°:


a) Sustitúyese la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.


b) Agrégase, a continuación de la expresión “Poder Judicial”, la frase “, de fomentar y promocionar los derechos humanos”.


3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2°:


a) Sustitúyese, en su encabezamiento, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.


b) Intercálase, en la letra a), a continuación de la palabra “comercial”, la expresión “, administrativa”, y reemplázase el término “necesarias” por “pertinentes”.


c) Incorpóranse las siguientes letras b), c), d) y e), nuevas, pasando las actuales b), c), d) y e), a ser f), g), h) e i), y las restantes a asumir su nuevo orden alfabético correlativo:


“b) Colaborar, en el ámbito de su competencia, con el Presidente de la República en las materias relativas a la promoción y protección de los Derechos Humanos. En ejercicio de esta función, le corresponderá realizar el estudio crítico de la normativa interna a la luz del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y proponer al Presidente de la República las reformas que en tal sentido estime pertinentes;


c) Prestar asesoría técnica al Ministerio de Relaciones Exteriores en los procedimientos ante los tribunales y órganos internacionales de derechos humanos y, en ejercicio de esta función, colaborar con las respuestas o informes que se presenten a nombre del Estado de Chile;


d) Colaborar con el Ministerio de Relaciones Exteriores, dentro del ámbito de su competencia, en la elaboración y seguimiento de los informes periódicos ante los órganos y mecanismos de derechos humanos, en la medidas cautelares y provisionales, soluciones amistosas y sentencias internacionales en que Chile sea parte, y en la implementación, según corresponda, de las resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado;


e) Celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos y privados, nacionales o internacionales, dentro del ámbito de sus competencias;”.


d) Sustitúyense en la letra c), que pasa a ser g), la palabra “reo” por “condenado”; el vocablo “menores”, la primera vez que aparece, por la expresión “niñas, niños y adolescentes”; y suprímese el vocablo “menores”, la segunda vez que aparece.”.


e) Sustitúyese, en la letra h), que pasa a ser l), la frase “Junta de Servicios Judiciales” por “Corporación Administrativa del Poder Judicial”.


f) Reemplázase, en la letra j), que pasa a ser n), los dos puntos finales (:) por un punto y coma (;).


g) Reemplázase, en la letra k), que pasa a ser ñ), la palabra “defensa” por “reinserción”.


h) Sustitúyese la letra o), que pasa a ser s), por la siguiente:


“s) Intervenir en la fiscalización de las asociaciones y fundaciones de conformidad a lo establecido en el Título XXXIII del Libro I del Código Civil, así como ejercer todas las atribuciones y demás funciones que la ley N° 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, le confieren.”.


i) Reemplázase, en la letra q) que pasa a ser u), la expresión final “, y” por un punto y coma (;).


j) Sustitúyese, en la letra r), que pasa a ser v), el punto final (.) por un punto y coma (;).


k) Reemplázanse, en la letra s), que pasa a ser w), la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”, y el punto final (.) por un punto y coma (;).


l) Sustitúyese en la letra t), que pasa a ser x), el punto final (.), por la expresión “, y”.


m) Agrégase la siguiente letra y):

“y) Desempeñar las restantes funciones y ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.”.


4) Reemplázase el artículo 3°, por el siguiente:


“Artículo 3º.- Conforman el sector Justicia, los servicios públicos que se encuentran sometidos a la dependencia o supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.


5) Efectúanse las siguientes modificaciones en el artículo 4°:


a) Incorpórase, en la letra b), a continuación de la palabra “Subsecretaría”, la expresión “de Justicia”.


b) Reemplázase la letra c) por la siguiente: 


“c) La Subsecretaría de Derechos Humanos, y”. 


c) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero:


“Un reglamento expedido por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos determinará la estructura organizativa interna del Ministerio, de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Para efectos de establecer la estructura interna del Ministerio deberán considerarse áreas funcionales, tales como las encargadas de realizar estudios en las materias de su competencia, de atender los aspectos relacionados con el Poder Judicial de su competencia, de reinserción social, de los aspectos relativos a su administración, planificación y presupuesto, de los asuntos jurídicos internacionales de su competencia, de asesoría jurídica y las demás que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.


6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 5°:


a) Reemplázase, en su encabezamiento, la expresión “Ministro de Justicia” por “Ministro de Justicia y Derechos Humanos”.


b) Reemplázase en la letra a) la expresión “jefatura superior” por “conducción”.


c) Intercálanse las siguientes letras b) y c), nuevas, adecuándose las demás correlativamente:


“b) La colaboración inmediata con el Ministerio de Relaciones Exteriores en el ejercicio de las funciones ministeriales señaladas en las letras c) y d) del artículo 2°;


c) La presidencia del Comité Interministerial de Derechos Humanos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11;”.


d) Sustitúyese, en la letra c), la expresión final “, y” por un punto y coma (;).


e) Reemplázase, en la letra d), el punto final (.) por un punto y coma (;).


f) Agrégase la siguiente letra g):


“g) Ejercer las demás funciones que le asigne el ordenamiento jurídico.”.


7) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 7°:


a) Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “Subsecretaría”, la locución “de Justicia”.


b) Modifícase el inciso segundo del modo que sigue:


i) Sustitúyese su encabezado por el siguiente:


“El Subsecretario de Justicia es el jefe superior de la Subsecretaría de Justicia, colaborador inmediato del Ministro en las materias de su competencia y su subrogante legal. Tiene a su cargo la administración interna del Ministerio y le corresponden las funciones y atribuciones establecidas en la legislación vigente y, en especial:


ii) Agréganse, en su letra a), a continuación del verbo “Atender”, la frase “, en su calidad de superior jerárquico,”, y después de la palabra “Justicia”, la expresión “y Derechos Humanos”.

iii) Sustitúyese su letra b) por la que sigue: 


“b) Coordinar las acciones de los órganos y servicios públicos del sector.”.


8) Reemplázase el artículo 8° por el siguiente:


“Artículo 8°.- Son funciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos prestar asesoría y colaboración directa al Ministro de Justicia y Derechos Humanos en el diseño y elaboración de las políticas, planes y programas relativos a la promoción y protección de los derechos humanos. El Subsecretario de Derechos Humanos es el jefe superior de la Subsecretaría de Derechos Humanos y colaborador inmediato del Ministro en las materias de su competencia y, en caso de ausencia o inhabilidad del Subsecretario de Justicia, su subrogante legal.


Corresponde a la Subsecretaría de Derechos Humanos:


a) Proponer al Ministro de Justicia y Derechos Humanos el diseño y elaboración de políticas, planes, programas y estudios referidos a la promoción y protección de los derechos humanos, y colaborar en el fomento y desarrollo de dichas políticas, planes, programas y estudios.


b) Promover la elaboración de políticas, planes y programas en materia de derechos humanos en los órganos de la Administración del Estado, prestándoles asistencia y coordinación técnica.


c) Elaborar y proponer el Plan Nacional de Derechos Humanos, a que alude el artículo 14 bis, y presentarlo al Comité Interministerial de Derechos Humanos, a efectos de cumplir con lo dispuesto en la letra d) del artículo 12. Asimismo, coordinará su ejecución, seguimiento y evaluación con los demás Ministerios, requiriendo la información que sea necesaria.


d) Asistir al Ministro de Justicia y Derechos Humanos en el estudio crítico del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la República las reformas pertinentes para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


e) Prestar asesoría técnica al Ministerio de Relaciones Exteriores en los procedimientos ante los tribunales y órganos internacionales de derechos humanos, según lo dispuesto en la letra c) del artículo 2°.


f) Colaborar con el Ministerio de Relaciones Exteriores según lo dispuesto en la letra d) del artículo 2°, en la elaboración y seguimiento de los informes periódicos ante los órganos y mecanismos de derechos humanos, en la ejecución de medidas cautelares y provisionales, soluciones amistosas y sentencias internacionales en que Chile sea parte, y en la implementación, según corresponda, de las resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado;


g) Diseñar, fomentar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para funcionarios de la Administración del Estado, en particular, los integrantes de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, y de Gendarmería.


Asimismo, propenderá a la celebración de acuerdos de cooperación con los otros órganos del Estado, destinados a la promoción y capacitación en materias relativas a los derechos humanos.


h) Generar y coordinar instancias de participación y diálogo con organizaciones ciudadanas y con la sociedad civil en general, respecto de la adopción de políticas, planes y programas en materia de derechos humanos, con el objeto de promover y garantizar el respeto efectivo de los derechos humanos en los diferentes ámbitos del quehacer nacional, tomando en consideración y, en su caso, remitiendo a las instancias competentes las peticiones que éstas les formulen. Lo anterior, sin perjuicio de las competencias que le corresponden al Ministerio de Relaciones Exteriores en cumplimiento de las obligaciones internacionales de Chile en materia de derechos humanos.


i) Ejercer las labores de Secretaría Ejecutiva del Comité Interministerial de Derechos Humanos.


j) Celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos y privados, nacionales o internacionales, dentro del ámbito de sus competencias.


k) Cumplir las demás funciones que le confieren las leyes o que le sean delegadas, en el ámbito de su competencia.


Las atribuciones en materia de derechos humanos que este y otros cuerpos legales entreguen a la Subsecretaría de Derechos Humanos no excluyen las facultades que tengan, también en lo relativo a estos derechos y en sus respectivas áreas, los demás órganos que integran la Administración Pública ni aquellas establecidas en la ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, y sus normas complementarias.”.


9) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 9°:


a) Reemplázanse, en el encabezamiento, las expresiones “Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia” por “Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos”; y “el decreto ley N° 575, de 1974” por “la legislación vigente”.


b) Agrégase la siguiente letra a):


“a) Colaborar en la región con las Subsecretarías de Justicia y de Derechos Humanos, en las materias de su competencia;”.


10) Reemplázanse los artículos 10, 11, 12, 13 y 14, por los que se indican a continuación:


“Artículo 10.- Créase el Comité Interministerial de Derechos Humanos, cuya función será asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política intersectorial del Gobierno en materia de derechos humanos, constituyendo una instancia de información, orientación, coordinación y acuerdo para los ministerios y servicios que lo integran.


Artículo 11.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos estará integrado por:


a) El Ministro de Justicia y Derechos Humanos, quien lo presidirá.


b) El Ministro del Interior y Seguridad Pública.


c) El Ministro de Relaciones Exteriores.


d) El Ministro de Defensa Nacional.


e) El Ministro Secretario General de la Presidencia.


f) El Ministro de Desarrollo Social.


g) El Ministro de Educación.


h) El Ministro o Ministra de la Mujer y la Equidad de Género.


Adicionalmente, podrán asistir en calidad de invitados, con derecho a voz, el Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos, el Director de Presupuestos, representantes de otros órganos y funcionarios de la Administración del Estado, de la sociedad civil y personas de reconocida competencia en el ámbito de los Derechos Humanos.


En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por la autoridad que corresponda según el orden establecido en el inciso anterior.


A las sesiones del Comité deberá concurrir personalmente el Ministro respectivo o, en su defecto, su subrogante legal, quien podrá ser acompañado por un asesor.


Artículo 12.- Corresponderá especialmente al Comité Interministerial de Derechos Humanos:


a) Conocer y acordar las propuestas de políticas públicas elaboradas por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos en materia de derechos humanos que hayan de ser aplicables intersectorialmente.


b) Informar acerca de las necesidades sectoriales que, en el ámbito de los derechos humanos, deban ser integradas en las políticas públicas y adecuaciones normativas del derecho interno a ser propuestas por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos en la materia.


c) Acordar las prioridades sectoriales, intersectoriales y de política exterior por ser abordadas en la elaboración del Plan Nacional de Derechos Humanos, incluidas las materias indicadas en el inciso segundo del artículo 14 bis.


d) Presentar al Presidente de la República el Plan Nacional de Derechos Humanos para su aprobación.


e) Conocer el informe anual elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos y elaborar propuestas a partir de su contenido, sin perjuicio de lo dispuesto en el número 1 del artículo 3° de la ley N° 20.405.


f) Conocer los programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para los funcionarios de la Administración del Estado, propuestos por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.


g) Cumplir las demás funciones y tareas que ésta u otras leyes o el Presidente de la República le encomienden, en el ámbito de sus funciones.


Las atribuciones del Comité Interministerial de Derechos Humanos se entienden sin perjuicio de las facultades que, en conformidad a la ley, corresponden a otros órganos de la Administración Pública, especialmente aquellas establecidas en la ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, y sus normas complementarias.


Artículo 13.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos celebrará sesiones cuando lo convoque su presidente. El quórum para sesionar será de la mayoría de sus integrantes y los acuerdos, que serán vinculantes, se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del ministro presidente o quien lo reemplace. El Comité en su primera sesión determinará las normas para su funcionamiento. El Comité deberá sesionar, a lo menos, dos veces al año.


Cuando el objeto de la sesión tenga relación directa con las funciones de un Ministerio que no es integrante del Comité, el Ministro correspondiente deberá ser invitado y su opinión quedará registrada en actas.


Artículo 14.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos sesionará en las dependencias del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, el que proporcionará los recursos materiales y humanos para su funcionamiento.


Actuará como Secretario Ejecutivo del Comité, el Subsecretario de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.


Los acuerdos del Comité que requieran materializarse mediante actos administrativos que, conforme al ordenamiento jurídico, deben dictarse por una Secretaría de Estado, serán expedidos por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.


11) Incorpórase el siguiente artículo 14 bis:


“Artículo 14 bis.- El Plan Nacional de Derechos Humanos tendrá una duración de 4 años y contendrá el diseño e implementación de las políticas encaminadas al respeto, promoción y protección de los derechos humanos, debiendo considerar al menos:


a) El señalamiento de los objetivos y las metas.


b) La identificación de responsables.


c) Los recursos financieros disponibles.


d) Los mecanismos de seguimiento y evaluación de resultados, a efectos de identificar las dificultades y adoptar las medidas correctivas o complementarias pertinentes.


Dicho Plan será elaborado a partir de las prioridades sectoriales, intersectoriales y de política exterior propuestas por el Comité Interministerial de Derechos Humanos y en su formulación se deberá tener en consideración la opinión de la sociedad civil, según lo dispuesto en el literal h) del artículo 8°, y los informes, propuestas y recomendaciones, conforme sea pertinente, procedentes del Instituto Nacional de Derechos Humanos, así como también del Sistema Interamericano y el Sistema Universal de Derechos humanos.


El Plan Nacional se materializará en la elaboración de políticas, que abordarán al menos especialmente las siguientes materias:


a)
La promoción de la investigación, sanción y reparación de los crímenes de lesa humanidad y genocidios, y crímenes y delitos de guerra, en especial, según correspondiere, aquellos comprendidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.


b)
La preservación de la memoria histórica de las violaciones a los derechos humanos.


c)
La promoción de la no discriminación arbitraria, de conformidad a la normativa nacional e internacional vigente, en especial la Ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, la Constitución Política de la República y los Tratados Internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


d)
La promoción de la educación y formación en derechos humanos, en los niveles de enseñanza parvularia, básica, media y superior, así como en los programas de capacitación, formación y perfeccionamiento de todas las autoridades y funcionarios de los órganos del Estado, incluidos el Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública, los miembros de las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile, Policías de Investigaciones de Chile, Gendarmería de Chile y las Municipalidades.


e)
La promoción del cumplimiento de las medidas cautelares y provisionales, soluciones amistosas y sentencias internacionales en que Chile sea parte, dictadas en virtud del Sistema Interamericano y el Sistema Universal de Derechos Humanos, de conformidad con la letra f) del artículo 8°.”.


12) Reemplázase, en el artículo 15, la expresión “el Subsecretario” por “los Subsecretarios”.


13) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 16, la locución “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.


14) Incorpórase el siguiente artículo 18:


“Artículo 18.- Las referencias que las leyes, reglamentos u otras normas vigentes hagan al Ministerio de Justicia, al Ministro de Justicia, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia y a los Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia se entenderán hechas al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, al Ministro de Justicia y Derechos Humanos, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos y a los Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos, respectivamente.”.


15) Deróganse los artículos 1° y 2° transitorios.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.346, de 1980.


Artículo segundo.- Traspásanse desde el Ministerio del Interior y Seguridad Pública a la Subsecretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, todas las funciones y atribuciones que se derivan del artículo 10 transitorio de la ley N°20.405, para el Programa de Derechos Humanos creado por el decreto supremo N° 1.005, de 1997, del Ministerio del Interior, incluidas aquellas destinadas al ejercicio de las funciones o actividades asignadas al organismo a que se refiere la ley N° 19.123.


Traspásanse a la Subsecretaría de Derechos Humanos la documentación y archivos generados por la ex Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación y el Programa de Derechos Humanos, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, así como la función de conservación y custodia de dicha documentación y archivos.


La Subsecretaría de Derechos Humanos será la continuadora legal de todos los derechos y obligaciones que correspondían al Ministerio del Interior y Seguridad Pública en virtud de las funciones y atribuciones que se traspasan en este artículo.


Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda y por el Ministro del Interior y Seguridad Pública, cuando corresponda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Derechos Humanos.


2. Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos y fijar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal y de los encasillamientos que practique. Igualmente fijará su dotación máxima de personal, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación.


3. Dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial, el número de cargos para cada planta, los requisitos específicos para el ingreso y promoción de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8º del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Además, establecerá las normas de encasillamiento del personal en la planta que fije.


4. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; las asignaciones especiales que correspondan; y podrá, además, determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553.


5. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata desde las Subsecretarías de Justicia y de Interior a la Subsecretaría de Derechos Humanos. El traspaso del personal titular de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.


De igual modo, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. A contar de la fecha del traspaso, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen, disminuyéndose de su dotación máxima el número de cargos traspasados, cualquiera sea su naturaleza jurídica.


6. Determinar el número de funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica desde las Subsecretarías de Justicia y de Interior a la Subsecretaría de Derechos Humanos. Con todo, la individualización del personal traspasado se realizará en decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, según corresponda, en el plazo de 180 días, contado desde la fecha de publicación del o los decretos con fuerza de ley que fije la nueva planta.


7. Determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado conforme a lo dispuesto en el numeral 6 precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dichos cargos por cualquier razón. Lo anterior se formalizará por resolución del Subsecretario de Derechos Humanos, que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos.


8. Traspasar a la Subsecretaría de Derechos Humanos los recursos de la Subsecretaría del Interior que correspondan al Programa de Derechos Humanos, creado por el decreto supremo N° 1.005, de 1997, del Ministerio del Interior.


9. Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde la Subsecretaría del Interior a la Subsecretaría de Derechos Humanos.


Sin perjuicio de lo señalado en este artículo, a partir de la fecha de publicación de esta ley el Presidente de la República podrá nombrar al Subsecretario de Derechos Humanos para efectos de la instalación de la nueva Subsecretaría de Derechos Humanos. En tanto no inicie sus actividades dicha Subsecretaría, la remuneración del Subsecretario de Derechos Humanos, grado C, de la Escala Única de Sueldos, se financiará con cargo a la Partida del presupuesto del Ministerio de Justicia, Capítulo 01, Programa 01.


Artículo cuarto.- Para efectos del encasillamiento a que se refiere el artículo anterior, se aplicarán las normas previstas en el decreto con fuerza de ley a que se refiere su inciso primero, según lo dispuesto en el número 3 de la misma disposición.


El ejercicio de las facultades señaladas en el artículo anterior quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


b) No podrá significar pérdida del empleo, ni modificación de los derechos previsionales, como tampoco disminución de las remuneraciones respecto del personal traspasado.


c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


d) Los funcionarios traspasados conservarán el número de bienios que estuvieren percibiendo, como, asimismo, el tiempo de permanencia en el grado para la obtención de uno nuevo.


Artículo quinto.- Los cargos de las nuevas plantas que no hayan sido provistos mediante el encasillamiento, una vez concluido éste, serán proveídos en conformidad a las reglas aplicables a la carrera funcionaria establecidas en el decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Artículo sexto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, conformará el primer presupuesto de las Subsecretaría de Derechos Humanos pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Artículo séptimo.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Justicia y del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, según corresponda. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos.


Artículo octavo.- El primer Plan Nacional de Derechos Humanos deberá elaborarse en un plazo que no podrá exceder de doce meses contado desde la fecha de entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Derechos Humanos.”.


Artículo noveno.- Mientras no entre en vigencia el articulado permanente de la ley N° 20.280, integrará el Comité Interministerial de Derechos Humanos a que se refiere el artículo 11 el Ministro Director del Servicio Nacional de la Mujer.”.

_________

Proyecto de ley sobre presentación de candidaturas a gobierno local sólo por partidos legalmente constituidos en la Región respectiva.


El señor Presidente señala que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


A continuación, el señor Secretario General indica que se trata del proyecto de ley, Boletín N° 9.924-07, en segundo trámite constitucional, que modifica las leyes orgánicas constitucionales de Municipalidades y sobre Gobierno y Administración Regional, para permitir a los partidos políticos la presentación de candidaturas sólo en las regiones donde se encuentren legalmente constituidos. Advierte que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho, calificándola de “suma”.


Agrega que su objetivo es establecer que en las elecciones de alcalde, concejales y consejeros regionales, las candidaturas que presente un pacto electoral solo podrán incluir candidatos de partidos políticos que se encuentren legalmente constituidos en la respectiva Región, a fin de de armonizar dichas elecciones con lo que ocurre en los comicios parlamentarias.

Expresa que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora von Baer y señores Quinteros y Zaldívar.

Hace presente que el artículo 1°, que introduce enmiendas al artículo 107 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y el artículo 2°, que modifica el artículo 85 de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, tienen el carácter de normas de rango orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio.

Terminada la discusión y puesto en votación, el proyecto es aprobado por 26 votos a favor y una abstención, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política respecto de los artículos 1° y 2° de la iniciativa.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, van Rysselberghe y von Baer y señores Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Fundan su voto, los Honorables Senadores señores Prokurica, Larraín, señora von Baer y señor Coloma.


Se abstiene la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, quien funda su decisión.
- - -


Finalmente, la Sala acuerda fijar el plazo de indicaciones al inicio de la próxima sesión.

- - -


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales con el fin de estandarizar los contratos de adhesión.


La señora Vicepresidenta señala que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General indica que se trata del proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Harboe, señora Pérez San Martín y señores Horvath, Pizarro y Tuma, en primer trámite constitucional, Boletín N° 9.916-03, que cuenta con informe de la Comisión de Economía y con urgencia para su despacho, que el Gobierno ha calificado de “suma”.


Resalta que el objetivo principal del proyecto es establecer el deber de estandarización o uniformidad de los contratos de adhesión, con la finalidad de que se asimilen todos los contratos de un determinado producto o servicio financiero o contratos de salud, y sean los consumidores quienes puedan elegir, analizando la integridad del contrato que han de celebrar.

Agrega que la Comisión de Economía discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Navarro, Pizarro y Tuma, y una abstención, del Honorable Senador señor Orpis.


La señora Vicepresidenta pone en discusión en general el proyecto.

Intervienen los Honorables Senadores señores Harboe, Tuma, Prokurica, Navarro, Coloma y García.


Terminada la discusión y puesto en votación en general, el proyecto es aprobado por 11 votos a favor, 1 voto en contra y tres abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz y señores García, Harboe, Horvath, Navarro, Ossandón, Prokurica, Tuma, Walker, don Patricio, y Zaldívar.

Vota por la negativa el señor García-Huidobro.

Se abstienen los Honorables Senadores señora von Baer y señores Coloma y Larraín.

- - -


La señora Vicepresidenta declara aprobado en general este proyecto.

- - -


Por último, se resuelve fijar el plazo de indicaciones al inicio de la próxima sesión.

- - -


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Economía, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.
- - -


Luego, la señora Vicepresidenta señala que ha concluido el Orden del Día.
_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Allende y señores Matta y Tuma han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


La señora Vicepresidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA
Secretario General del Senado

SESIÓN 53ª, EXTRAORDINARIA, EN MIÉRCOLES 16 DE SEPTIEMBRE DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker, y de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio, y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Economía, Fomento y Turismo, de Educación, de Justicia y de Energía, señor Luis Felipe Céspedes, señoras Adriana Delpiano y Javiera Blanco, y señor Máximo Pacheco, respectivamente.


Participa, también, el Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 50ª y 51ª, ordinarias, de 8 y 9 de septiembre de 2015, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensaje


De S.E. la Presidenta de la República con el que hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, al proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades con el propósito de adelantar la fecha de las elecciones municipales del año 2016 (Boletín Nº 9.925-07).


-- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Informes


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea juzgados que indica y modifica diversos cuerpos legales para alterar la composición de diversos tribunales de justicia (Boletín N° 9.896-07) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Quedan para Tabla. 

Moción


De los Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Chahuán, Girardi y Quinteros, con la que inician un proyecto de ley que establece normas sobre prevención y protección del embarazo adolescente (Boletín Nº 10.305-11).


-- Pasa a la Comisión de Salud.

_________


A continuación, se fija plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales con el fin de estandarizar los contratos de adhesión Boletín N° 9.916-03) y al que modifica las leyes orgánicas constitucionales de Municipalidades y de Gobierno y Administración Regional, para permitir a los partidos políticos la presentación de candidaturas sólo en las regiones donde se encuentren legalmente constituidos (Boletín N° 9.924-07). Para el primero, se establece el día viernes 9 de octubre de 2015, hasta las 12:00 horas; para el segundo, hasta las 12:00 horas del día lunes 28 de septiembre de 2015.

- - -


Luego, a solicitud del Honorable Senador señor Quintana, se acuerda adelantar para el miércoles 23 de septiembre de 2015 el vencimiento del plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea quince centros de Formación Técnica estatales.

- - -


Asimismo, se resuelve adelantar a las 15:00 horas el inicio de la sesión ordinaria del día de hoy.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Oficio del Ejecutivo para designar como miembros del Consejo Nacional de Educación a las señoras Lorena Meckes, Loreto Fontaine y Cecilia Sepúlveda.

El señor Presidente señala que corresponde ocuparse de este asunto.

El señor Secretario General expone que se trata del Boletín N° S 1.829-05, esto es, del oficio N° 1.919, de 1 del mes en curso, de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Nacional de Educación a las señoras Lorena Andrea Meckes Gerard, Loreto Fontaine Cox y Cecilia Sepúlveda Carvajal.

Indica que, sobre el particular, se cuenta con un informe de la Comisión de Educación y Cultura y que el Gobierno ha hecho presente la urgencia en los términos del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


Agrega que a la sesión en que la referida Comisión analizó la proposición concurrieron la Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, y las señoras Loreto Fontaine y Cecilia Sepúlveda.

Precisa que la señora Lorena Meckes excusó su inasistencia por encontrarse fuera del país desarrollando labores profesionales, sin perjuicio de lo cual remitió a la Comisión un documento con sus opiniones respecto del funcionamiento del Consejo Nacional de Educación.

Advierte que la Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora von Baer y señores Allamand, Letelier, Quintana y Walker, don Ignacio, de que en la designación de los miembros del Consejo Nacional de Educación se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico, por lo cual se propone a la Sala dar su acuerdo para los nombramientos propuestos.

Por último, resalta que el acuerdo del Senado para nombrar a las consejeras debe prestarse en una sola votación y por los dos tercios de los Senadores presentes.

El señor Presidente pone en votación la solicitud de la señora Presidenta de la República.

Terminada la votación, la proposición es aprobada por 21 votos, cumpliéndose, de esta forma, el quórum requerido en este caso.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín y van Rysselberghe y señores Araya, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Moreira, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker, don Patricio, y Zaldívar.
- - -


Después de la votación hace uso de la palabra la señora Ministra de Educación.

- - -


Luego, el señor Presidente declara que el Senado ha dado su acuerdo a la proposición del Ejecutivo de designar como miembros del Consejo Nacional de Educación a las señoras Lorena Andrea Meckes Gerard, Loreto Fontaine Cox y Cecilia Sepúlveda Carvajal.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

- - -

Proyecto de ley sobre creación de juzgados y modificación de la composición de diversos tribunales de justicia.


El señor Presidente señala que corresponde poner en discusión en particular la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General expresa que se trata del proyecto, en segundo trámite constitucional, que crea los juzgados que indica y modifica diversos cuerpos legales para alterar la composición de diversos tribunales de justicia, y corresponde al Boletín N° 9.896-07. Añade que el Ejecutivo le hizo presente la urgencia, calificándola de “suma”.

Recuerda que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 1 de septiembre en curso, y cuenta con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y con informe de la Comisión de Hacienda.

Pone de relieve que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 1° a 4°, 6°, 7° y 9° a 13, permanentes, y los artículos transitorios no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones, por ello, en primer término, estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión, teniendo en todo caso presente que los artículos 1° a 4°, 6°, 7° y 9°, permanentes, y primero transitorio tienen rango orgánico constitucional y requieren para su aprobación del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio.


Agrega que la misma Comisión declaró inadmisibles las indicaciones formuladas a los artículos 5° y 8°, por lo cual no se introdujeron enmiendas al texto aprobado en general para dichos preceptos.


Y, por su parte, la Comisión de Hacienda aprobó el proyecto en los mismos términos en que lo había despachado la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Por último, destaca que los mencionados artículos 5° y 8°, permanentes, que no fueron objeto de enmiendas en el segundo informe, en todo caso, requieren para su aprobación, también en particular, del quorum recién señalado, por tratarse, igualmente, de normas orgánicas constitucionales.

En seguida, teniendo en consideración los antecedentes recién expuestos, la Sala acuerda efectuar una sola votación respecto del conjunto de disposiciones sometidas a su consideración.


En consecuencia, el señor Presidente pone en votación en particular el proyecto.


Terminada la votación, la iniciativa es aprobada por 30 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con sus artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8° y 9°, permanentes, y su artículo primero transitorio.


Votan favorablemente, los Honorables senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Fundan su voto, los Honorables Senadores señores Araya, Zaldívar, Coloma, Montes, Tuma, Lagos, Larraín, García, Guillier, Chahuán y Harboe.

- - -


Luego, el señor Presidente declara aprobado en particular el proyecto.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

- - -


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Créase un juzgado de letras de familia, garantía y del trabajo, con asiento en la comuna de Alto Hospicio, con competencia sobre la misma comuna.


Este tribunal tendrá la siguiente planta de personal: tres jueces, un administrador, un jefe de unidad, un consejero técnico, dos administrativos jefe, cinco administrativos 1°, tres administrativos 2°, dos administrativos 3° y cuatro auxiliares.


Dicho tribunal contará con un comité de jueces y su respectivo juez presidente, y le serán aplicables, en tanto fueren compatibles, las disposiciones contenidas en los artículos 22, 23 y 24 del Código Orgánico de Tribunales. En cuanto a su estructura administrativa, se estará a lo dispuesto en el artículo 27 quáter del mismo Código.


Artículo 2°.- Créase un juzgado de letras con  competencia común, con asiento en la comuna de Mejillones y con competencia sobre la misma comuna.


Este tribunal tendrá la siguiente planta de personal: dos jueces, un administrador, un jefe de unidad, un consejero técnico, dos administrativos jefe, cinco administrativos 1°, dos administrativos 2°, un administrativo 3° y cuatro auxiliares.


Artículo 3°.- Créase un juzgado de letras con  competencia común, con asiento en la comuna de Cabo de Hornos y con competencia sobre las comunas de la provincia de la Antártica Chilena.


Este tribunal tendrá la siguiente planta de personal: un juez, un secretario, un consejero técnico, un oficial 1°, dos oficiales 2°, tres oficiales 3° y un oficial de sala.


Artículo 4°.- En los casos que se indican en los artículos 2° y 3°, el juez de letras de la jurisdicción respectiva cumplirá, además de sus funciones propias, las de juez de garantía.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:


1.- Modifícase el artículo 16 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase la expresión “Iquique, con cinco jueces,” por la frase “Iquique, con siete jueces,”.


b) Sustitúyese la frase “con competencia sobre las comunas de Iquique y Alto Hospicio.” por la expresión “con competencia sobre la misma comuna.”.


c) Reemplázase la expresión “Calama, con tres jueces,” por “Calama, con cuatro jueces,”.


d) Suprímese el término “Mejillones,”.


e) Sustitúyese la expresión “Viña del Mar, con siete jueces,” por “Viña del Mar, con ocho jueces,”.


f) Reemplázase la expresión “Quilpué, con dos jueces,” por “Quilpué, con tres jueces,”.


g) Sustitúyese la expresión “Graneros, con un juez,” por “Graneros, con dos jueces,”.


h) Reemplázase la expresión “Rancagua, con seis jueces,” por “Rancagua, con siete jueces,”.


i) Sustitúyese la expresión “San Vicente, con un juez,” por “San Vicente, con dos jueces,”.


j) Reemplázase la expresión “San Fernando, con dos jueces,” por “San Fernando, con tres jueces,”.


k) Sustitúyese la expresión “Talca, con cuatro jueces,” por “Talca, con cinco jueces,”.


l) Reemplázase la expresión “Puerto Varas, con un juez,” por “Puerto Varas, con dos jueces,”.


m) Sustitúyese la expresión “Puerto Montt, con cuatro jueces,” por “Puerto Montt, con seis jueces,”.


n) Reemplázase, en el párrafo “Duodécima Región de Magallanes y la Antártica Chilena:”, la expresión “, Punta Arenas, Navarino y Antártica” por la frase “y Punta Arenas”.


ñ) Reemplázase la expresión “Talagante, con siete jueces,” por la frase “Talagante, con seis jueces,”.


o) Sustitúyese la frase “Primer Juzgado de Garantía de Santiago, con seis jueces,” por la expresión “Primer Juzgado de Garantía de Santiago, con cinco jueces,”.


p) Reemplázase la expresión “Segundo Juzgado de Garantía de Santiago, con quince jueces,” por la frase “Segundo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”.


q) Sustitúyese la frase “Tercer Juzgado de Garantía de Santiago, con ocho jueces,” por la expresión “Tercer Juzgado de Garantía de Santiago, con seis jueces,”.


r) Reemplázase la expresión “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,” por la frase “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con doce jueces,”.


s) Sustitúyese la frase “Quinto Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,” por la expresión “Quinto Juzgado de Garantía de Santiago, con cinco jueces,”.


t) Reemplázase la expresión “Sexto Juzgado de Garantía de Santiago, con ocho jueces,” por la frase “Sexto Juzgado de Garantía de Santiago, con siete jueces,”.


u) Sustitúyese la expresión “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,” por “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con doce jueces,”.


v) Sustitúyese la frase “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,” por la expresión “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con nueve jueces,”.


w) Reemplázase la expresión “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,” por la frase “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con nueve jueces,”.


x) Sustitúyese la frase “Decimotercer Juzgado de Garantía de Santiago, con doce jueces,” por la expresión “Decimotercer Juzgado de Garantía de Santiago, con siete jueces,”.


y) Reemplázase la expresión “Decimocuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con quince jueces,” por la frase “Decimocuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con nueve jueces,”.


z) Sustitúyese la frase “Decimoquinto Juzgado de Garantía de Santiago, con ocho jueces,” por la expresión “Decimoquinto Juzgado de Garantía de Santiago, con siete jueces,”.


2.- Modifícase el artículo 21 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase la expresión “Iquique, con nueve jueces,” por “Iquique, con once jueces,”.


b) Sustitúyese la frase “Calama, con tres jueces,” por “Calama, con seis jueces,”.


c) Reemplázase la expresión “Antofagasta, con nueve jueces,” por “Antofagasta, con diez jueces,”.


d) Sustitúyese la expresión “Ovalle, con tres jueces,” por “Ovalle, con cinco jueces,”.


e) Reemplázase la expresión “San Felipe, con tres jueces,” por “San Felipe, con cuatro jueces,”.


f) Sustitúyese la expresión “Los Andes, con tres jueces,” por “Los Andes, con cuatro jueces,”.


g) Reemplázase la expresión “Viña del Mar, con doce jueces,” por “Viña del Mar, con trece jueces,”.


h) Sustitúyese la expresión “Valparaíso, con doce jueces,” por “Valparaíso, con quince jueces,”.


i) Reemplázase la expresión “San Fernando, con tres jueces,” por “San Fernando, con cuatro jueces,”.


j) Sustitúyese la expresión “Santa Cruz, con tres jueces,” por “Santa Cruz, con cuatro jueces,”.


k) Reemplázase la expresión “Cauquenes, con tres jueces,” por “Cauquenes, con cuatro jueces,”.


l) Sustitúyese la expresión “Angol, con tres jueces,” por “Angol, con cuatro jueces,”.


m) Reemplázase la expresión “Villarrica, con tres jueces,” por “Villarrica, con cuatro jueces,”.


n) Sustitúyese la expresión “Castro, con tres jueces,” por “Castro, con cuatro jueces,”.


ñ) Reemplázase la expresión “Coihaique, con tres jueces,” por “Coihaique, con cuatro jueces,”.


o) Sustitúyese el sustantivo “Navarino” por la expresión “Cabo de Hornos”.


p) Reemplázase la expresión “Arica, con seis jueces,” por “Arica, con diez jueces,”.


q) Sustitúyese la expresión “Primer Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con dieciocho jueces,” por la frase “Primer Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con doce jueces,”.


r) Reemplázase la frase “Tercer Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con veinticuatro jueces,” por la frase “Tercer Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con diecinueve jueces,”.


s) Sustitúyese la expresión “Quinto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con dieciocho jueces,” por la frase “Quinto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con nueve jueces,”.


t) Reemplázase la frase “Séptimo Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con veintisiete jueces,” por la frase “Séptimo Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con trece jueces,”.


3.- Modifícase el artículo 29 en el siguiente sentido:


a) Elimínase, en su letra A, la palabra “Mejillones” y la coma que la antecede.


b) Incorpórase, en su letra B tras la expresión “María Elena, con competencia sobre la misma comuna;”, el siguiente párrafo nuevo, sustituyendo el punto y coma que le antecede por un punto seguido: 


“Un juzgado con asiento en la comuna de Mejillones, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna;”.


4.- Intercálase, en el artículo 32, letra B, después de la frase “comuna de Quintero,”, la expresión “con dos jueces,”.


5.- Modifícase el artículo 33, letra B, en el siguiente sentido:


a) Intercálase, después de la frase “comuna de San Vicente,”, la expresión “con dos jueces,”.


b) Incorpórase, después de la expresión “comuna de Peumo,”, la frase “con dos jueces,”.


c) Intercálase, después de la frase “comuna de Peralillo,”, la expresión “con dos jueces,”.


6.- Modifícase el artículo 34, letra B, en el siguiente sentido:


a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Molina”, la frase “con dos jueces,”.


b) Intercálase, después de la frase “comuna de San Javier,”, la expresión “con dos jueces,”.


7.- Modifícase el artículo 35, letra B, en el siguiente sentido:


a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Bulnes”, la expresión “con dos jueces,”.


b) Intercálase, tras la frase “comuna de Lebu,”, la expresión “con dos jueces,”.


c) Intercálase, después de la expresión “comuna de Cabrero,”, la expresión “con dos jueces,”.


8.- Modifícase el artículo 36, letra B, en el siguiente sentido:


a) Intercálase, tras la frase “comuna de Nueva Imperial,”, la expresión “con dos jueces,”.


b) Intercálase, después de la expresión “comuna de Pucón,”, la expresión “con dos jueces,”.


9.- Modifícase el artículo 37, letra B, en el siguiente sentido:


a) Intercálase, tras la expresión “la comuna de Calbuco,”, la frase “con dos jueces,”.


b) Intercálase, después de la frase “comuna de Quellón,”, la expresión “con dos jueces,”.


10.- Modifícase el artículo 39 en el siguiente sentido:


a) Reemplazase, en su letra A, la expresión “las provincias de Magallanes y Antártica Chilena” por “la provincia de Magallanes”. 


b) Sustitúyese, en el párrafo primero de su letra B, la expresión “,y” por un punto aparte.

c) Agrégase, en su letra B, el siguiente párrafo final:


“Un Juzgado con asiento en la comuna de Cabo de Hornos, con competencia sobre las comunas de la Provincia de la Antártica Chilena.”.


11.- Modifícase el artículo 39 bis en el siguiente sentido:


a) Intercálase, después de la expresión “comuna de Panguipulli,”, la frase “con dos jueces,”.


b) Intercálase, tras la frase “Un Juzgado con asiento en la comuna de Río Bueno,”, la expresión “con dos jueces,”.


12.- Reemplázase, en la letra n) del artículo 55, la frase “las provincias de Valdivia y Osorno, de la Décima Región de Los Lagos” por “las provincias de Valdivia y Ranco, de la Décimo Cuarta Región de Los Ríos, y la provincia de Osorno, de la Décima Región de Los Lagos”.


Artículo 6°.- Modifícase el Código del Trabajo en el siguiente sentido:


1.- En el artículo 415:


a) Reemplázase, en su letra a), la frase “las comunas de Iquique y Alto Hospicio;” por la expresión “la comuna de Iquique;”.


b) Reemplázase, en su letra b), la expresión “Antofagasta, con tres jueces,” por la frase “Antofagasta, con cuatro jueces,”.


c) Elimínase, en su letra b), la expresión “, Mejillones”.


d) Reemplázase, en su letra e), la expresión “Valparaíso, con tres jueces,” por “Valparaíso, con cinco jueces,”.


e) Reemplázase, en su letra h), la expresión “Concepción, con tres jueces,” por “Concepción, con cinco jueces,”.


f) Reemplázase, en su letra l), la expresión “las provincias de Magallanes y Antártica Chilena” por “la provincia de Magallanes”.


g) Reemplázase, en su letra m), la expresión “Santiago, con veintiséis jueces, agrupados en dos juzgados, con trece jueces cada uno,” por la frase “Santiago, con treinta y dos jueces, agrupados en dos juzgados, con dieciséis jueces cada uno,”.


2.- Modifícase el artículo 416 de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en su letra a), la expresión “Valparaíso, con un juez,” por la frase “Valparaíso, con dos jueces,”.


b) Sustitúyese, en su letra b), la frase “Concepción, con un juez,” por la expresión “Concepción, con dos jueces,”.


c) Reemplázase, en su letra c), la expresión “San Miguel, con un juez,” por la frase “San Miguel, con dos jueces,”.


d) Sustitúyese, en su letra d), la frase “Santiago, con seis jueces,” por la expresión “Santiago, con ocho jueces,”.


Artículo 7°.- Modifícase el artículo 4° de la ley N° 19.968, que Crea los Tribunales de Familia en el siguiente sentido:


1.- Reemplázase, en su letra a), la expresión “las comunas de Iquique y Alto Hospicio” por la frase “la comuna de Iquique”.


2.- Suprímese, en su letra b), la expresión “, Mejillones”.


3.- Elimínase, en su letra l), la expresión “y Antártica Chilena”.


Artículo 8°.- Modifícase la ley N° 19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales, de la siguiente forma:


1.- En el artículo 3°:


a) Intercálase, a continuación de la expresión “María Elena”, la palabra “, Mejillones”.


b) Reemplázase la expresión “y Porvenir” por la frase “, Porvenir y Cabo de Hornos”.


2.- Suprímese, en el número 4 ter del artículo 1° transitorio, la oración “y hasta 30 cargos en el periodo comprendido entre el 1 de enero de 2014 y el 31 de diciembre del mismo año. Los restantes cargos serán provistos en el período comprendido entre el 1 de enero de 2015 y el 31 de diciembre del mismo año.”, reemplazando el punto y coma que le antecede por un punto final.


Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.022, que Crea Juzgados Laborales y Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional en las comunas que indica:


1.- En el artículo 1°:


a) Sustitúyese, en la letra a), la frase “las comunas de Iquique y Alto Hospicio” por “la comuna de Iquique”.


b) Elimínase, en la letra b), la expresión “, Mejillones”. 


c) Sustitúyese, en la letra k bis), la frase “las provincias de Magallanes y Antártica Chilena” por “la provincia de Magallanes”.


2.- Suprímese, en el inciso final de su artículo 3°, la oración “los juzgados de letras del trabajo de Valparaíso y Concepción contarán con: tres jueces, un administrador, dos jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, cuatro administrativos 1º, tres administrativos 2º, un administrativo 3º y cuatro auxiliares; y”.


3.- Sustitúyese el artículo 9° por el siguiente:


“Artículo 9°.- Los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional que se crean en esta ley tendrán la siguiente planta de personal:


a) Juzgados con un juez: un juez, un administrador, un administrativo jefe, tres administrativos 1°, dos administrativos 2° y un auxiliar.


b) Juzgados con dos jueces: un administrador, un jefe de unidad, un administrativo jefe, tres administrativos 1°, tres administrativos 2°, un administrativo 3° y un auxiliar.


c) Juzgados con ocho jueces: un administrador, tres jefes de unidad, tres administrativos jefe, seis administrativos 1°, ocho administrativos 2°, seis administrativos 3° y dos auxiliares.”.


Artículo 10.- Los tribunales de juicio oral en lo penal, que en virtud de esta ley aumenten o disminuyan la cantidad de jueces, no verán alterada su actual planta de personal de funcionarios del Escalafón Secundario ni del Escalafón del Personal de Empleados, salvo en aquellos casos en que el resultado de ese aumento o disminución implique alcanzar un número de jueces suficiente para constituir una nueva sala o reducir una o más salas. En estos últimos casos, el respectivo tribunal ajustará su planta de personal de funcionarios del Escalafón Secundario y del Escalafón del Personal de Empleados a la que corresponda, según el artículo 7° de la ley N° 19.665.


Tratándose de aquellos tribunales de juicio oral en lo penal que por aplicación de la presente ley aumenten o disminuyan sus jueces en cantidad suficiente para crear o reducir una o más salas, pero cuya cantidad total de jueces resulte en una cifra no prevista por el artículo 7° de la ley N° 19.665, la planta de personal del respectivo tribunal se ajustará a la inmediatamente inferior que dicho artículo contemple. De esta forma, el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Arica contará con la planta de personal de un tribunal con nueve jueces, el Tercer Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago con la prevista para un tribunal con dieciocho jueces, y el Séptimo Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago con la prevista para un tribunal con doce jueces.


Artículo 11.- Los juzgados de garantía que por aplicación de esta ley aumenten su cantidad de jueces, no verán alterada su actual planta de personal de funcionarios del Escalafón Secundario ni del Escalafón del Personal de Empleados, con excepción de las siguientes reglas:


a) El Juzgado de Garantía de Iquique, que contará con siete jueces, tendrá cuatro funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y dieciséis funcionarios del Escalafón de Personal de Empleados del Poder Judicial.


b) El Juzgado de Garantía de Puerto Montt, que contará con seis jueces, tendrá tres funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y catorce funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.


c) El Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, que contará con doce jueces, tendrá cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y treinta y un funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.


Los juzgados de garantía que por aplicación de esta ley disminuyan su cantidad de jueces, ajustarán su planta de personal de funcionarios del Escalafón Secundario y del Escalafón del Personal de Empleados a la que corresponda, según el artículo 6° de la ley N° 19.665.


Artículo 12.- Los juzgados de letras que por aplicación de esta ley pasen a contar con dos jueces, mantendrán inalterable la actual planta de personal de funcionarios y empleados, y no les serán aplicables las disposiciones del artículo 27 bis del Código Orgánico de Tribunales. No obstante lo anterior, deberán contar con un administrador, suprimiéndose el cargo de secretario en el respectivo tribunal.


Artículo 13.- Los juzgados de letras del trabajo que en virtud de esta ley aumenten su cantidad de jueces, no verán alterada la actual planta de personal de los funcionarios y empleados que lo conforman, con excepción de las reglas siguientes:


a) Los Juzgados de Letras del Trabajo de Valparaíso y Concepción, que contarán con cinco jueces cada uno, tendrán un administrador, dos jefes de unidad, cuatro administrativos jefe, cuatro administrativos 1°, seis administrativos 2°, tres administrativos 3° y cinco auxiliares. 


b) Los dos Juzgados de Letras del Trabajo de Santiago, que contarán con 16 jueces cada uno, tendrán un administrador, tres jefes de unidad, nueve administrativos jefe, diez administrativos 1°, diez administrativos 2°, ocho administrativos 3° y ocho auxiliares.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1° transitorio.- La presente ley entrará en vigencia a contar de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, a excepción de las disposiciones que se indican a continuación, cuya vigencia se iniciará transcurridos doce meses desde su publicación:

Artículo 1°.

Artículo 2°.

Artículo 3°.

Artículo 5°, números 1, letras b), d) y n), 3 y 10.

Artículo 6°, número 1, letras a), c) y f).

Artículo 7°.

Artículo 8°, número 1.


Artículo 2° transitorio.- En los juzgados a que alude el artículo 12, el funcionario que desempeñe las funciones de secretario se mantendrá en su cargo mientras cumpla con los requisitos para ello. En caso de vacancia por cualquier causa, el cargo se suprimirá  por el solo ministerio de la ley, debiendo ser inmediatamente provisto el de administrador creado en esta ley. 


Durante el tiempo que se mantenga en funciones el secretario del tribunal, ejercerá las facultades que le asignan las letras b), c), d), e) y f) del artículo 389 B del Código Orgánico de Tribunales. Las funciones establecidas en las letras g), i) y j) del mismo artículo serán realizadas por la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en tanto se provea el cargo de administrador.


Artículo 3° transitorio.- Los empleados de los tribunales a los que se les reduce la planta autorizada deberán optar por desempeñarse en cargos similares vacantes en otros tribunales de la respectiva jurisdicción, de acuerdo a las reglas siguientes:


a) Dentro de los noventa días siguientes a la publicación de esta ley, la Corte de Apelaciones respectiva confeccionará la nómina de todos los empleados cuyos cargos son suprimidos por aplicación de los cambios de planta de personal, ordenados según su grado, las calificaciones obtenidas en el año anterior y la antigüedad en el servicio, considerando ambos factores con igual ponderación. Deberá formarse una nómina por cada tipo de tribunal a que se refiere este artículo. 


b) El personal de la nómina deberá ser notificado de los cargos vacantes disponibles en los tribunales del territorio jurisdiccional de la respectiva Corte de Apelaciones. 


c) Los funcionarios dispondrán de un plazo de cinco días hábiles, contados desde la fecha de la notificación de los cargos vacantes disponibles, para manifestar al Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva su voluntad de ser traspasado a alguno de los cargos informados. 


d) El Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva procederá a traspasar a los funcionarios, según las preferencias manifestadas y la ubicación en la nómina elaborada para cada grado. 


Para efectos de este proceso, los tribunales que dependan de las Cortes de Apelaciones de Santiago y San Miguel se considerarán pertenecientes a la misma jurisdicción. Los Presidentes de dichas Cortes deberán coordinar el proceso de traspaso del personal afectado, a fin de proveer los cargos disponibles. 


En ningún caso el proceso de traspaso podrá significar disminución de remuneraciones, pérdida de antigüedad en el Poder Judicial y en la categoría del escalafón, cambios en los sistemas previsionales y de atención de salud, ni menoscabo o pérdida de algunos de los derechos funcionarios que el empleado poseyere al momento de efectuarse su nueva destinación.


Artículo 4° transitorio.- Los cargos de empleado que permanezcan vacantes luego de producido el traspaso regulado en los artículos precedentes, serán provistos mediante las reglas de concurso que contempla el Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 5° transitorio.- Los empleados que no resulten traspasados de acuerdo al artículo 3° transitorio de esta ley, tendrán derecho a continuar desempeñándose en un cargo en extinción, de igual grado y remuneración, adscrito al respectivo tribunal, hasta que se produzca una vacante de igual grado en un  tribunal del mismo tipo de la jurisdicción de la Corte de Apelaciones respectiva. Para este solo efecto, créanse en los referidos tribunales los cargos adscritos antes señalados. Estos cargos se extinguirán de pleno derecho al cesar en funciones, por cualquier causa, el empleado correspondiente o cuando éste sea traspasado a otro tribunal de conformidad a lo señalado precedentemente.


Artículo 6° transitorio.- El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto de la Partida Poder Judicial y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva ley de Presupuestos del Sector Público.

Artículo 7° transitorio.- En el plazo de tres meses contados desde la publicación de esta ley, el Ministerio de Justicia deberá informar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la Cámara de Diputados la factibilidad y conveniencia de crear un juzgado con competencia común en la comuna de Teodoro Schmidt, destinando al segundo juez que mediante esta ley se le asigna al juzgado con competencia común de Nueva Imperial.”.

- - -

Proyecto de ley sobre fortalecimiento del SERNAC.


El señor Presidente señala que corresponde tratar la iniciativa de la referencia y solicita se autorice el ingreso a la Sala del Director Nacional del SERNAC. Se accede.


El señor Secretario General expresa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores y que corresponde al Boletín N° 9.369-03, al cual el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho, calificándola de “suma”. 


Pone de relieve que sus principales objetivos son:

1. Fortalecer el SERNAC, confiriéndole nuevas facultades.

2. Reemplazar en parte la competencia de los Juzgados de Policía Local para resolver los conflictos en el ámbito del interés individual del consumidor.


3. Fortalecer las asociaciones de consumidores.

4. Incrementar los montos correspondientes a las multas por infracción a la normativa.

5. Alcanzar la reparación íntegra de los daños causados a los consumidores, y

6. Aumentar los plazos de prescripción extintiva de acciones que persiguen la responsabilidad contravencional.

Indica que la Comisión de Economía discutió este proyecto solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Navarro, Pizarro y Tuma.

Hace presente que, en sesión de 2 de septiembre en curso, la Sala acordó que para la discusión en particular del proyecto, este sea considerado por la Comisión de Economía y, luego, por la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Destaca, por último, que el número 20); el artículo 50 O contenido en el número 26); el párrafo sexto de la letra e) propuesta en la letra a) del número 40); la letra o) propuesta en la letra b) del número 40), y el literal ii) de la letra e) del número 40), todos ellos del artículo 1° del proyecto, contienen normas de carácter orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los senadores en ejercicio.

Luego, el señor Presidente pone en discusión en general esta iniciativa.


Intervienen los Honorables Senadores señores Tuma y Pizarro, señora von Baer, señor Zaldívar, señora Pérez San Martín, señores Letelier y Navarro, señoras van Rysselberghe y Goic, señores Coloma y Walker, don Ignacio, señora Allende y señor Harboe.

- - -


También hace uso de la palabra el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo.

- - -


Enseguida, por haberlo solicitado el Honorable Senador señor García, a nombre de los Comités Partido Unión Demócrata Independiente y Partido Renovación Nacional, el señor Presidente señala que este proyecto queda para segunda discusión.

- - -

Proyecto de ley sobre perfeccionamientos a la legislación en materia energética y ampliación del giro social de ENAP.


El señor Presidente señala que corresponde tratar la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General expresa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 20.365, que establece Franquicia Tributaria respecto de Sistemas Solares Térmicos; la Ley General de Servicios Eléctricos, y la ley que crea la Empresa Nacional del Petróleo.

Resalta que corresponde al Boletín N° 9.628-08, al cual el Ejecutivo hizo presente la urgencia con el carácter de “suma”.

Explica que los principales objetivos son:

a) Perfeccionar y profundizar la franquicia tributaria establecida para promover la instalación domiciliaria de sistemas solares térmicos.

b) Permitir al titular de un proyecto de generación mediante energías no renovables otorgar caución para dejar sin efecto la orden de paralización o suspensión de obras que se decrete en un procedimiento concesional de carácter administrativo o judicial.

c) Ampliar el giro social de la ENAP a actividades relacionadas con la energía y la generación eléctrica.

Manifiesta que la Comisión de Minería y Energía discutió este proyecto solamente en general, aprobando la idea de legislar por mayoría de tres votos a favor y dos abstenciones. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Guillier, Pizarro y Quinteros. Se abstuvieron los Honorables Senadores señores Coloma y García.

Por último, hace presente que su artículo 2º es de rango orgánico constitucional, por lo que requiere para su aprobación del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, y que su artículo 3º es de quórum calificado y requiere, por tanto, para su aprobación del voto favorable de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio.

A continuación, el señor Presidente pone en discusión en general esta iniciativa.


Intervienen los Honorables Senadores señores Guillier, García-Huidobro, Quinteros, Pizarro, García y señora Allende.

- - -


El Honorable Senador señor Prokurica anuncia que, de conformidad con el artículo 8° del Reglamento de la Corporación, se inhabilita en este proyecto.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

- - -


En consecuencia, queda pendiente el tratamiento de este asunto.

- - -


Se levanta la sesión.

- - -

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 54ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 16 DE SEPTIEMBRE DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker, y de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio, y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, de Economía, Fomento y Turismo, de Educación y de Energía, señores Rodrigo Valdés y Luis Felipe Céspedes, señora Adriana Delpiano y señor Máximo Pacheco, respectivamente. Participa, además, el asesor legislativo del Ministerio de Energía, señor José Venegas.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

_________

CUENTA

Mensajes


Treinta de S.E. la Presidenta de la República:


Con el primero, retira la urgencia que hiciera presente al proyecto de ley que extiende la aplicación de la ley N° 20.243, que establece normas sobre los derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual (Boletín N° 9.889-24).


-- Se tiene presente el retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con los cuatro siguientes, hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (Boletín N° 8.924-07).


2) Proyecto de ley que tipifica como delito los actos de maltrato o crueldad con niños y adolescentes fuera del ámbito de la violencia intrafamiliar (Boletín N° 9.179-07).


3) Proyecto de ley que suspende por el plazo de cinco años la inscripción de taxis en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros (Boletín N° 9.816-15).


4) Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales con el fin de estandarizar los contratos de adhesión (Boletín N° 9.916-03).


Con los siete que siguen, hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes asuntos:


1) Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (Boletín N° 6.499-11).


2) Proyecto de ley que modifica el texto refundido de las disposiciones sobre nacionalización de extranjeros, en los requisitos para obtener la carta de nacionalización (Boletín Nº 9.455-06).


3) Proyecto de ley que reconoce como deporte nacional a los juegos deportivos ancestrales de los pueblos originarios (Boletín Nº 9.057-04).


4) Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en materia de protección del trabajador que se desempeña como pastor religioso o ministro de culto (Boletín Nº 9.603-13).


5) Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.928, sobre fomento de la música chilena, para establecer los requisitos que deben cumplir los conciertos y eventos musicales que se presenten en Chile (Boletín N° 6.110-24).


6) Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.285, para garantizar el acceso universal a la información contenida en las páginas web de las instituciones públicas (Boletín Nº 9.629-19).


7) Proyecto de ley que modifica las leyes N° 20.422 y N° 19.928, para incorporar el lenguaje de señas en los programas de televisión con contenido musical y espectáculos musicales en vivo (Boletín Nº 9.819-24).


Con los doce siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes asuntos:


1) Proyecto de ley que permite la emisión de medios de pago con provisión de fondos por entidades no bancarias (Boletín N° 9.197-03).


2) Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, permitiendo la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (Boletín Nº 9.601-25).


3) Proyecto de ley que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas (Boletín Nº 9.151-21).


4) Proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales (Boletín Nº 9.766-04).


5) Proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (Boletín N° 9.790-07).


6) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos relativo al establecimiento de una oficina regional para América del Sur en Chile y el Acuerdo Interpretativo referido a la aplicación del Artículo VI de éste” (Boletín N° 9.897-10).


7) Proyecto de ley que introduce mejoras al transporte público remunerado de pasajeros, modificando las disposiciones legales que indica (Boletín N° 10.007-15).


8) Proyecto de acuerdo que aprueba la “Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Tributaria”, firmada por la República de Chile en Santiago, el 24 de octubre de 2013 (Boletín N° 10.023-10).


9) Proyecto de ley que crea el plan de formación ciudadana para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado (Boletín N° 10.043-04).


10) Proyecto de ley que modifica disposiciones aplicables a los funcionarios municipales y entrega nuevas competencias a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (Boletín N° 10.057-06).


11) Proyecto de ley que crea Comisión de Valores y Seguros (Boletín Nº 9.015-05).


12) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo sobre la Aplicación de las Disposiciones de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 10 de diciembre de 1982 Relativas a la Conservación y Ordenación de las Poblaciones de Peces Transzonales y las Poblaciones de Peces Altamente Migratorios”, adoptado en Nueva York, el 4 de agosto de 1995 (Boletín N° 10.182-10).


Con los seis últimos, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (Boletín N° 9.404-12).


2) Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (Boletín N° 8.335-24).


3) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura y sus dos Anexos”, adoptado por la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), el 3 de noviembre de 2001 (Boletín N° 6.556-10).


4) Proyecto de ley que aplica Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre (Boletín N°6.829-01).


5) Proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones en el Código del Trabajo (Boletín N° 9.835-13).


6) Proyecto de ley que crea el Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor (Boletín Nº 9.156-32).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Matta, acerca de los avances y resultados de los programas del Servicio de Cooperación Técnica (SERCOTEC) en la Región del Maule.

Del señor Superintendente de Seguridad Social


Responde consulta, formulada en nombre de la Honorable Senadora señora von Baer, sobre reconsideración de licencias médicas de la persona que menciona.

Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Araya, acerca del rechazo del beneficio de pensión como exonerado político de la persona que indica.

Del señor Director del Servicio de Salud Concepción


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del estado del proyecto del edificio del ex hospital traumatológico de la ciudad de Concepción.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Hacienda, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como Consejero del Banco Central de Chile al señor Mario Marcel Cullell, conforme a lo dispuesto en el artículo 7º del artículo primero de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central (Boletín Nº S 1.833-05) (con la urgencia establecida en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental).


Dos de la Comisión de Educación y Cultura, recaídos en los siguientes proyectos de ley:


1) El que autoriza la construcción de un monumento en homenaje a los ex mineros del carbón, en la comuna de Coronel (en segundo trámite constitucional) (Boletín N° 9.876-24).


2) El que autoriza erigir un monumento en memoria del poeta Jorge Teillier, en la comuna de Lautaro (en primer trámite constitucional) (Boletín Nº10.291-04).


-- Quedan para Tabla. 

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para ausentarse del país a partir del día 24 de septiembre de 2015.


-- Se accede a lo solicitado.

- - -


Leída la Cuenta, llega a la Mesa el siguiente documento:

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Pizarro, para ausentarse del país a partir del día 17 de septiembre de 2015.


-- Se accede a lo solicitado.
_________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Oficio de S. E. la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar al señor Mario Marcel Cullell como Consejero del Banco Central de Chile.

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del oficio de la Primera Mandataria en que solicita el acuerdo del Senado para designar como miembro del Consejo del Banco Central a la persona indicada, en reemplazo de don Enrique Marshall Rivera, por el período que a éste le restaba. Acota que tiene el Boletín Nº S 1.833-05 y que el Ejecutivo le ha hecho presente la urgencia en los términos del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


Destaca que la Comisión de Hacienda recibió en audiencia al señor Mario Marcel, quien realizó una exposición sobre los desafíos que enfrenta la economía chilena y sobre el rol que le compete al Banco Central en la respuesta a esos retos.

Informa, además, que la referida Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar, de que en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimiento previstos al efecto por nuestro ordenamiento jurídico.
- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación la solicitud en examen, que es aprobada por 31 votos a favor.


Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Fundan sus votos, los los Honorables Senadores señores Zaldívar, Allamand, Coloma, Montes, Navarro y Girardi, y señora Pérez San Martín.

- - -


Concluida la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro de Hacienda.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_________
Proyecto de ley sobre fortalecimiento del SERNAC.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia y solicita la anuencia de la Sala para que ingrese el Director Nacional del SERNAC, señor Ernesto Muñoz. Se accede.

Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.


El Honorable Senador señor García, en nombre de los Comités Partido Unión Demócrata Independiente y Partido Renovación Nacional, solicita aplazamiento de la votación.

- - -


En consecuencia, queda pendiente el tratamiento de esta iniciativa.
_________

Proyecto de ley sobre perfeccionamientos a la legislación en materia energética y ampliación del giro social de ENAP.


La señora Vicepresidenta señala que corresponde proseguir la discusión en general de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General recuerda que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 20.365, que establece Franquicia Tributaria respecto de Sistemas Solares Térmicos; la Ley General de Servicios Eléctricos, y la ley que crea la Empresa Nacional del Petróleo; que corresponde al Boletín N° 9.628-08, y que para su despacho el Ejecutivo hizo presente la urgencia con el carácter de “suma”.

Informa, asimismo, que quedaron inscritos para continuar esta discusión los Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti, García-Huidobro, Montes, Navarro, van Rysselberghe, Horvath, Ossandón.

A continuación, la señora Vicepresidenta ofrece el uso de la palabra.


Intervienen los Honorables Senadores señores García-Huidobro, Guillier, Montes, Navarro, Coloma, señora van Rysselberghe, señores Horvath, Ossandón, Girardi, Zaldívar y Larraín.
- - -


Luego, hace uso de la palabra el señor Ministro de Energía.

- - -


El Honorable Senador señor García-Huidobro expresa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8° del Reglamento de la Corporación, se inhabilita en este proyecto.

- - -


En su oportunidad, el Honorable Senador señor Guillier, en nombre del Comité Independientes, solicita segunda discusión respecto de esta iniciativa.
- - -


De consiguiente, queda pendiente el tratamiento de este asunto.

- - -

_________

Proyecto de ley que suspende por el plazo de cinco años la inscripción de taxis en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros.


El señor Presidente anuncia que corresponde efectuar la discusión en particular del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que esta iniciativa se encuentra en primer trámite constitucional y tiene el Boletín N° 9.816-15.


Recuerda que fue iniciado en moción del Honorable Senador señor Letelier, que suspende por el plazo de cinco años la inscripción de taxis en el Registro Nacional de Servicios de Transportes de Pasajeros, y que el Ejecutivo ha hecho presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para su despacho.


Agrega que cuenta con un segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.

Informa que la referida Comisión efectuó cuatro enmiendas al proyecto aprobado en general, todas las cuales aprobó por unanimidad, razón por la cual deben ser aprobadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión a su respecto.


En seguida, teniendo en consideración los antecedentes recién expuestos, la Sala acuerda efectuar una sola votación respecto del conjunto de disposiciones sometidas a su consideración.


En consecuencia, el señor Presidente pone en votación en particular el proyecto.


Terminada la votación, la iniciativa es aprobada por 18 votos a favor y un pareo.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende y Muñoz y señores Chahuán, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Walker, don Patricio, y Zaldívar.

Fundan su voto, los Honorables Senadores señores Letelier y Chahuán.


No vota por estar pareado el Honorable Senador señor Coloma.

La señora Vicepresidenta declara aprobado en particular el proyecto.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

- - -


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Suspéndese por el plazo de cinco años, contado desde el 15 de noviembre de 2015, la inscripción de taxis, así como el cambio de inscripción de una región a otra, de acuerdo a la excepción señalada en el inciso cuarto de este artículo, en cualquiera de sus modalidades, en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros establecido en el artículo 3º de la ley N° 18.696 y en el artículo 10 de la ley Nº 19.040.


Durante este período, facúltase al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para que pueda autorizar nuevas inscripciones en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros en los casos calificados técnicamente de acuerdo con los criterios fijados en la ley N° 20.474 y su reglamento, que para este solo efecto se entenderán vigentes. No obstante lo anterior, las inscripciones que se autoricen no podrán superar en más de un 4% el número de taxis colectivos y en más de un 5% el número de taxis de otras modalidades inscritos a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.


Esta medida no afectará el derecho a solicitar el reemplazo o cambio de modalidad de los taxis actualmente inscritos en el Registro mencionado, conforme a las normas establecidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


Excepcionalmente, en circunstancias calificadas como caso fortuito o de fuerza mayor, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá autorizar el traslado entre los Registros Regionales de Servicios de Transporte de Pasajeros.


Artículo transitorio.- La presente ley comenzará a regir a partir del 15 de noviembre de 2015.”.

- - -

Proyecto de ley que modifica disposiciones para obtener carta de nacionalización.


La señora Vicepresidenta anuncia que corresponde efectuar la discusión en general del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata de la iniciativa que modifica el texto refundido de las disposiciones sobre nacionalización de extranjeros, en cuanto a los requisitos para obtener la carta de nacionalización. Agrega que se encuentra en segundo trámite constitucional, que tiene el Boletín N° 9.455-06 y que el Ejecutivo ha hecho presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para su despacho.


Agrega que los objetivos del proyecto son rebajar de veintiún a dieciocho años la edad para optar a la nacionalidad chilena; permitir la nacionalización de hijos de extranjeros mayores de catorce años autorizados por quienes estén a cargo de su cuidado personal, y autorizar que los hijos menores de 18 años de padre o madre que Chile reconozca como refugiado puedan nacionalizarse desde el momento que uno de ellos obtenga su carta de nacionalización.

Destaca que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora von Baer y señores Espina, Horvath, Montes y Zaldívar.

Enseguida, la señora Vicepresidenta ofrece el uso de la palabra.


Interviene el Honorable Senador señor Chahuán.


Terminada la discusión y puesto en votación en general, el proyecto es aprobado por 14 votos a favor.


Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende y Muñoz y señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Larraín, Letelier, Montes, Ossandón, Pizarro, Quinteros y Zaldívar.

Fundan su voto, los Honorables Senadores señores Zaldívar, Pizarro, Horvath, Coloma y señora Allende.

- - -


La señora Vicepresidenta declara aprobado en general esta iniciativa.
- - -


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.
- - -


Luego, la señora Vicepresidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________

INCIDENTES

Se deja constancia de que ningún Comité hace uso de la palabra.
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora von Baer y señores Araya, De Urresti, García, Guillier y Horvath han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


La señora Vicepresidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE AUTORIZA ERIGIR MONUMENTO “TIERRA DE CAMPEONES ESTANISLAO LOAYZA Y ARTURO GODOY” EN LA COMUNA DE IQUIQUE

(9.149-24)


Oficio Nº 12.110

VALPARAÍSO, 29 de septiembre de 2015

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que autoriza erigir monumento “Tierra de campeones Estanislao Loayza y Arturo Godoy”, en la comuna de Iquique, correspondiente al boletín N°9149-24, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Autorízase erigir monumento “Tierra de campeones Estanislao Loayza y Arturo Godoy”, en la comuna de Iquique, en memoria de los dos grandes boxeadores.

Artículo 2°.- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que se crea en el artículo 4°, en coordinación con el Ministerio de Educación.

Artículo 3°.- Créase un fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior.

Artículo 4°.- Créase una comisión especial encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por dos diputados y dos senadores de la Región de Tarapacá; el alcalde de la comuna de Iquique; el secretario ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales y un representante de la Federación Chilena de Boxeo.

El quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros, o de sus representantes.

Artículo 5°.- La comisión especial tendrá las siguientes funciones:

a) Determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas y realizar las gestiones legales destinadas a que estas se lleven a cabo. 
b) Determinar el sitio en que se ubicará el monumento en la comuna de Iquique, en coordinación con su alcalde y el Consejo de Monumentos Nacionales.
c) Llamar a concurso público de proyectos para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlo.
d) Administrar el fondo creado por el artículo 3°.
e) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el referido fondo.  
Artículo 6°.- Los excedentes que resulten de las erogaciones recibidas, una vez concluida la construcción del monumento, serán destinados al fin que la comisión especial determine.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Vallespín López, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA ITALIANA SOBRE AUTORIZACIÓN PARA EL EJERCICIO DE ACTIVIDAD LABORAL DE LOS FAMILIARES DEPENDIENTES DEL PERSONAL DIPLÓMATICO, CONSULAR Y TÉCNICO-ADMINISTRATIVO DE LAS MISIONES DIPLOMÁTICAS Y REPRESENTACIONES CONSULARES SUSCRITO EN ROMA, ITALIA, EL 13 DE DICIEMBRE DE 2013

(9.887-10)

Oficio Nº 12.109


VALPARAÍSO, 29 de septiembre de 2015

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de acuerdo,  correspondiente al boletín N°9887-10:  

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.-
 Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Italiana sobre autorización para el ejercicio de actividad laboral de los familiares dependientes del personal diplomático, consular y técnico-administrativo de las misiones diplomáticas y representaciones consulares, suscrito en Roma, Italia, el 13 de diciembre de 2013.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Vallespín López, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

3

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ESTABLECE  EL DÍA NACIONAL DEL YOGA

(9.695-29)


Oficio Nº 12.108


VALPARAÍSO, 29 de septiembre de 2015


Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que instaura el Día Nacional del Yoga, correspondiente al boletín N°9695-29, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Declárase el 4 de noviembre de cada año como el Día Nacional del Yoga.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Vallespín López, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

4

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL QUE APRUEBA LA ENMIENDA DE DOHA AL PROTOCOLO DE KYOTO DE LA CONVENCIÓN MARCO DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE EL CAMBIO CLIMÁTICO ADOPTADA EN DOHA, QATAR, EL 8 DE DICIEMBRE DE 2012

(9.625-10)
HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 8 de septiembre de 2014, con urgencia calificada de “simple”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 19 de agosto de 2015, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Director de Medio Ambiente y Asuntos Marítimos, señor Waldemar Coutts, y el asesor de la Dirección, señor Gonzalo Guaiquil.

- - -

Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, promulgada por decreto supremo Nº 123, de 31 de enero de 1995, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 13 de abril de 1995.





d) Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, promulgado por decreto supremo Nº 349, de 22 de diciembre de 2004, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 16 de febrero de 2005.





2.- Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.- El Ejecutivo señala que la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático entró en vigor internacional el 21 de marzo de 1994, siendo ratificada por nuestro país el 22 de diciembre del mismo año.





Agrega que esta Convención tiene como objetivo la estabilización de las concentraciones de gases de efecto invernadero en la atmósfera a un nivel que impida interferencias antropógenas peligrosas en el sistema climático. Asimismo, se caracteriza por ser de carácter general y flexible, y reconoce el cambio climático como un problema real.




Destaca el Ejecutivo que, basándose en los principios de la Convención, se estructuró luego el Protocolo de Kyoto, el cual estableció metas vinculantes de reducción de emisiones para los países individualizados en el Anexo 1 de la Convención (países desarrollados y países con economías en transición). Añade que, con ello, el Protocolo muestra su principio central, cual es establecer una responsabilidad común, pero diferenciada, en relación al cambio climático.




El Mensaje señala que la Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto, conocida además como la Decisión 1/CMP.8, tiene entre sus propósitos principales dar inicio a un segundo período de compromisos para reducir gradualmente las emisiones de gases de efecto invernadero. Indica que, mediante ella, se enmiendan los Anexos A y B del referido Protocolo, conjuntamente con ciertas disposiciones del mismo.




Hace presente el Ejecutivo que Chile no posee compromisos de carácter vinculante de reducción de gases de efecto invernadero, de conformidad con su condición de país no incluido en el Anexo I en la Convención. Agrega que la enmienda que se somete a estudio tampoco implica compromisos o nuevas obligaciones para nuestro país.




En efecto, la Enmienda de Doha contempla obligaciones sólo para los países desarrollados (incluidos en el Anexo I de la Convención), extendiendo los objetivos de reducción de gases de efecto invernadero para cubrir el período 2013–2020. Señala que esta extensión es un elemento muy importante para la construcción de un régimen climático ambicioso, efectivo y funcional, que actualmente es objeto de negociaciones multilaterales en el marco de la Convención.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 7 de octubre de 2014, donde se dispuso su análisis por parte de las Comisiones de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana y por la de Medio Ambiente y Recursos Naturales.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 14 de octubre de 2014 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes el proyecto en informe. Posteriormente, la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales trató el asunto el 3 de junio de 2015 y aprobó, por la unanimidad de sus integrantes presentes, el Convenio.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 19 de agosto de 2015, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 96 votos a favor.




4. Instrumento Internacional.- La Enmienda de Doha se estructura en dos artículos.




El primero de ellos, denominado “Enmienda”, se organiza a su vez en doce literales, que contienen modificaciones al Protocolo de Kyoto. Mientras, el segundo artículo, denominado “Entrada en Vigor”, regula la vigencia de la Enmienda.




El artículo 1, Enmienda, contiene las siguientes modificaciones introducidas al Protocolo de Kyoto:




a. Las Partes incluidas en el Anexo I de la Convención asegurarán, individual o conjuntamente, que sus emisiones antropógenas agregadas, expresadas en dióxido de carbono equivalente, de los gases de efecto invernadero considerados en el Protocolo y sus Anexos, no excedan las cantidades por dicho instrumento permitidas, con el objetivo de reducir dichas emisiones para el período comprendido entre los años 2013 y 2020, en no menos de un 18% del nivel del año 1990.




b. Aquellos países que hayan asumido un compromiso cuantificado de limitación y reducción de las emisiones, conforme a lo señalado en el Anexo B del Protocolo, podrán proponer un ajuste al mismo, conforme al procedimiento para ello establecido.




c. El compromiso cuantificado de limitación y reducción de emisiones, de las Partes incluidas en el Anexo 1 de la Convención, para el período comprendido entre los años 2013 y 2020, será el correspondiente a sus emisiones antropógenas agregadas, expresadas en dióxido de carbono equivalente, correspondientes a 1990, o al año o período determinado conforme al Protocolo, multiplicado por ocho.




d. Toda diferencia positiva entre la cantidad atribuida en el segundo período de compromiso (2013-2020) y el promedio de sus emisiones anuales en los tres primeros años del período de compromiso precedente, multiplicado por ocho, se transferirá a la cuenta de cancelación de la respectiva Parte.




e. Toda Parte incluida en el Anexo 1 de la Convención podrá utilizar el año 1995 o 2000 como su año de base para el trifluoruro de nitrógeno.




f. Toda unidad generada a partir de los mecanismos de mercado que se establezcan en el marco de la Convención o de sus instrumentos podrá ser utilizada por las Partes incluidas en el Anexo I, como ayuda para cumplir con sus compromisos cuantificados de limitación y reducción de las emisiones.




La Conferencia de las Partes, en calidad de reunión de las Partes en el Protocolo, se asegurará de que una parte de esas unidades se destine a sufragar los gastos administrativos y a ayudar a las Partes que son países en desarrollo particularmente vulnerables a los efectos adversos del cambio climático, a hacer frente a los costos de la adaptación.




g. En relación a aquellas Partes que hayan llegado a un acuerdo para cumplir conjuntamente los compromisos adquiridos en virtud del Protocolo, se establece que también podrán notificar a la Secretaría, del contenido del acuerdo, en la fecha de depósito de sus instrumentos de aceptación de cualquier enmienda al Anexo B del Protocolo.




h. Se sustituye el cuadro establecido en el Anexo B del Protocolo, que establecía los compromisos cuantificados de limitación o reducción de las emisiones de las Partes incluidas en el Anexo I de la Convención, para el primer período de compromiso. Ello, en atención a que se da inicio a un segundo período de compromisos.




i. Se sustituye la lista gases de efecto invernadero establecida en el Anexo A del Protocolo.




A su vez, el artículo 2, Entrada en vigor, establece que la Enmienda de Doha entrará en vigor de conformidad con lo dispuesto en los artículos 20 y 21 del Protocolo de Kyoto, que señalan, respectivamente, la forma de aprobación y entrada en vigor de las enmiendas, y de los anexos del Protocolo.




En cuanto a las enmiendas, debe la Secretaría comunicarlas al Depositario y éste a las demás Partes para su aceptación. La enmienda aprobada entrará en vigor para las Partes que la hayan aceptado, al nonagésimo día contado desde la fecha en que el Depositario haya recibido los instrumentos de aceptación de por lo menos tres cuartas de las Partes en el Protocolo.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán colocó en discusión el proyecto.





El Director de Medio Ambiente y Asuntos Marítimos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Waldemar Coutts, hizo presente que Chile suscribió en su oportunidad la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, la cual distingue entre países desarrollados y aquellos que se encuentran en desarrollo, para los efectos de las obligaciones que emanan de aquel instrumento internacional. Añadió que dicho Tratado estableció deberes comunes, pero diferenciados, respecto de los Estados Partes, en relación a sus respectivas capacidades y a sus responsabilidades históricas.





Consignó que para la implementación del mismo, en términos de exigir a las naciones desarrolladas el cumplimiento de esas obligaciones, se creó el Protocolo de Kyoto, que dispuso una disminución de las emisiones de 5% como mínimo hacia el año 2012, respecto de los niveles existentes en el año 1990 para los seis principales gases que regula la Convención, a saber, dióxido de carbono, metano, óxido nitroso y tres gases fluorados. Sin embargo, acotó, la obligación antes expuesta, que regía en el primer periodo de compromiso –entre los años 2008 y 2012-, no fue respetada por Estados Unidos, que en ese momento se erigía como el país con más emisiones de ese tipo en el mundo, sitial que hoy en día es ocupado por China.





Agregó que, en ese escenario, se dio inicio a un proceso de negociaciones con el objeto de ampliar las exigencias ambientales a todos los intervinientes en el Convenio, incluyendo a los países en desarrollo, los cuales requirieron que en el momento en que se adopte un acuerdo que sea válido para todas las partes –situación que debería acaecer en el mes de diciembre del año en curso- no debe existir una brecha entre los años 2013 y 2020.





Manifestó que, por ello, la Enmienda en estudio estableció un segundo lapso de compromiso, situado entre los años 2013 y 2020, espacio de tiempo en el cual las naciones desarrolladas deben asumir el liderazgo en lo concerniente a la reducción de las emisiones contaminantes. No obstante, agregó que este segundo período presenta la debilidad de que se han sustraído de dicho compromiso Rusia, Japón, Canadá y Nueva Zelandia, centrándose fundamentalmente su acatamiento en los países integrantes de la Unión Europea.





En otro aspecto, el señor Coutts destacó la mantención de los mecanismos de desarrollo limpio, que son derivados de los instrumentos inicialmente planteados en el Protocolo de Kyoto, los cuales han ayudado a las potencias a cumplir los compromisos adquiridos. De hecho, afirmó que Chile, en un inicio, se vio beneficiado por la aplicación de los referidos mecanismos.





En consecuencia, reiteró que se trabaja en llevar a la práctica las obligaciones para todas las partes involucradas, denominadas “Contribuciones Nacionales Determinadas”, que constituyen los compromisos que cada país hará en relación con sus respectivas capacidades, y que, en el caso de Chile, fueron anunciadas recientemente por la señora Presidenta de la República ante la Asamblea General de las Naciones Unidas. A pesar de que este proceso debe ser liderado por las naciones desarrolladas, afirmó que es preciso que cada parte del Protocolo de Kyoto apruebe la enmienda en discusión en el presente proyecto de acuerdo –incluidos aquellos países que no asumen obligaciones-, a fin de que el citado instrumento internacional entre en vigor.





Añadió que, si bien se ha contemplado una aplicación provisional para algunos países involucrados, constituiría una señal relevante en materia de política exterior que la señora Presidenta de la República pudiere comunicar en la próxima Conferencia de las Partes de la Convención Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático de 2015, que Chile ha aprobado la Enmienda de Doha, tal como ya lo han hecho naciones del continente como Barbados, Guyana, Granada, México, Ecuador y Perú.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.
- - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase la Enmienda de Doha al Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, adoptada en Doha, Qatar, en la Octava Conferencia de las Partes en calidad de Reunión de las Partes en el Protocolo de Kyoto, el 08 de diciembre de 2012.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 29 de septiembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.




Sala de la Comisión, a 29 de septiembre de 2015.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES OSSANDÓN, GARCÍA–HUIDOBRO, GUILLIER, QUINTEROS Y TUMA, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 83 DE LA CARTA FUNDAMENTAL QUE FACULTA A ALCALDES PARA DEDUCIR QUERELLAS POR DETERMINADOS DELITOS DE ALTO IMPACTO LOCAL, PREVIO ACUERDO DEL CONCEJO MUNICIPAL

(10.316-06)
Relevancia del problema
La seguridad pública constituye una de las urgencias más apremiantes de la máxima autoridad de la nación. Ella impacta directamente en el contenido de diversas garantías fundamentales, tales como la vida, la integridad física y psíquica, la libertad ambulatoria y la propiedad. Además, incide de manera indirecta en el catálogo de todos los demás derechos consagrados en la Constitución y las leyes. 
La sensación de inseguridad de la población y el miedo a ser eventual víctima de algún delito representa un desafío persistente, reflejado en distintas mediciones sociológicas. Sin ir más lejos, la encuesta del Centro de Estudios Públicos de agosto de 2015 mostró que el 60% de la población cree que la materia “seguridad, asaltos y robos” debe ser la principal urgencia del Gobierno, situándose por encima de los esfuerzos en salud, educación y salarios. Además, el 71% de los ciudadanos encuestados declaró sentirse insatisfecho con los niveles de seguridad ciudadana.
Sin embargo, hay formas nuevas de inseguridad que comprometen más gravemente el bien común. La generación intencional de incendios forestales, la quema reiterada de maquinaria agrícola y los bombazos en el sistema de transporte público, por citar los casos más emblemáticos, dejan en evidencia que el combate global a la inseguridad no está dando los resultados esperados. 
Si bien el Estado posee el monopolio en el uso de la fuerza para reprimir los delitos, esa exclusividad no queda cuestionada si es que se revisa la manera como la sociedad activa los procedimientos de la persecución penal. En este sentido, el rol de los alcaldes, como los principales encargados del bien común de su territorio local, debe ser considerado atentamente. La descentralización de atribuciones tiene que probar que el combate a la inseguridad comienza por quienes conocen de manera inmediata las necesidades de su gente. Los municipios son la primera cara del Estado ante los vecinos, y es a ellos a quienes los ciudadanos exigen cuentas en las materias sensibles que afectan su diario vivir.
El centralismo en materia de seguridad pública
En nuestro actual régimen jurídico, un procedimiento penal puede iniciarse de tres maneras: de oficio por el Ministerio Público, por una denuncia o por una querella. 
La denuncia es la forma más sencilla para poner en ejercicio la acción punitiva del Estado ante un hecho que revista caracteres de delito. La puede realizar cualquier persona (art. 172 del Código Procesal Penal), lo que comprende desde luego a los alcaldes para denunciar los delitos que tengan ocurrencia en su comuna. En todo caso, la denuncia empieza y termina con la comunicación del hecho ante el Ministerio Público, Carabineros, la Policía de Investigaciones, Gendarmería o algún tribunal con competencia en lo penal, de manera que el denunciante no adquiere mayor protagonismo en el procedimiento que allí se puede generar.

Por el contrario, el querellante es un interviniente en el proceso penal, razón por la cual la facultad para deducir querella por un determinado delito queda restringida a ciertas personas (art. 111 Código Procesal Penal). Como regla general, la querella puede ser interpuesta por la víctima, su representante legal o su heredero testamentario. Asimismo, la puede deducir cualquier persona capaz de comparecer en juicio y domiciliada en la provincia, pero sólo respecto de hechos punibles cometidos en ese territorio que constituyan delitos terroristas, o también si los delitos son cometidos por un funcionario público que afectare garantías constitucionales o se causaren en contra de la probidad pública. Por último, los órganos y servicios públicos pueden interponer querellas cuando sus leyes orgánicas los faculten expresamente. Tal es el caso del Ministerio del Interior, los Intendentes y los Gobernadores, quienes gozan de una atribución mucho más robusta y procesalmente efectiva que la simple denuncia. Ellos pueden querellarse por algunos delitos relacionados con la alteración grave del orden público, la afectación de la seguridad pública, los hechos de violencia en recintos deportivos y el tráfico ilícito de drogas, según se desprende del artículo 3º, literal a), del D.F.L. Nº 7.912, que organiza las Secretarías de Estado. 
En este contexto, parece adecuado que el Ministerio del Interior, los Intendentes y los Gobernadores puedan deducir querellas por algunos delitos preestablecidos. Pero que los alcaldes se encuentren privados de esa facultad, resulta una prohibición carente de sentido práctico y que refleja una concepción excesivamente centralista en materia de seguridad ciudadana. Las Municipalidades son el servicio público que mantiene un contacto más inmediato con la ciudadanía y con sus necesidades, siendo el brazo de la Administración del Estado más conectado con los problemas locales. En consecuencia, no parece razonable que el Ministerio del Interior, el Intendente y el Gobernador, que se encuentran en una posición geográfica mucho más lejana de la comuna de lo que se encuentra el alcalde, tengan de manera exclusiva una atribución valiosísima y que muchas veces no ejercen.
En consecuencia, es importante generar un cambio que sume con potestades reales al alcalde en el combate de la delincuencia, que vaya más allá de ser un simple denunciante con derechos sustancialmente menores al querellante. 
La querella como herramienta procesal más efectiva
La interposición de una querella otorga importantes facultades a su titular. En primer lugar, le permite no sólo adherir a la acusación del Ministerio Público, sino también acusar particularmente cuando califique jurídicamente en forma distinta los hechos; plantear otra forma de participación del acusado; solicitar una pena distinta; ampliar la acusación del fiscal; y ofrecer la prueba necesaria para sustentar la acusación particular.
En segundo lugar, la figura del querellante impide que los fiscales puedan decretar el archivo provisional de la investigación bajo el argumento que no hay antecedentes que permitan desarrollar actividades conducentes al esclarecimiento de los hechos. Tercero, permite que el querellante actúe como controlador de las salidas alternativas al procedimiento (acuerdos reparatorios y suspensión condicional), inhibiendo al fiscal de solicitar salidas más fáciles. Por último, el querellante puede intervenir en la negociación de las penas que hacen el fiscal y el tribunal. Cabe advertir que ninguna de estas actuaciones puede realizarlas un denunciante, pues son exclusivas de las prerrogativas de la querella.
Por estos motivos, es preciso realizar un cambio legislativo en la pieza más alta de la pirámide normativa, modificando el artículo 83 de la Constitución Política, que señala que la acción penal no sólo la ejerce el Ministerio Público sino también el ofendido por el delito y las demás personas que determine la ley. En este precepto, es pertinente añadir la atribución del alcalde para deducir querellas por al menos algunos delitos. 
Contenido del proyecto
El proyecto tiene por finalidad legitimar a los alcaldes para deducir querellas por ciertos delitos, equiparando esta atribución a la que dispone hoy el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, los Intendentes y los Gobernadores. Las requisitos copulativos que envuelven esta atribución edilicia son tres: contar con el acuerdo del concejo municipal; debe tratarse de ciertos delitos fundados y preestablecidos, no cualquiera; y respetar el orden de prelación en el ejercicio de la querella.
Ante todo, el proyecto precisa que para deducir la querella el alcalde debe contar con el acuerdo del concejo municipal. Este requisito obedece a tres razones. Desde luego, una decisión de esta naturaleza debe importar una necesaria transversalidad política, de manera que asegure un respaldo institucional o piso de legitimidad al alcalde en su accionar. También, resuelve un problema práctico referido a la necesidad de contar con recursos económicos para contratar los servicios de un abogado, en caso que la Municipalidad no tenga uno propio, lo que debe aprobar el concejo. Por último, si la querella resulta ser calumniosa, hay condena en costas o se demandan perjuicios, la responsabilidad patrimonial la asume la Municipalidad como un cuerpo.
El proyecto, además, señala que la querella debe efectuarse en contra de casos sumamente fundados ocurridos en el territorio de la Municipalidad y que afecten un interés colectivo de tal entidad que haga claramente necesaria su persecución. 
De esta manera, en primer lugar los alcaldes podrán deducir querella por delitos que alteren gravemente el orden público, entendiéndose por tales aquellos que impidan o perturben gravemente la regularidad de las actividades empresariales, laborales, educacionales o sociales, o bien el funcionamiento de los servicios públicos o esenciales para la comunidad, o bien impidiendo o limitando severamente a un grupo de personas el legítimo goce o ejercicio de uno o más derechos, libertades o garantías reconocidos por la Constitución. 
En segundo lugar, los alcaldes podrán querellarse por delitos que comprometan significativamente la seguridad pública, entendiéndose por tales aquellos que generen en toda la población o en un sector de ella el temor de ser víctima de delitos de la misma especie, tales como violación, estupro, homicidio, lesiones corporales, robo con violencia, robo con fuerza en las cosas, hurto, abigeato, receptación, usurpación, incendios, delito de daños. Siguiendo el mismo razonamiento del artículo 3º del D.F.L. Nº 7.912, en el concepto de compromiso significativo de la seguridad pública nunca podrán considerarse las faltas, los cuasidelitos, los delitos de acción privada, ni los incluidos en los Párrafos 2 y 5 del Título III; Párrafos 5, 7 y 8 del Título IV; Párrafos 2 bis, 3, 5 y 7 del Título VI; todos los del Título VII, salvo los de los Párrafos 5 y 6; los de los Párrafos 2, 4, 6 y 7 del Título VIII; los de los Párrafos 7 y 8 del Título IX, y los del Título X, todos del Libro Segundo del Código Penal.
En tercer lugar, los alcaldes podrán deducir querella por delitos que constituyan violencia en recintos deportivos, entendiéndose por tales aquellos contemplados en la ley N° 19.327, sobre prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional. 
En cuarto y último lugar, los alcaldes podrán querellarse por delitos que versen sobre el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, para lo cual se estará a lo contenido en la ley Nº 20.000 del mismo nombre. 
Finalmente, el proyecto establece un orden de precedencia en el ejercicio de la querella. Este se conforma, en un primer llamado, por el Ministro del Interior y Seguridad Pública, los Intendentes y los Gobernadores, que hoy regula el D.F.L. Nº 7.912, de manera que solamente a continuación de ellos, cuando no hubieren ejercido esta forma de inicio del procedimiento, los alcaldes podrán interponer la querella.

Con esto se evita la multiplicidad injustificada de querellantes con intereses superpuestos, que involucra un gasto excesivo de recursos fiscales y atenta contra el principio de economía procesal.
Por las razones antes expuestas, someto a vuestra consideración el siguiente
PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL
Artículo Único.- Agrégase al inciso segundo del artículo 83 de la Constitución Política de la República, inmediatamente a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente expresión: 
“Los alcaldes, con el acuerdo del concejo municipal, podrán querellarse por los delitos ocurridos dentro de su territorio y que alteren gravemente el orden público, comprometan significativamente la seguridad pública, constituyan violencia en recintos deportivos o versen sobre el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas. Con todo, los alcaldes no podrán querellarse por estos hechos cuando lo hubieren efectuado previamente el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el Intendente o el Gobernador respectivo, quienes siempre tendrán la preferencia de esta forma de inicio del procedimiento.”.  
(Fdo.:): Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 12 DE LA LEY N° 19.664 EN LO RELATIVO A LOS MÉDICOS QUE NO CUMPLEN CON SU PERÍODO ASISTENCIAL OBLIGATORIO DERIVADO DE SUS PROGRAMAS DE ESPECIALIZACIÓN

(10.318-11)
1.- Antecedentes:

Según estudios de la Subsecretaría de Redes Asistenciales del MINSAL la lista de espera en la red pública alcanzó en junio (2015) 1.859.657 casos, lo que equivale a cerca del 15% del total de los asegurados por FONASA, que no pertenecen al AUGE. Sin embargo, a junio de 2015 de las enfermedades AUGE existían 10.173 garantías de oportunidad retrasadas acumuladas, registro más alto evidenciado en los últimos cortes trimestrales.1
En el caso de la lista de espera no GES, se observa que un 88% corresponde a una espera por una consulta a un especialista, espera que a su vez supera en el 78% de los casos los 120 días. Para el caso de las intervenciones quirúrgicas (22% de los casos), más de la mitad de quienes esperan lo han hecho por más de un año. En suma, tres de cada cuatro personas que esperan, son víctimas de un retraso más que considerable para cada tipo de intervención.2

TRES DE CADA CUATRO CASOS EN LISTA DE ESPERA CORRESPONDE A UN RETRASO SIGINIFICATIVO 
Lista de Espera de Consultas e Intervenciones Quirúrgicas de patologías no GES (Junio 2015)  
	
	Consulta

Especialidad
	Intervención

Quirúrgica
	TOTAL

	Total
	1.619.826
	239.831
	1.859.657



	Con retrasos significativos (*)
	1.254.255
	134.379
	1.388.634




Fuente: Subsecretaria de Redes Asistenciales.

(*) Retrasos significativos equivale a 120 días o más en el caso de consultas y de un año o más en el caso de intervenciones quirúrgicas.

Por su parte, la Subsecretaría de Redes Asistenciales informó que entre marzo 2014 a marzo de 2015, la lista de espera de intervenciones quirúrgicas con antigüedad superior a un año aumentó desde 114.560 a 135.113 casos.3
El problema de las listas de espera es el factor que hace más visible el descontento de la población hacia FONASA y en general hacia el rol del sector público en salud. Así lo confirma el estudio de opinión a usuarios del sistema de salud de enero de 2014, encargado por la Superintendencia de Salud, que confirma que menos de la mitad de los usuarios de FONASA se siente “protegido o muy protegido” ante un problema de salud, que 26% se siente “desprotegido o muy desprotegido”, y que al preguntar por qué se sienten desprotegidos, 38% responde como primera mención por los largos tiempos de espera para la atención, 11% menciona en primer lugar la poca disponibilidad de horas médicas y 7% la falta de especialistas. En la misma encuesta, 40% de los usuarios de FONASA menciona como primer aspecto negativo de su seguro de salud mala atención y largos tiempos de espera, y 17% alega problemas de cobertura, como la falta de especialistas.4
La falta de médicos especialistas es nombrada históricamente como una de las posibles causas del problema de oportunidad en la atención de quienes asisten al sector público.5
Un reciente estudio de la DIPRES evidenció la dispersión de las cifras que dan cuenta de la brecha de médicos especialistas, la que alcanza más de 66% entre la brecha de 2.397 especialistas calculada por un estudio del Banco Mundial (de 2010) y la estimación de una brecha de 1.437 especialistas que entregó el MINSAL para 2011. En este sentido, la principal recomendación del estudio de DIPRES fue “identificar adecuadamente la brecha de especialistas y subespecialistas en la red pública de salud”, lo cual implica definir y validar una metodología de estimación de brechas.6
Con posterioridad, el MINSAL entregó una nueva cifra de brecha de especialistas, fijándola en 2.791 cargos (y 1.004 subespecialistas). Sin embargo, no se presentó una metodología que valide dicho cálculo, por lo que el esfuerzo de la actual administración de formar 4.000 especialistas durante el periodo 2015-2018 podría resultar a la larga ineficiente para abordar tan importante desafío.7
2.- Acciones de Gobierno para Enfrentar Crisis de Médicos Especialistas en la Salud Pública: 

De acuerdo a lo informado por el MINSAL, el presupuesto 2015 contempla un aumento de 80,2% en los recursos para este fin, lo que implica destinar $80.118 millones a la formación de especialistas.8
Lo anterior destinado a cumplir el compromiso del programa de gobierno que implica elaborar un plan de trabajo que incentive el ingreso de 1.110 médicos en la Atención Primaria de Salud y formar 4.000 especialistas durante el periodo 2015 – 2018. Lo anterior, en línea con los nuevos desafíos sanitarios, las necesidades de salud de la población y diseñada según las características y realidades de las redes de servicios públicos del país.9
A través del “Plan de Formación y Retención de Especialistas en el Sector Público de Salud”, el gobierno de la Presidenta Bachelet busca fortalecer los equipos de salud, mejorar la capacidad resolutiva de los establecimientos y disminuir las listas de espera.10
3.- Fundamento del Proyecto:

Dado los antecedentes expuestos en los párrafos anteriores, el déficit de los médicos especialistas es evidente, y el tema es de tal trascendencia nacional, toda vez, que uno de cada ocho médicos no está devolviendo su beca de especialidad.  

El último balance hecho por Salud y entregado al Congreso muestra que, en mayo de este año, 1.510 médicos especialistas debían estar cumpliendo su Período Asistencial Obligatorio. La cifra incluye a los profesionales que debían comenzar a devolver sus becas desde 2009 en adelante.

De ellos, sin embargo, 205 no han regresado a trabajar en el sistema público, como se comprometieron. Así, uno de cada ocho especialistas no está devolviendo su beca.

Y las razones son variadas. Según el ministerio, de ese número 156 no lo han hecho porque tienen trámites pendientes, que van desde que los propios servicios de salud no han resuelto la situación de los médicos hasta licencias médicas e interrupciones de la devolución de la beca por razones académicas.

Un segundo grupo, de 49 profesionales, no ha comenzado su período de devolución de beca pese a haber sido contactados y notificados por las autoridades. Por ello se exponen a multas de alrededor de $120 millones y a la inhabilitación para postular a cualquier cargo en la administración del Estado por hasta seis años, pero estas sanciones son insuficientes, toda vez que no disuaden al becario haberse compelido a cumplir.

De esos 49 médicos, 19 ya fueron inhabilitados y 15 están en proceso de sanción. Respecto de los 15 restantes, aún no se han tomado acciones.

Para enfrentar el déficit de casi 3.800 médicos especialistas y subespecialistas en el país, según la última estimación de brecha, una de las prioridades del Ministerio de Salud ha sido aumentar el número de becas para formar a esos profesionales. Sin embargo, es de suma importancia considerar no solo formar más especialistas sino que los que se encuentran ya formados por el Estado retribuyan su experiencia y conocimientos adquiridos a la Salud Pública por el tiempo por el cual se comprometieron.

Es por estas razones aquí expuestas que se viene en sugerir el siguiente:

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 12 DE LA LEY N° 19.664 QUE ESTABLECE NORMAS ESPECIALES PARA PROFESIONALES FUNCIONARIOS QUE INDICA DE LOS SERVICIOS DE SALUD Y MODIFICA LA LEY Nº 15.076, ESTABLECIENDO UNA NUEVA SANCIÓN EN CASO DE NO CUMPLIR LA OBLIGACIÓN DE DESEMPEÑARSE EN LOS ORGANISMOS A QUE PERTENECEN.

ARTÍCULO ÚNICO: Modificase el artículo 12 de la Ley N° 19.664, de la siguiente forma:

a.- Agregase la siguiente expresión nueva en el inciso primero del artículo 12 luego del punto final que pasa a ser una coma “, constituyendo un requisito de validación del programa de especialización.”
b.-  Intercalase entre los vocablos “obligación” y “deberá” la siguiente expresión nueva: “no podrá ejercer la respectiva especialidad y a su vez”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.

Notas:
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2 Sector Público en Salud: El Enfermo Olvidado. LyD, Temas Públicos, N° 1.191, 02 de enero de 2015, ISSN 0717-1528, página 2.
3 Glosa 06, Lista de Espera No GES, Garantías Incumplidas No Reclamadas, Retrasos GES. Enero-Junio
4 Sector Público en Salud: El Enfermo Olvidado. LyD, Temas Públicos, N° 1.191, 02 de enero de 2015, ISSN 0717-1528, página 3 y 4, en base a información de la Superintendencia de Salud, disponible  http://www.supersalud.gob.cl/documentacion/569/articles-9221_recurso_1.pdf
5 Sector Público en Salud: El Enfermo Olvidado. LyD, Temas Públicos, N° 1.191, 02 de enero de 2015, ISSN 0717-1528, página 4.
6 Sector Público en Salud: El Enfermo Olvidado. LyD, Temas Públicos, N° 1.191, 02 de enero de 2015, ISSN 0717-1528, página 4 y 5, en base a información de a) Evaluación Programas Gubernamentales, Programa de Formación de Especialistas y Subespecialistas, abril-agosto 2014; b) Ministerio de Salud. 2010. Estudio de Brechas de Oferta y Demanda de Médicos Especialistas en Chile. Colaboración Técnica Banco Mundial - Gobierno de Chile. Serie Cuadernos de Redes Nº 31. Subsecretaria de Redes Asistenciales. Departamento de Estudios de Recursos Humanos. Enero de 2010 y c) Estrategia Nacional de Salud 2011–2020.
7 Sector Público en Salud: El Enfermo Olvidado. LyD, Temas Públicos, N° 1.191, 02 de enero de 2015, ISSN 0717-1528, página 5.
8 Fuente: http://web.minsal.cl/medicosespecialistas/
9 Ibídem 8.
10 Ibídem 9.
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PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON EL QUE MODIFICA EL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 340 SOBRE CONCESIONES MARÍTIMAS PARA REGULAR LA EXTRACCIÓN DE AGUA DE MAR

(10.319-12)

I.- Antecedentes
:

El agua dulce es un recurso natural único y escaso, esencial para la vida y las actividades productivas, y por tanto directamente relacionado con el crecimiento económico.

La disponibilidad de agua dulce en el mundo es limitada, además existe una distribución desigual del recurso en las distintas superficies continentales, dando lugar a zonas de abundancia y zonas de escasez de agua
. Ejemplo de ello es la zona norte de Chile, que es una de las zonas más secas del planeta, con escasos recursos hídricos superficiales y en la que, además, existe una creciente demanda de agua por parte de las distintas actividades productivas y el consumo humano.

Para la minería, que es y seguirá siendo una de las actividades productivas de mayor importancia en Chile, la disponibilidad y gestión adecuada del agua es clave para su sustentabilidad. Como es sabido, la actividad minera nacional se desarrolla en condiciones particulares, la mayor parte de los yacimientos están emplazados en la zona norte del país, zona que enfrenta una limitada disponibilidad del recurso hídrico, por tanto el agua se ha convertido en un insumo crítico, estratégico y de alto costo. Por tanto, esta situación de disponibilidad limitada del recurso y que además presenta una demanda creciente que compite con otros sectores de la economía, ha motivado al sector minero a seguir aumentando los niveles de eficiencia, a partir de soluciones tecnológicas y a generar nuevos mecanismos para enfrentar los nuevos desafíos en cuanto al abastecimiento del recurso hídrico en el norte del país como, por ejemplo, el uso de nuevas fuentes de agua.

Frente a esta situación de estrechez hídrica en el norte de Chile, se adiciona otro tema crítico a considerar como son los posibles impactos derivados del cambio climático. En particular, dentro de los potenciales impactos de este fenómeno sobre los recursos hídricos en esta zona, hay dos aspectos que destacan, uno derivado del cambio en temperaturas y otro de los cambios en precipitación. El primero dice relación con la reducción del área andina capaz de almacenar nieve entre las estaciones del año. Las crecidas invernales de los ríos con cabecera andina, se verán incrementadas por el consiguiente aumento de las cuencas portantes, y la reserva nival de agua se verá disminuida. En cuanto a las precipitaciones, éstas se incrementarían en primavera y verano en la región altiplánica pero disminuirían desde Antofagasta al sur del país (alrededor de 20-25% de variación negativa). Como consecuencia, aumentaría la aridez en el norte del país
.

Estos posibles impactos, y cómo afectarán a los distintos sectores productivos, incluyendo minería están siendo analizados por especialistas a través de distintos estudios enmarcados dentro del contexto del Plan de Acción Nacional de Cambio Climático insertado en la Estrategia Nacional de Cambio Climático. 

Este Plan de Acción tiene el objetivo de establecer el nivel de vulnerabilidad de los recursos hídricos frente a escenarios climáticos proyectados a nivel de cuencas, identificando y evaluando los impactos climáticos en los sistemas hídricos seleccionados y definir las opciones que permitan la adaptación del uso de los recursos hídricos al cambio climático. 

Para cumplir este propósito, el Plan de Acción Nacional de Cambio Climático en una de sus líneas de acción indica la necesidad de determinar la disponibilidad futura de agua para consumo humano, minería, agricultura y generación eléctrica, considerando los efectos del cambio climático y sus proyecciones de demanda. 

En este contexto, resulta clave elaborar proactivamente una proyección de consumo de agua por parte de la industria minera. 

Como punto inicial de esta tarea, cabe destacar que la Mesa Público Privada Nacional de la Gestión del Recurso Hídrico y la Minería en Chile, ha trabajado desde el año 2007 en generar información clave sobre la situación actual de la minería respecto a un insumo tan estratégico como el agua. 

Uno de los resultados de la Mesa fue consensuar y validar cifras del consumo de agua de la minería del cobre en el país. Es así como en marzo 2008 se publicó el Informe Técnico “Derechos, extracciones y tasas unitarias de consumo de agua del sector minero regiones centro-norte de Chile”, realizado por Proust Consultores para la División de Estudios y Planificación de la DGA. 

La información generada en este estudio, sumada a la información disponible en COCHILCO (para efectos de la elaboración de otros estudios), son la base para construir posibles escenarios de proyección de la demanda futura de agua del sector minero en función de proyecciones de producción futura de cobre. 

II.- Uso de Agua de Mar en la Minería
:

La minería de cobre en la Región de Antofagasta aporta al Producto Interno Bruto (PIB) de nuestro país cerca del 10% del total, donde las miles de toneladas de fino extraídas en la zona corresponden al 16,6% de la producción mundial y el 52,8% de lo producido en nuestro país. Si analizamos el PIB regional, encontramos que el 62,7% corresponde a la actividad minera y el porcentaje restante son actividades que están encadenadas a esta.

Existe consenso que la minería es importante para Chile y las cifras así lo demuestran. Sin embargo, la actividad minera no está exenta de desafíos y es por ello que a la hora de proyectar la actividad en los próximos años surgen las siguientes preguntas: ¿Cómo la minería enfrentará la escasez de agua en la región? y ¿cómo se hará cargo del uso de agua de mar?.

En este contexto, el sector productivo minero sabe que para proyectarse de manera sustentable requiere de agua y dada la escasez del recurso hídrico en el norte de Chile, en particular en la Región de Antofagasta, ha obligado a la industria a buscar nuevas fuentes de agua. Según datos entregados por la Comisión Chilena de Cobre (Cochilco) la demanda de agua fresca de la minería de cobre esperada al 2021 va desde los 13 m3/seg en 2013 a los 18 m3/seg, lo que representa un aumento del 38%. Por su parte, el abastecimiento estimado de nuevos proyectos con agua de origen marino es de 5,4 m3/seg, lo que implicaría una disminución del 23,9% del total de agua fresca continental demandado si no se utilizara dicho recurso.

Es ahí que el uso de agua de mar surge como opción real para el uso en la minería. Compañías como Minera Esperanza, actual Centinela, primera faena a gran escala en utilizar agua de mar, sin desalar, en su proceso productivo. Para lograr esto, se impulsa agua de mar desde su muelle ubicado en la localidad de Michilla, trasladando el recurso mediante un acueducto de 145 kilómetros longitud que desemboca en una piscina ubicada a un costado de su planta concentradora situada en la  comuna de Sierra Gorda.

El agua de mar desalada es sometida a un tratamiento de osmosis inversa, electrodiálisis, destilación multiefecto (MED), evaporación flash (MSF) o destilación por energía solar. Luego, a través de un proceso físico-químico se eliminan los minerales y se obtiene el agua dulce. Por otro lado, también hay procesos productivos que utilizan agua de mar directamente solo con un tratamiento básico que elimina material orgánico e inorgánico, pero no su contenido salino.

Cifras

En la Región de Antofagasta el uso de agua de mar y desalada en la minería ha tenido un alza sostenida en los últimos años. En 2013, y con los proyectos de desalación en funcionamiento, se utiliza 659 L/s de agua desalada, mientras que el agua de mar directa sin procesar llega a los 1.613 L/s. Entre las faenas mineras que actualmente utilizan agua de mar está la ya mencionada Minera Centinela, que capta el recurso desde Michilla, y también Minera Escondida. Si consideramos los proyectos que se encuentran en fase de evaluación de factibilidad o de aprobación, la utilización de agua de mar en la minería alcanzaría los 4.793 L/s de agua desalada y 1.815 L/s de agua de mar.

Sin embargo, los costos de energía en Chile siguen siendo muy altos (0.12 US$/kWh), esto hace que no todos los proyectos u operaciones mineras puedan usar agua de mar (salada o desalada) y en algunos casos incluso los hace inviables. En promedio, el costo de impulsión por cada 1000 m.s.n.m. varía entre 1 a 1.5 US$, por lo que trasladar un metro cúbico de agua de mar desalada sobre los 3.000 m.s.n.m. es del orden de los 4 a 7 US$ y supera en más de cuatro veces los costos de captar el agua dulce en la cordillera, llegando en algunos casos hasta 10 veces. El valor de agua fresca es aprox. 1.6 US$/m3.

Proyección

El director del Centro de Investigación Tecnológica de Agua en el Desierto (Ceitsaza), Leonardo Romero, es concluyente al señalar que “la utilización de agua de mar no es solo una solución para las mineras, sino también una forma de liberar el agua dulce para otros usos y permitir la restauración de ecosistemas dañados”. 

Romero agrega que el uso de agua de mar (desalada o no), el reuso y la construcción de un modelo de gestión integral regional del recurso que facilite la toma de decisiones, son, al parecer, la solución inmediata y efectiva para descomprimir el estrés hídrico en que se encuentra la Región de Antofagasta. Por lo mismo, el uso de este recurso debe estar asociado a un modelo de negocios  que tome en cuenta el aspecto social, dado la inversión y el costo operacional que implica impulsar el agua a las faenas mineras por sobre los 2000 m.s.n.m.

El uso de agua de mar irá creciendo y ya existen esfuerzos para que esta alza siga. En 2013, ingresó al parlamento un proyecto de ley presentado por un grupo transversal de diputados que plantea que aquellas empresas mineras cuya extracción de agua continental sobrepase los 150 L/s, tendrán obligatoriamente que incorporar el agua de mar dentro de sus procesos productivos.  En ese sentido, Leonardo Romero señala que pese a que no hay una obligación legal, las empresas mineras ya consideran el uso de agua oceánica. 

“En este momento, pensar que un nuevo proyecto minero funcione con agua continental ya es cosa del pasado. Toda nueva iniciativa de este tipo ya tiene asumido que tiene que incorporar agua de mar a sus procesos. Si bien no es obligación por ley, las empresas que están dedicadas al rubro minero ya saben que su fuente de agua es el Océano Pacífico”.

Lo señalado por Leonardo Romero también lo reafirma Cochilco en sus proyecciones del uso de agua de origen marino, donde se ve un considerable aumento en demanda de agua de mar para el año 2021, en su mayoría como fuente de abastecimiento en nuevos proyectos. Según este organismo, el monto proyectado de inversión en operaciones que utilizarán agua de mar con su respectivo sistema de impulsión alcanzará los US$ 5.447 millones.

III.- Régimen Jurídico del Mar
:
La regulación del mar se compone de normas internas de rango constitucional, legal y reglamentario, y por tratados internacionales destinados a regular la utilización del mar y la explotación de los recursos, como se sintetiza a continuación.

1. Tratados Internacionales

Chile suscribió la Convención del Mar de las Naciones Unidas
, que según su preámbulo busca “establecer por medio de esta Convención, con el debido respeto de la soberanía de todos los Estados, un orden jurídico para los mares y océanos que facilite la comunicación internacional y promueva los usos con fines pacíficos de los mares y océanos, la utilización equitativa y eficiente de sus recursos, el estudio, la protección y la preservación del medio marino y la conservación de sus recursos vivos.”.

2. Regulación Constitucional y Legal (Propiedad de las Aguas)

El artículo 19 Nº 23 de la Constitución Política de la República (C.P.R.) establece como bienes del Estado, aquellos que deben pertenecer a la nación y son declarados en ese rango por ley.

Los bienes estatales están excluídos del comercio humano, sólo admiten su uso y goce por medio de autorizaciones, permisos o concesiones temporales administrativas.

El artículo 585 del Código Civil contempla “la alta mar” como una de aquellas cosas que la naturaleza ha hecho comunes a todos los hombres, disponiendo que no es susceptible de dominio, que ninguna nación, corporación o individuo tiene derecho de apropiársela, y que su uso y goce es determinado entre individuos de una nación por las leyes de ésta, y entre distintas naciones por el derecho internacional.

Luego, el artículo 593 del Código Civil dispone que el “mar adyacente”, hasta la distancia de 12 millas marinas, es mar territorial y de dominio nacional, y que forman parte de las aguas interiores del Estado.

El artículo 595 del Código Civil dispone que todas las aguas, entre las que se incluyen las marítimas son bienes nacionales de uso público.

Luego, el artículo 598 del Código Civil dispone que generalmente en todos los bienes nacionales de uso público, incluyendo el mar y sus playas, el uso y goce estarán sujetos a las disposiciones del mismo Código, y a las ordenanzas generales o locales que sobre la materia se promulguen.

Finalmente, el artículo 599 del Código Civil dispone que nadie podrá construir, sino por permiso especial de autoridad competente, obra alguna sobre las calles, plazas, puentes, playas, terrenos fiscales y demás lugares de propiedad nacional.

En este sentido, la utilización de los bienes nacionales de uso público relacionados con el mar, se regula en el Decreto con Fuerza de Ley N° 340 sobre Concesiones Marítimas del año 1960 y su reglamento contenido en el Decreto Supremo Nº 2  publicado el 20 de Abril de 2006 del Ministerio de Defensa Nacional.

IV.- Explotación del Mar
:

Uno de los usos privativos del mar tiene lugar mediante las Concesiones Marítimas, las que otorgan derechos para que un particular, mediante un acto administrativo denominado Concesión, pueda hacer uso y goce de manera privativa de este bien nacional de uso público.

El artículo 2º del D.F.L. Nº 340 dispone que la entrega de las concesiones es una facultad privativa del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría Para Las Fuerzas Armadas, las que pueden ser entregas sobre:
•
Playas de mar;
•
Terrenos de playas fiscales dentro de una faja de 80 metros de ancho medidos desde la línea de más alta marea de la costa litoral;
•
Concesiones de roca;

•
Concesiones de fondos de mar;

•
Concesiones de porciones de agua dentro y fuera de las bahías; y,

•
Concesiones en ríos o lagos navegables por buques de más de 100 toneladas, como así también sobre las playas de los mismos.

Conforme al artículo 3º del D.F.L. N° 340, las Concesiones Marítimas pueden tener cualquier destino, siendo irrelevante ello para su calificación. Además, al tratarse de un derecho creado por un acto administrativo, se encuentran sujetos a un plazo máximo de 50 años (arts. 3 y 5 del Reglamento de Concesiones Marítimas) y a un régimen de caducidad por incumplimiento de algunas de las obligaciones que se imponen al momento de otorgarse la concesión respectiva.

V.- Aspectos Legales de las Concesiones para el Establecimiento de Plantas Desalinizadoras
:

Dependiendo de la naturaleza de la infraestructura que se utilice para la operación de la planta desalinizadora, la Concesión Marítima que la ampare podrá incluir distintos espacios marítimos, tales como playa de mar, terreno de playas fiscales, concesiones de roca, de fondo de mar y cuerpos de agua
.
La Concesión que se entrega es para la “utilización” de los bienes, por lo que ella ampara sólo la instalación de la infraestructura, y no la extracción de los mismos. Efectivamente, el Reglamento de Concesiones Marítimas, al definir qué debe entenderse por porción de agua, dispone, en su artículo 1º Nº 31, que es el “Espacio de mar, río o lago, destinado a mantener cualquier elemento flotante estable”, sin hacer referencia alguna a la extracción del mismo.
Por este motivo, puede sostenerse que existe un título concesional específico que permitiría la extracción de agua de mar para su posterior desalinización. No obstante, el artículo 4º del Reglamento establece que corresponde a la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante Nacional, autorizar la extracción de materiales varios que se encuentren en las áreas sujetas a su fiscalización y control. Conforme con ello, si se considera al agua de mar como un material, la extracción del mismo, para su posterior desalación podría encontrarse ello autorizado a partir de este artículo.
Además, hay que tener presente la Ley N° 19.300 de 2010, Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, cuyos artículos 73 y siguientes se refieren a materias relacionadas con permisos ambientales previstos en el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA).
VI.- Rol del Estado para impulsar Plantas Desalinizadoras
:

En el marco constitucional vigente el Estado actúa conforme al Principio de Subsidiariedad positiva activa o positiva, con la finalidad de obtener el bien común (incisos 3° y 4° del artículo 1° C.P.R.).
Además, la integración armónica y la igualdad de oportunidades para la población es uno de los objetivos primarios del Estado para la consecución del bien común (inciso 5 Art. 1º C.P.R.).
La disponibilidad de recursos hídricos, en este caso, las aguas marinas, se enmarcaría dentro de la consecución de estos objetivos; el consumo de agua potable sería parte fundamental de los siguientes derechos:
•
Derecho a una vida digna (Art. 1º inc. 1º).
•
Derecho a la vida y la integridad física y psíquica de las personas (Art. 19 Nº 1) el derecho a la protección de la salud (“corresponderá (al Estado) la coordinación y control de las acciones relacionadas con la salud” (Art. 19 Nº 9).
•
Derecho a realizar actividades económicas, como el uso y goce de predios agrícolas y actividades de la industria y la minería (al amparo del Art. 19 N° 24 en relación al Art. 19 Nº 23).
VII.- Sistema de Concesiones
:

Conforme a la actual Carta Fundamental, los órganos públicos deben desarrollar políticas públicas en áreas de bien común, que involucre el interés nacional, en que los privados por sí solos no pueden actuar o bien lo hacen de manera deficiente (principio de subsidiariedad del art. 1° C.P.R.)
.
El abastecimiento de agua para consumo humano, riego y labores productivas estratégicas para el desarrollo del país, como la minería, califican como actividades de interés nacional, lo que justificaría la necesidad de regular
.

Por ello, hasta la fecha se ha recurrido a un mecanismo determinado para la intervención del Estado en esta materia, que sería la asociación público - privada, mediante el sistema de Concesiones contemplado en la Ley de Concesiones y su reglamentación complementaria
. Cabe recordar, que el artículo 1º de la Ley de Concesiones, autoriza a regular bajo su amparo las “licitaciones o concesiones que deben otorgarse respecto del uso y goce de bienes nacionales de uso público”.

VIII.- Suministro Energético
:

La Ley de Concesiones permite desarrollar áreas de servicios que se convengan (Art. 1º).
Esto admite idear en las Bases de Licitación, actividades complementarias que permitan viabilizar y optimizar el modelo de negocios que haga atractivo el interés de particulares para formar parte de esta asociación público privada.
El abastecimiento energético de este tipo de plantas puede ser parte de los requerimientos de instalación.
IX.- Sistema de Concesiones: Procedencia Jurídica
.

La actuación del Estado propia del marco jurídico especial de “asociatividad público-privada” al amparo del Sistema de Concesiones, no constituye una “actividad económica” propia del denominado “Estado Empresario” (art. 19 N° 21 CPR), por lo que no requiere de Ley de Quórum Calificado.

El Estado, mediante la Ley de Concesiones (Art. 1) está habilitado para convocar a licitaciones y aceptar iniciativas privadas sobre bienes nacionales de uso público declarados por ley (art. 19 N° 23 C.P.R.), entre los cuales se encuentran las aguas marítimas.

X.- Conclusión sobre Necesidad de Modificaciones Legales para la Actividad de Desalinización
:

Las consideraciones anteriores permiten sostener que las actividades de desalinización no requerirían modificaciones legales para realizarse, requiriéndose el cumplimiento de calificaciones ambientales positivas dentro del proceso regular del SEIA y las autorizaciones sectoriales.
Estas descripciones de normativa general y particular habrían sido reconocidas en el EIA de Escondida, que habría obtenido su RCA aprobados sin reparos de legalidad.
XI.- La Desalación del Agua: Regímenes Comparados
.

La desalación corresponde a una técnica utilizada por algunos países para combatir el estrés hídrico de las últimas décadas, con variaciones de sus elementos estructurales, los que van desde el régimen propio del agua salobre, hasta aquel aplicable al agua desalada, pasando por la actividad misma de desalación de agua de mar.

En relación al aprovechamiento del agua salobre, si la generalidad de los países analizados requieren de títulos administrativos que les permitan a los particulares aprovechar del elemento hídrico (Chile, España, Argelia), sólo excepcionalmente la actividad de desalación sigue el régimen de servicio administrativo en sentido estricto (que es el caso de la Isla de Canarias, en España), sujetándose en general al otorgamiento de concesiones o autorizaciones (que es el caso de España y Chile, donde el desarrollo de la actividad en general reclama de ambos títulos) o únicamente concesiones (como parece ocurrir en el caso de Argelia).

En relación al agua desalada, las reglas civiles aplicables a la especificación permiten concluir que ésta seguirá en general el régimen de un bien privado, incorporado al patrimonio del especificante producto de la accesión de mueble a mueble (que es el régimen en vigor en nuestro país). Sólo de manera reciente algunos estados han alterado este estatuto mediante la incorporación de disposiciones expresas en un sentido diverso, que prevén la publificación del agua desalada. Es lo que ocurre desde el año 2005 en España respecto de la generalidad del agua, como también en el caso de Argelia, aunque sólo en relación a aquella sujeta a una finalidad de utilidad pública.

La desalación de agua puede consistir en una actividad puramente privada, puramente pública, o sujeta a un régimen concesional, que desconcentra su realización a favor de los particulares. Estos últimos regímenes parecen corresponder a las reglas generales aplicables en el derecho comparado, tanto por la naturaleza del agua como por el emplazamiento de las industrias desalinizadoras. 

El aprovechamiento del agua salobre

En relación al aprovechamiento del agua salobre, deben distinguirse al menos dos aspectos. Por un lado, el régimen de bienes aplicables al estatuto jurídico del agua (1) y, por el otro, el título administrativo que es exigible para su aprovechamiento (2).

1. El régimen de bienes aplicable al agua salobre

La naturaleza jurídica aplicable al agua salobre incide en los títulos administrativos que permiten su aprovechamiento. En efecto, más allá del mar territorial, la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 1982 califica a las aguas como un “patrimonio común de la humanidad”
, lo que permite aprovechar el elemento sin necesidad de título alguno. A contrario, al interior del mar territorial el agua pierde el estatuto de res communis, quedando su calificación dentro de las atribuciones soberanas de los estados ribereños. A estos efectos, tanto España como Chile recurren a la calificación de bien público, régimen que a diferencia de las cosas comunes sí permite requerir de un título administrativo para la desalación del agua.

2. El título administrativo para la desalación del agua

El funcionamiento de una industria desalinizadora requiere, a lo menos, dos títulos administrativos relacionados. Primero, aquel que autoriza el emplazamiento de la instalación y, segundo, el aplicable al hecho de aprovechar el agua. En este sentido, tanto Chile como España utilizan el régimen concesional respecto del primer aspecto, y el autorizacional en relación al segundo.

En efecto, la instalación de una industria desalinizadora en nuestro país debe entenderse sujeta al régimen de Concesiones Marítimas, consagrado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 340 de 1960 y su reglamento, régimen conforme al cual es indiferente “el uso a que se destine la concesión y el lugar en que se encuentren ubicados los bienes” (artículo 3 del Decreto con Fuerza de Ley N° 340 de 1960). Ahora bien, si en principio el título concesional sólo es aplicable a la instalación (y no al aprovechamiento del agua), un título administrativo en este sentido puede entenderse exigido por el artículo 4 del Reglamento. Conforme a esta disposición: “corresponderá especialmente a la Dirección el autorizar la extracción de materiales varios que se encuentren en las áreas sujetas a su fiscalización y control”
.

Una situación similar se produce en España, si se considera que la instalación desalinizadora se sujeta a una concesión de riego y que el aprovechamiento mismo puede también entenderse sujeto a un régimen autorizacional. En efecto, esta situación puede entenderse prevista indirectamente por la Ley de Costas, a partir del concepto de rentabilidad de la operación. Al menos, si se considera que conforme al artículo 51.1 de la Ley mencionada: “estarán sujetas a previa autorización administrativa las actividades en las que, aun sin requerir obras o instalaciones de ningún tipo, concurran circunstancias especiales de intensidad, peligrosidad o rentabilidad, y asimismo la ocupación del dominio público marítimo-terrestre con instalaciones desmontables o con bienes muebles”
. Todo lo cual puede entenderse aplicable si se considera la utilidad que obtendrá el titular de la instalación luego de que tenga lugar el procedimiento aplicable a la desalación de agua de mar.

La desalación de agua de mar

Si bien la producción de agua potable puede calificarse como una misión de servicio público, su gestión no siempre se desarrolla de la misma manera. Así, si en algunos casos es una gestión pública (1), en otros consiste en una simple gestión privada (2). 

1. La desalación como gestión pública

El modelo de gestión pública ha sido el implementado originalmente en España, por la Ley de Aguas de Canarias de 1990, que consistió en la primera legislación de dicho país sobre la materia
.

En efecto, el artículo 5 de la Ley de Aguas de Canarias de 1990 señalaba que “al objeto de cumplir los principios enumerados en el artículo anterior [entre los cuales se consagraba compatibilidad del control público y la iniciativa privada respecto de los aprovechamientos hidráulicos] y en relación con el dominio públicos hidráulico, la Comunidad Autónoma de Canarias declara como servicios públicos las actividades consistentes en: 1) La producción industrial de agua, mediante técnicas de potabilización, desalación, depuración u otras semejantes”. Sin embargo, el régimen previsto por esta ley fue posteriormente liberalizado en el resto del país, conforme al Real Decreto 1327/1995, del 28 de julio, sobre las instalaciones de desalación de agua marina o salobre, que consagró por primera vez la desalación como gestión privada. 

2. La desalación como gestión privada

Si bien la incorporación de particulares no desnaturaliza per se el carácter público que posee un servicio en cuestión, ello sí influye en el modelo de gestión que es consagrado por él. Como se ha señalado, a nivel comparado la gestión privada del servicio en materia de desalación ha sido establecida mediante el otorgamiento de títulos concesionales o autorizatorios a favor de particulares, tanto en España como en Chile.

La similitud que presenta la gestión privada en ambos países es que la desalación supone el otorgamiento de por lo menos dos títulos administrativos relacionados. Por una parte, un título concesional, que se aplica respecto de la instalación de la industria y, por el otro, uno autorizatorio, relacionado con el aprovechamiento del agua salobre por el particular que desea desalarla. Un sistema alternativo ha sido consagrado en Argelia, mediante la Ley Nº 5-12 del 4 de agosto de 1995, relativa al agua, que en principio establece un único título administrativo para estos efectos: la concesión, que contempla por lo demás de manera expresa un uso destinado para desalar el agua de mar, a diferencia de lo que ocurre en España y en nuestro país, donde este empleo sólo se afirma de manera interpretativa, a partir de disposiciones generales. En efecto, el Título V, Capítulo 1 de la esta ley consagra dos secciones independientes, dedicadas al régimen autorizatorio y concesional, respectivamente. Y conforme al artículo 77 de la ley, quedan sujetas al régimen concesional de utilización de recursos en agua, entre otros, el establecimiento de instalaciones de desalación de agua de mar o de desmineralización de aguas submarinas.

Una vez analizadas las posibilidades de configurar el régimen del aprovechamiento del agua salobre y de desalación, queda por determinar la propiedad del agua desalada.

La propiedad del agua desalada

Dos posibilidades regulatorias se presentan en relación al régimen aplicable al agua desalada. Por una parte, aquel en el cual ésta conserva su régimen público (1) y, por el otro, aquel por el que ella es calificada como un bien privado, mediante la especificación (2).

1. La afectación pública

La publificación corresponde al estado primitivo del agua salobre en la mayor parte de los países, que califican el agua de su mar territorial y costas bajo este régimen jurídico. Si bien esta calificación puede ser debatida una vez ocurrida su desalación, en ciertos casos ella es consagrada de manera expresa. Es lo que ocurre en España y Argelia.

En efecto, la legislación española de 1999 consagraba la afectación pública del agua desalada de manera limitada, condicionándola a su vertimiento a un cauce o a su mezcla con el agua natural (artículo 2). No obstante, actualmente la ley en España “es tajante al considerar que el agua desalada es demanial en todo caso”
  (disposición final primera del artículo 2 de la Ley 11/2005, del 22 de junio, por la que se modifica el Plan Hidrológico Nacional). Una situación similar, aunque más limitada, parece derivarse en cambio de la legislación de Argelia, conforme a su Ley Nº 5-12 del 4 de agosto de 1995, relativa al agua. Según lo dispone su artículo 5, sólo forman parte del dominio público las aguas desaladas y las aguas submarinas desmineralizadas afectas a un fin de utilidad pública. Esta referencia final permite mantener el régimen de propiedad privada respecto del agua que no se encuentra sujeta a dicha afectación, lo que en general ocurre mediante la especificación privada
. 

2. La especificación privada

Si el carácter salobre del agua de mar es uno de los atributos que identifican a esta clase de agua, es posible considerar que su pérdida de salinidad provoca su desnaturalización y, por consiguiente, su desafectación al régimen propio de los bienes públicos.

Si se considera la inexistencia de disposiciones que dispongan lo contrario (como ocurre en España y Argelia), es posible sostener que éste es el régimen vigente en nuestro país, al menos por la aplicación de las reglas generales previstas por el Código Civil relativas a la accesión de mueble a mueble. En efecto, la especificación corresponde a un tipo de accesión que se verifica “cuando de la materia perteneciente a una persona, hace otra persona una obra o artefacto cualquiera” (artículo 662 del Código Civil). De este modo, la producción de agua desalada seguiría un curso similar al aprovechamiento de otros bienes naturales, como los bienes mineros, donde el especificante pasa a adquirir por sus labores, sin perjuicio que en principio dichos elementos se encuentren excluidos del régimen de propiedad, por aplicación del artículo 19 Nº 23 de la Constitución Política de la República.  

XII.- Cobro por Actividad de Desalinización de Agua de Mar y Propuesta Normativa
:

La legislación chilena no contempla el pago de derechos o patentes por la extracción de agua marítima, sin perjuicio de la obligación de pago de patente comercial por la actividad comercial, en virtud de la Ley de Rentas Municipales
.

POR TANTO, VENGO EN PROPONER EL SIGUIENTE:

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO ÚNICO: Modificase el Decreto con Fuerza de Ley N° 340 sobre Concesiones Marítimas en el siguiente sentido:

Agréguese un artículo 3° Bis nuevo: “Para conceder el uso particular por la extracción de agua de mar deberá otorgarse mediante decreto de concesión por el Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaria para las Fuerzas Armadas.  

Son Concesiones de extracción de agua de mar para los efectos de esta ley, aquellas que se otorgan para fines de extraer el agua de mar para fines industriales, comerciales o de consumo humano, en las áreas fijadas como apropiadas por el Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaria para las Fuerzas Armadas.

Un reglamento establecerá la renta y/o tarifa que en unidades tributarias mensuales pagará el concesionario de extracción de agua de mar, los periodos de pagos, ya sea por semestres o anualidades, el lugar de pago y los litros por segundo que se considerarán para determinar la renta y/o tarifa.”    

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
Notas:

� Comisión Chilena del Cobre Dirección de Estudios y Políticas Públicas. Gestión del Recurso Hídrico y la Minería en Chile. “Proyección Consumo de Agua en la Minería del Cobre 2009-2020” de/09/2009. Páginas 4 y 5.


� Fuente: � HYPERLINK "http://epa.gov/region01/students/pdfs/ww_intro.pdf" �http://epa.gov/region01/students/pdfs/ww_intro.pdf�, Documento ”All the Water in the World”.


� Fuente: Plan de Acción Nacional de Cambio Climático 2008-2012, CONAMA.


� Fuente: http://ecitecno.cl/uso-de-agua-de-mar-en-la-mineria-presente-y-futuro-de-una-tecnologia-en-evolucion/


� Ibídem 4.


� Ibídem 5.


� Fuente: Plantas Desalinizadoras de Agua Marítima: Marco Normativo y Propuesta de Modificación Legal. Elaborado por la Biblioteca del Congreso Nacional. Páginas 2, 3 y 4. 


� Ibídem 7.


� Publicada como ley de la República mediante Decreto Supremo Nº 1393, publicado en Diario Oficial el 18 de noviembre de 1997. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.un.org/depts/los/convention_agreements/texts/unclos/convemar_es.pdf" �http://www.un.org/depts/los/convention_agreements/texts/unclos/convemar_es.pdf� (Marzo, 2015).


� Ibídem 8.


� Fuente: Plantas Desalinizadoras de Agua Marítima: Marco Normativo y Propuesta de Modificación Legal. Elaborado por la Biblioteca del Congreso Nacional. Páginas 4, 5, 6 y 7.


� Ibídem 11.


� Así la planta desaladora de Antofagasta se encuentra amparada mediante el Decreto de Concesión Marítima Nº 255, de 10.07.2002, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina.


� Fuente: Plantas Desalinizadoras de Agua Marítima: Marco Normativo y Propuesta de Modificación Legal. Elaborado por la Biblioteca del Congreso Nacional. Páginas 4, 5, 6 y 7.


� Ibídem 14.


� Argumentación de Ramírez Arrayás, José Antonio, “Estatuto Jurídico Aplicable a Proyectos de Plantas Desalinizadoras”. Asesor Ministerio de Obras Públicas. Coincidente con descripción de marco normativo legal y constitucional contenido en “Chile Planta Desalinizadora de Antofagasta (CH-0171) Informe Impacto Ambiental y Social, Banco Interamericano de Desarrollo”, Julio, 2003. Disponible en:  � HYPERLINK "http://idbdocs.iadb.org/wsdocs/getdocument.aspx?docnum=442108" �http://idbdocs.iadb.org/wsdocs/getdocument.aspx?docnum=442108� (Marzo, 2015). 


� Ibídem 16.


� Ibídem 17.


� Ibídem 18.


� Fuente: Plantas Desalinizadoras de Agua Marítima: Marco Normativo y Propuesta de Modificación Legal. Elaborado por la Biblioteca del Congreso Nacional. Páginas 4, 5, 6 y 7.


� Ibídem 20.


� Ibídem 21.


� Fuente: La Desalación del Agua: Regímenes Comparados. Elaborado por la Biblioteca del Congreso Nacional. Pedro Harris Moya, Asesoría Técnica Parlamentaria.


� Ibídem 23.


� Ibídem 24.


� Artículo 136, que califica a la Zona como patrimonio común de la humanidad.


� Ibídem 25.


� Rodrigo Bermúdez, Legislación aplicable a las plantas desalinizadoras de agua, informe BCN, 2009.


� Concepción Jiménez, El régimen jurídico de la desalación en España – Los problemas ambientales, en: Desalación de agua con energías renovables, UNAM, México, 2015, p. 88. 


� Fuente: La Desalación del Agua: Regímenes Comparados. Elaborado por la Biblioteca del Congreso Nacional. Pedro Harris Moya, Asesoría Técnica Parlamentaria.


� Ibídem 30.


� Ibídem 31.


� Ibídem 32.


� Ibídem 33.


� Ibídem 34.


� Ibídem 35.


� Ello contrasta con el régimen de la concesión, que prevé otorgarlas, ya sea para el cumplimiento de una finalidad de utilidad pública o por el sólo interés del concesionario (artículo 77). 


� Fuente: La Desalación del Agua: Regímenes Comparados. Elaborado por la Biblioteca del Congreso Nacional. Pedro Harris Moya, Asesoría Técnica Parlamentaria.


� Fuente: Plantas Desalinizadoras de Agua Marítima: Marco Normativo y Propuesta de Modificación Legal. Elaborado por la Biblioteca del Congreso Nacional. Páginas 7, 8, y 9.


� El artículo 23 del Decreto Ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, dispone que “El ejercicio de toda profesión, industria, oficio, comercio, arte o cualquier otra actividad lucrativa secundaria o terciaria, sea cual fuere su naturaleza o denominación, está sujeta a una contribución de patente municipal, con arreglo a las disposiciones de esta ley”. Sobre la patente específica a otorgar, el artículo 24 del citado D.L. dispone que la patente grava la actividad que se ejerce por un mismo contribuyente, en su local, oficina, kiosco o lugar determinado con prescindencia de la clase o número de giros o rubros distintos que comprenda. Luego, el artículo 13 del Decreto Nº 484, de 1980, del Ministerio del Interior, que aprobó el Reglamento para la aplicación de los artículos 23 y siguientes del D.L. Nº 3.063, dispone que, recibida la solicitud, la municipalidad otorgará patente definitiva en aquellos casos en que el solicitante cumpla con los requisitos legales y reglamentarios establecidos para el giro o actividad correspondiente. Finalmente, el artículo 14 del Decreto Nº 484 dispone que las patentes deberán ser clasificadas en conformidad a la nomenclatura determinada por el Servicio de Impuestos Internos (SII) en el Clasificador de Actividades Económicas, según el rubro principal que declare el contribuyente. El Clasificador señalado corresponde al listado de “Códigos de Actividad Económica” elaborado por el SII.
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